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Resumen
Esta nota técnica examina de manera integral el sistema de educación superior y técnico-productiva en 
Perú, abordando su composición, marco legal y orientaciones de política pública, así como los procesos 
de creación institucional y la dinámica de la oferta y la demanda educativa, incluyendo la expansión de la 
educación no presencial. Asimismo, analiza el aseguramiento de la calidad como eje central para el forta-
lecimiento del sistema, revisando sus fundamentos conceptuales y los principales procesos orientados a la 
mejora continua. El documento presenta una revisión de los esquemas de financiamiento de la educación 
superior, considerando los mecanismos vigentes en Perú y una comparación con las experiencias de Chile 
y Colombia, con el fin de identificar desafíos y buenas prácticas. De igual manera, se discute cómo la tecno-
logía propone modelos de aprendizaje alternativos, poniendo énfasis en el marco regulatorio nacional y en 
las tendencias internacionales de la educación a distancia. Finalmente, se plantea una agenda estratégica 
orientada a fortalecer la educación superior en ejes como gobernanza, calidad, tránsito y permanencia, así 
como empleabilidad e investigación.

Palabras Claves: Educación, educación superior, educación técnico-productiva, educación a distancia, 
Perú, universidad, instituto, calidad, licenciamiento,  financiamiento, beca y tecnología.
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LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y  
TÉCNICO-PRODUCTIVA EN PERÚ
La educación superior y técnico-productiva (ESTP) 
en Perú está conformada por distintas alternativas 
formativas que responden a las necesidades sociales, 
culturales y productivas del país. Aunque no existe una 
norma única que estructure formalmente el sistema 
de educación superior, la PNESTP (Decreto Supremo 
N.° 012-2020-Minedu, 2020) y la Ley N.° 28044 (2003), 
Ley General de Educación, ofrecen un marco de re-
ferencia que permite comprender su composición y 
los desafíos que enfrenta para garantizar la calidad, la 
equidad y la pertinencia de su oferta educativa.

1.1. Gobernanza y estructura
La educación superior constituye un derecho y un bien 
público y social (Pedró, 2022). Al igual que otros servicios 
esenciales para el bienestar colectivo, es responsabilidad 
del Estado velar por el interés público y garantizar que 
todas las personas tengan la posibilidad real de ejercer 
su derecho a la educación (Locatelli, 2018). A pesar de 
los avances en este ámbito, el derecho a la educación 
superior no se encuentra formalmente reconocido en 
la mayoría de las legislaciones nacionales (Sabzalieba & 
Quinteiro, 2022). Garantizar el derecho a la educación 
superior no se limita a facilitar el acceso, sino también 
a asegurar la calidad de la formación que se ofrece 
(Pedró, 2022). Además, exige compromiso de los es-
tudiantes, quienes invierten tiempo y esfuerzo para 

Figura 1. Principales tendencias regulatorias en América Latina

Fuente: elaboración propia con base en Moreno y Muñoz Aguirre (2020).

CENTRALIZACIÓN DE 
FUNCIONES EN ORGANISMOS 

COLEGIADOS

MEJORA DE LOS MECANISMOS DE 
GENERACIÓN Y SISTEMATIZACIÓN 

DE INFORMACIÓN

MAYOR EXIGENCIA DE LAS 
CONDICIONES DE ENTRADA 

PARA NUEVAS IES

Las reformas en este campo incluyen el 
reconocimiento de competencias de su-
pervisión y sanción a organismos técnicos 
especializados, en su mayoría autónomos, 
los cuales establecen condiciones para el 
funcionamiento de los mercados de edu-
cación superior.

Considerando que los sistemas de ES son cada 
vez más diversos y complejos, los Estados de-
sarrollan herramientas para la sistematización 
de información. Esta gestión de la informa-
ción busca: i) contar con mejor data sobre el 
tamaño, la complejidad y la diversidad de los 
sistemas; ii) mejorar el monitoreo de la super-
visión de la calidad; y iii) mejorar la rendición 
de cuentas.

Las normas elevan los requisitos para la creación 
de nuevas IES, así como para su permanencia 
en el mercado. Se fortalecen los mecanismos 
para la supervisión y la vigilancia. Una mayor 
regulación de la entrada y permanencia busca 
evitar un crecimiento desordenado de la oferta. 
Los mejores sistemas de supervisión previenen 
engaños a los estudiantes y deficiencias en la 
calidad educativa.

1 2 3

Considerando su condición de bien público, la edu-
cación superior tiene un valor estratégico para el 
desarrollo social, lo que justifica la intervención del 
Estado tanto para promover la equidad en el acce-
so como para asegurar estándares mínimos de ca-
lidad. Sin embargo, dicha intervención debe buscar 
un equilibrio entre el rol regulador del Estado y la 
participación del sector privado, evitando limitar la 
iniciativa de las instituciones educativas y promo-
viendo el interés colectivo. En esta búsqueda de 
equilibrio, las reformas en los marcos regulatorios 
de la educación superior en América Latina han 
seguido 3 principales tendencias (figura 1): la cen-
tralización de funciones en organismos colegiados, 
la mejora de los mecanismos de generación y siste-
matización de información, y una mayor exigencia 
de las condiciones de entrada para nuevas institu-
ciones de educación superior.

Los cambios normativos han dado lugar a una nueva 
etapa en la gobernanza del sistema, caracterizada por 
una mayor articulación entre actores públicos y priva-
dos durante el diseño y la ejecución de las políticas edu-
cativas. En este contexto, el Estado ha asumido un 
rol más activo como regulador, estableciendo reglas, 
mecanismos de monitoreo y sistemas de sanciones 
con el fin de promover conductas alineadas con la  

una formación que les permita alcanzar sus metas 
profesionales (Iesalc, 2020a). Por esta razón, los Esta-
dos implementan procesos de aseguramiento de la 
calidad y establecen regulaciones para supervisar y 
ordenar la oferta educativa, evitando programas sin 
condiciones necesarias para asegurar una formación 
adecuada (Pedró, 2022).

garantía de la calidad como bien público (Moreno & 
Muñoz Aguirre, 2020, p. 70). No obstante, esta reno-
vada presencia estatal no debe entenderse como un 
retorno a modelos de fuerte intervencionismo, sino 
como la construcción de capacidades para gestio-
nar un entorno crecientemente complejo y dinámico 
(Howlett & Ramesh, 2015, p. 8).
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ࣈ	 Rol del Minedu
El Minedu desempeña una función central en la 
conducción y regulación del sistema de ESTP en 
Perú. Su rol como ente rector implica la responsabi-
lidad de diseñar, implementar, coordinar y evaluar 
las políticas públicas orientadas a garantizar la cali-
dad de la oferta educativa, promover la equidad en 
el acceso y asegurar la pertinencia de las distintas 
alternativas formativas. Esta función se encuentra 
respaldada por el marco normativo nacional, que 
reconoce la educación como derecho fundamental 
y bien público que debe ser protegido y promovi-
do por el Estado. El Minedu lidera la definición de 
las políticas educativas para este nivel, establecien-
do los objetivos, las estrategias y los lineamientos 
que orientan el desarrollo del sistema. En particular, 
tiene a su cargo la formulación de las políticas de 
aseguramiento de la calidad, necesarias para ga-
rantizar que las instituciones educativas cumplan 
con las CBC para ofrecer una formación adecuada y 
relevante para los estudiantes y la sociedad.

El ejercicio de la rectoría por el Minedu también in-
cluye la regulación y supervisión de los procesos de 
licenciamiento y supervisión de algunas alternati-
vas formativas, así como la promoción de acciones 
que contribuyan a la mejora continua de las institu-
ciones. Además, tiene la tarea de articular los distin-
tos componentes del aseguramiento de la calidad, 
buscando la integración y coherencia entre las fun-
ciones que cumplen organismos como la Sunedu y 
el Sineace. El Minedu también debe dar seguimien-
to al cumplimiento de las políticas y la normativa 
vigente, así como evaluar los resultados alcanzados 
por las instituciones. Para ello, debe disponer de sis-
temas de información confiables y actualizados, que 
permitan la toma de decisiones basada en evidencia 
y aseguren la transparencia en la gestión de los re-
cursos públicos destinados a la educación superior.

En el ámbito de la creación de nuevas instituciones 
públicas, el Minedu participa en la definición de las 
condiciones para su establecimiento y funcionamien-
to; especialmente, en la conformación de las comisio-
nes organizadoras de las universidades públicas, que 
tienen la responsabilidad de implementar los prime-
ros pasos de gestión y planificación institucional. 

Finalmente, el Minedu asume un papel articulador 
entre los diferentes niveles de gobierno y las diversas 
entidades vinculadas al sistema educativo. Median-
te la coordinación con las direcciones regionales de 
educación (DRE), las unidades de gestión educativa 
local (UGEL) y otros actores, debe asegurar la im-
plementación efectiva de las políticas y facilitar la 
adaptación de las estrategias a las particularidades 
de cada territorio.

Para desempeñar las funciones descritas, la Ley  
N.° 31224, Ley de Organización y Funciones del Minis-
terio de Educación, de 2021, crea un VMES dentro del 
organigrama del Minedu para equiparar la posición 
de la educación superior con la educación básica. 
Sin embargo, la implementación de esta ley no se ha 
concretado debido a la falta de un ROF, documento 
necesario para definir en detalle su estructura y ope-
ratividad. Actualmente, por lo tanto, la gestión de 
la educación superior en el Minedu descansa en 3 
direcciones: i) Dirección General de Educación Su-
perior Universitaria (Digesu), ii) Dirección General 
de Educación Superior Tecnológica, Técnico-Pro-
ductiva y Artística (Digesutpa), y iii) Dirección de 
Formación Inicial Docente (Difoid), lo que dificulta 
la mirada integral de la educación superior. 

ࣈ	 Rol de la Sunedu
La Sunedu desempeña un rol fundamental como 
organismo público técnico especializado encargado 
de regular, supervisar y fiscalizar la calidad de las uni-
versidades. La Sunedu tiene como función principal 
la conducción del proceso de supervisión y licencia-
miento institucional de las universidades, mediante el 
cual verifica que estas cumplan con los requisitos ne-
cesarios para ofrecer el servicio educativo. Este proce-
so no solo implica la evaluación previa para autorizar 
el funcionamiento, sino que también habilita meca-
nismos de supervisión continua, orientados a asegu-
rar que las condiciones de calidad se mantengan a lo 
largo del tiempo. A través de la supervisión, la Sunedu 
debe verificar que las instituciones cumplen con los 
compromisos asumidos durante el licenciamiento y 
que sus programas académicos se desarrollan con-
forme a los estándares definidos.

La supervisión es una herramienta esencial para ga-
rantizar que las universidades mantienen las CBC y 
proteger los derechos de los estudiantes. La supervi-
sión permite identificar de manera oportuna posibles 
incumplimientos o deficiencias en la gestión acadé-
mica, facilitando la aplicación de medidas correctivas 
que aseguren la mejora de los procesos formativos. 
Asimismo, contribuye a generar información valiosa 
para la toma de decisiones tanto por parte del Estado 
como de las propias instituciones educativas. En este 
marco, la Sunedu actúa no como un ente interven-
tor que limita la autonomía universitaria, sino como 
una entidad reguladora que busca garantizar que di-
cha autonomía se ejerza de manera responsable y en 
coherencia con el interés público. La supervisión, por 
tanto, no es un fin en sí mismo, sino un medio para 
promover la calidad, la transparencia y la rendición de 
cuentas en el sistema universitario.

El proceso de licenciamiento y la posterior supervisión 
que realiza la Sunedu también han permitido ordenar 
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la oferta educativa en el país, frenando la expansión 
de instituciones que operaban sin las CBC. Gracias 
a este trabajo, se han cerrado universidades que no 
cumplían con estándares mínimos, protegiendo a los 
estudiantes de proyectos educativos de baja calidad y 
orientando el sistema hacia estándares más altos de 
desempeño académico.

ࣈ	 Rol del Sineace
El Sineace evalúa, acredita y certifica la calidad edu-
cativa de universidades, institutos y escuelas su-
periores. Es la entidad responsable de garantizar, 
mediante procesos técnicos, objetivos y transpa-
rentes, que las instituciones y programas de estu-
dio cumplan estándares de calidad, fortaleciendo 
la confianza en la formación profesional ofrecida 
en el país. A través de sus órganos operadores (el 
Consejo de Evaluación, Acreditación y Certificación 
de la Calidad de la Educación Superior Universitaria 
[Coneau] y el Consejo de Evaluación, Acreditación y 
Certificación de la Calidad de la Educación Superior 
No Universitaria [Coneaces]), impulsa una cultura 
de mejora continua, promueve la autoevaluación 
institucional y certifica competencias profesionales, 
contribuyendo directamente al aseguramiento de 
la calidad en todo el sistema de educación superior 
peruano.

ࣈ	 Coordinación interinstitucional
La gobernanza de la ESTP en Perú requiere de una ar-
ticulación efectiva entre los distintos actores que for-
man parte del sistema. Esta coordinación interinstitu-
cional es clave para asegurar que las políticas públicas 
orientadas a garantizar la calidad, la equidad y la perti-
nencia educativa se desarrollen de manera coherente, 
eficiente y con impacto en todo el territorio nacional.

El modelo de gobernanza planteado en la PNESTP 
reconoce que el Minedu no puede actuar de manera 
aislada, sino que debe liderar y facilitar la articulación 
con una serie de entidades que también tienen com-
petencias y responsabilidades en el sistema. Entre 
estas entidades, destacan la Sunedu, el Sineace, los 
gobiernos regionales, las DRE y las UGEL, así como 
las propias instituciones educativas públicas y priva-
das. Esta red de actores cumple diversas funciones, 
que van desde la regulación y supervisión, hasta la 
provisión directa de los servicios educativos.

La coordinación entre estas instancias permite que 
las políticas de aseguramiento de la calidad se im-
plementen de forma integral y armonizada, y que se 
eviten duplicidades, vacíos de responsabilidad o con-
tradicciones entre las acciones de los diferentes orga-
nismos. Así, por ejemplo, mientras la Sunedu se en-

carga del licenciamiento y la supervisión del sistema 
universitario, el Minedu lidera el proceso de licencia-
miento en los institutos y las escuelas de educación 
superior tecnológica, pedagógica y técnico-produc-
tiva, en coordinación con las DRE y UGEL. A su vez, el 
Sineace tiene a su cargo los procesos de acreditación, 
los cuales deben articularse con los procedimientos 
de licenciamiento para garantizar la coherencia de 
los estándares de calidad.

Esta coordinación interinstitucional es especialmen-
te relevante en un sistema caracterizado por la diver-
sidad de alternativas formativas y tipos de gestión. La 
existencia de distintas modalidades y la participación 
de entidades públicas y privadas exige una definición 
clara de roles y funciones, así como la creación de me-
canismos permanentes de diálogo y concertación. La 
PNESTP plantea precisamente la necesidad de con-
solidar un sistema con reglas de juego compartidas, 
en el que los procesos regulatorios, de fomento y de 
garantía de la calidad sean consistentes entre sí y res-
pondan a una visión común de desarrollo educativo.

La articulación también es fundamental para facilitar la 
movilización de recursos y la provisión de servicios de 
apoyo, como el financiamiento para la mejora de la ca-
lidad, los programas de formación docente, las políticas 
de inclusión y equidad, y las acciones de promoción de 
la investigación e innovación. Sin una adecuada coor-
dinación entre el Gobierno nacional y los gobiernos re-
gionales, así como entre las distintas instituciones del 
Estado, estas iniciativas corren el riesgo de fragmentar-
se o no alcanzar la cobertura y el impacto necesarios.

Otro aspecto esencial de la coordinación interinstitu-
cional es la gestión de la información. La implemen-
tación de sistemas integrados de registro y monitoreo, 
capaces de reunir datos relevantes de todas las alterna-
tivas formativas y los niveles de gestión, es una condi-
ción indispensable para el diseño de políticas basadas 
en evidencia, la evaluación de resultados y la toma de 
decisiones informadas. Actualmente, la falta de intero-
perabilidad entre las distintas plataformas de informa-
ción y la heterogeneidad de su calidad limita la capa-
cidad del sistema para generar diagnósticos precisos y 
oportunos, lo que refuerza la urgencia de avanzar en la 
integración y articulación de estas herramientas.

1.1.1. Alternativas formativas
La PNESTP señala que la educación superior en 
Perú está compuesta por distintas alternativas for-
mativas: educación universitaria, educación tecno-
lógica, educación pedagógica y educación artística1, 
cada una con características, objetivos y normativas 
particulares.

1 La PNESTP reconoce a la educación técnico‑productiva como una alternativa formativa que, aunque no pertenece a la educación   
     superior, facilita el acceso al sistema educativo y permite desarrollar competencias laborales en poco tiempo. Aunque no cuenta con una     
   ley propia, el Decreto Legislativo N.° 1375 (2018) modifica la Ley General de Educación e incorpora disposiciones sobre esta modalidad.
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Alternativa Detalle

Universitaria

Educación superior universitaria. Está orientada a la formación académica de nivel 
superior, con un enfoque integral que combina la investigación, la docencia y la ex-
tensión universitaria. Su propósito es contribuir al desarrollo científico, cultural, social 
y económico del país, formando profesionales con capacidad crítica, creativa y éti-
ca. Las universidades se clasifican según su tipo de gestión: a) públicas, financiadas 
principalmente con recursos del Estado, cuyo acceso es gratuito para los estudiantes 
de pregrado; b) privadas asociativas, creadas bajo la figura de asociaciones sin fines 
de lucro, en la que los excedentes generados se deben reinvertir en el desarrollo 
institucional y en la mejora de los servicios educativos; c) privadas societarias, cons-
tituidas como sociedades con fines de lucro, que pueden distribuir utilidades entre 
sus accionistas.

Superior no 
universitaria

Educación superior tecnológica. Busca responder a las necesidades del mercado 
laboral y de la sociedad, formando técnicos y profesionales especializados en áreas 
tecnológicas y productivas. Su objetivo es ofrecer carreras de corta y mediana du-
ración, con énfasis en la aplicación práctica de conocimientos y en el desarrollo de 
competencias específicas. Existen 2 tipos de instituciones: a) institutos de educa-
ción superior (IES) orientados a la inserción laboral en diversos sectores productivos. 
Su propuesta formativa es de naturaleza aplicada y busca fortalecer las competen-
cias técnicas de los egresados, y otorgan los títulos de técnico y profesional técnico. 
b) Escuelas de educación superior (EES) que se especializan en la formación de 
profesionales en campos tecnológicos y otorgan títulos de profesional o licenciado, y 
de segunda especialidad.

Educación superior pedagógica. Busca formar docentes para todos los niveles (ini-
cial, primario y secundario). Existen 2 tipos de instituciones: a) IES, orientada a un 
desempeño técnico-operativo de la carrera docente y otorga únicamente el Título 
Profesional de Profesor; y b) EES, está orientada a una formación docente especializa-
da con enfoque en investigación aplicada e innovación pedagógica. Otorgan el grado 
de bachiller y el título profesional de Licenciado en Educación.

Educación superior artística. Tiene como finalidad formar profesionales en discipli-
nas vinculadas a las artes, la cultura y el patrimonio. Aporta a la preservación, difusión 
y creación artística, así como al desarrollo cultural del país. Desde 2025, cuenta con 
un marco normativo integral que define sus características académicas, estándares 
de calidad y condiciones de funcionamiento (Ley N.° 32304, 2025). 

Técnico-
productiva

Educación técnico-productiva. Busca el desarrollo de competencias laborales, téc-
nicas y emprendedoras, orientadas a la inserción en el mercado de trabajo y a la ge-
neración de actividades productivas propias. Esta modalidad no se considera educa-
ción superior, pues no requiere haber culminado la educación básica para acceder a 
ella2, pero cumple un rol complementario dentro del sistema educativo al facilitar el 
desarrollo de habilidades técnicas en un corto tiempo. Se imparte a través de los cen-
tros de educación técnico-productiva (Cetpro), que ofrecen programas modulares 
y flexibles que permiten certificar distintos niveles de competencias. Los egresados 
tienen la posibilidad de convalidar sus estudios en un IES, siempre que cumplan con 
los requisitos establecidos para optar por el título profesional técnico.

2 Debe haberse culminado la primaria, que corresponde a los 6 primeros grados de la educación básica.

1.1.2. Creación de instituciones 
La creación de nuevas instituciones de educación 
superior en Perú responde a las demandas del de-
sarrollo nacional y regional. Este proceso está regu-
lado por marcos normativos que buscan asegurar la 
pertinencia, la calidad y la sostenibilidad de la oferta 
educativa. A través de procedimientos diferenciados 
para instituciones públicas y privadas, se establecen 
requisitos técnicos, financieros y organizativos que 

deben ser cumplidos antes de autorizar su funciona-
miento, garantizando que las propuestas educativas 
se alineen con las políticas nacionales y contribuyan 
efectivamente al fortalecimiento del sistema de edu-
cación superior.

ࣈ	 Instituciones de gestión pública
La creación de universidades se realiza mediante la 
aprobación de leyes específicas, proceso que requiere 
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contar con la conformidad del Minedu y del MEF. 
Para ello, los proyectos de ley deben justificar la perti-
nencia de su propuesta académica, asegurando que 
se encuentra alineada con las políticas nacionales 
de educación superior. Asimismo, deben demostrar 
que su oferta responde a demandas del mercado 
laboral y que cuentan con los recursos financieros y 
humanos necesarios para poner en marcha sus ac-
tividades de manera adecuada y sostenible. Con el 
propósito de garantizar que las nuevas universida-
des públicas respondan a las necesidades del siste-
ma educativo y al contexto regional, el Minedu apro-
bó unos lineamientos (Minedu, 2022b) en 2022. Este 
documento define los criterios que deben considerar-
se al evaluar las propuestas para la creación de nuevas 
instituciones a fin de promover una oferta educativa 
pertinente y viable. El licenciamiento de la universi-
dad es un requisito indispensable para que una nueva 
universidad, sede o filial pueda operar.

En el caso de los institutos, su creación está concebi-
da como una competencia del Organismo de Gestión 
de Institutos y Escuelas de Educación Superior Tec-
nológica Públicos (Educatec), de acuerdo con las po-
líticas y los lineamientos establecidos a nivel nacional 
y regional. Sin embargo, debido a que Educatec no 
ha sido implementado, esta función ha sido asumi-
da de manera temporal por los gobiernos regionales, 
encargados de promover la constitución de nuevas 
instituciones públicas en sus respectivas áreas de res-
ponsabilidad. Por su parte, la creación de las escuelas 
se lleva a cabo mediante resoluciones ministeriales 
emitidas por el Minedu, luego de obtener la opinión 
favorable del MEF. De igual manera, los institutos de-
ben pasar por un proceso de licenciamiento que bus-
ca asegurar CBC de la oferta educativa.

La creación de los Cetpro (Decreto Legislativo N.° 1375, 
2018, art. 45-A) es responsabilidad de las DRE, o de las 
instancias que cumplan sus funciones, en coordina-
ción con las UGEL correspondientes. Este proceso 
debe sustentarse en una planificación regional que 
tenga como eje la identificación de las demandas 
productivas y laborales del entorno, considerando las 
brechas económicas, sociales y de acceso. Asimismo, 
es necesario que dicha planificación contemple las ca-
racterísticas, necesidades y particularidades de las per-
sonas que harán uso de estos servicios educativos.

ࣈ	 Instituciones de gestión privada
La creación de universidades parte de la iniciativa 
de promotores particulares, quienes deben consti-
tuirse formalmente como personas jurídicas para 
poder asumir la responsabilidad de la creación, or-
ganización y gestión de la institución. Para iniciar sus 
actividades académicas, estas universidades deben 
obtener autorización de la Sunedu y deben cumplir 
con las disposiciones establecidas en la Ley Universi-

taria de 2014. La creación de los institutos y las es-
cuelas de gestión privada se realiza ante el Minedu 
por personas naturales o jurídicas. Para operar, estas 
instituciones deben cumplir con los requisitos y pro-
cedimientos establecidos por la normativa vigente, 
que buscan asegurar que las condiciones de funciona-
miento sean adecuadas y que la oferta educativa que 
brinden se desarrolle con los niveles de calidad exigidos 
por el sistema de educación superior. Finalmente, para 
abrir un Cetpro de gestión privada se requiere obtener 
la licencia institucional ante la DRE correspondiente y 
cumplir con los requisitos establecidos.

1.2. Marco legal para la educación superior

1.2.1. Educación universitaria
La Ley Universitaria establece el marco normativo 
para la creación, el funcionamiento, la supervisión y 
el cierre de las universidades en Perú, con el objeti-
vo de asegurar la calidad educativa y fortalecer el rol 
de las universidades en el desarrollo nacional. Esta 
norma reconoce a las universidades como comu-
nidades académicas orientadas a la investigación, 
docencia y formación integral, bajo el principio de 
que la educación es un derecho fundamental y un 
servicio público esencial. La ley se aplica a todas las 
universidades que operan en el país, sean públicas o 
privadas, y define los principios rectores del sistema 
universitario, tales como la búsqueda de la verdad, la 
calidad académica, la autonomía, la libertad de cáte-
dra, la meritocracia, la democracia institucional, la in-
clusión, la pertinencia social y el interés superior del 
estudiante. Además, especifica las funciones esen-
ciales de las universidades: formación profesional, 
investigación, extensión cultural, proyección social y 
educación continua.

Una de las principales innovaciones de esta ley fue 
la creación de la Sunedu como organismo encarga-
do del licenciamiento y la supervisión de las univer-
sidades, con la responsabilidad de verificar el cum-
plimiento de las CBC para la prestación del servicio 
educativo. El licenciamiento se convierte en un re-
quisito obligatorio para que las universidades pue-
dan ofrecer el servicio educativo, estableciéndose así 
un mecanismo para garantizar la calidad mínima en 
la oferta educativa. Asimismo, la ley reconoce la au-
tonomía universitaria en su dimensión normativa, de 
gobierno, académica, administrativa y económica, y 
dispone la obligación de transparencia de las uni-
versidades, exigiendo la publicación de información 
clave sobre su gestión académica, administrativa y 
financiera. Finalmente, la norma también define las 
responsabilidades de las autoridades universitarias, 
que deben rendir cuentas por el uso de los recursos 
institucionales, y promueve la participación demo-
crática de docentes, estudiantes y graduados en el 
gobierno universitario.
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ࣈ	 Actualizaciones recientes y tendencias regula-
torias en la educación superior universitaria
Durante varias décadas, la Asamblea Nacional de Rec-
tores (ANR) fue el organismo encargado de coordinar 
las actividades universitarias en Perú. Sin embargo, 
su desempeño fue cuestionado debido a la falta de 
control efectivo sobre la calidad de las universidades; 
especialmente, en un contexto de rápida expansión 
de la oferta privada. En respuesta a estas deficiencias, 
se promulgó la Ley Universitaria de 2014, que buscó 
modernizar el sistema de educación superior, esta-
bleciendo criterios más rigurosos de supervisión y ca-
lidad. Uno de los cambios centrales fue la disolución 
de la ANR y la creación de la Sunedu, una entidad au-
tónoma responsable de regular y garantizar estánda-
res mínimos de calidad en las universidades a través 
del licenciamiento.

La creación de la Sunedu marcó un punto de quiebre 
para el sistema universitario peruano. Por primera vez, 
se implementó un proceso de licenciamiento obliga-
torio que exigía a todas las universidades cumplir con 
CBC para poder seguir funcionando. Este proceso no 
solo depuró y formalizó el sistema —cerrando insti-
tuciones que no cumplían los requisitos mínimos—, 
sino que también puso en agenda la necesidad de 
fortalecer la transparencia, investigación y formación 
académica. Si bien los cambios generaron tensiones y 
resistencias en el sistema —en especial, entre las univer-
sidades afectadas—, significaron un paso decisivo hacia 
la construcción de un sistema universitario más ordena-
do, confiable y centrado en el interés del estudiante.

En los últimos años, la Ley Universitaria ha enfrentado 
más de 20 modificaciones que han redefinido varios 
aspectos de dicho esquema. Estos cambios han es-
tado orientados principalmente a actualizar los me-
canismos de licenciamiento, a reestructurar el Con-
sejo Directivo y la organización interna de la Sunedu, 
y a adaptar la oferta educativa a nuevas modalidades 
virtuales, en respuesta a los desafíos surgidos en el 
contexto nacional e internacional pospandemia del 
COVID-19. Una de las modificaciones iniciales fue la rea-
pertura de la educación a distancia mediante el Decre-
to Legislativo N.° 1496 de 2020, que permitió eliminar 
las restricciones que limitaban el número de créditos 
cursados bajo esta modalidad y habilitó el desarrollo 
de programas de posgrado íntegramente virtuales. 
Esta medida abrió paso a una expansión significativa 
de la oferta educativa no presencial. De forma paralela, 
se amplió el beneficio del bachillerato automático a los 
egresados de pregrado que culminaron sus estudios 
entre 2020 y 2023, en atención a las condiciones ex-
cepcionales generadas por la pandemia, beneficio que 
posteriormente fue extendido hasta marzo de 2024.

La promulgación de la Ley N.° 31520 (2022), que re-
establece la Autonomía y la Institucionalidad de las 
Universidades Peruanas, representó un punto de 

inflexión en el modelo de gobernanza universitaria. 
Esta norma modificó la estructura de la Sunedu, re-
configurando la composición de su Consejo Directivo. 
Ahora, los miembros del Consejo tienen la condición 
de representantes y son elegidos a través de procesos 
internos de las propias universidades y los colegios 
profesionales. Si bien se mantuvo la representación 
de otros organismos públicos, como el Concytec y el 
Minedu, también se agregó a un representante del 
Sineace. Además, se eliminó la competencia de la 
Sunedu para aprobar o licenciar nuevos programas 
académicos, trasladando parte del control sobre la 
expansión de la oferta educativa hacia la supervisión 
de las CBC. Aunque la norma pretendía fortalecer la 
autonomía universitaria, generó serias dudas respec-
to a la pérdida de mecanismos de financiamiento y 
de aseguramiento de la calidad; especialmente, para 
las universidades públicas.

En 2024, la aprobación de la Ley N.° 32105, que mo-
dificó la Ley N.° 30220, Ley Universitaria de 2014, con-
solidó una nueva etapa para la educación superior 
peruana. Esta norma estableció que el licenciamiento 
institucional otorgado a las universidades por la Su-
nedu tiene carácter permanente, eliminándose así la 
obligación de las renovaciones periódicas. Para ga-
rantizar la calidad educativa, se establecieron nuevos 
mecanismos de supervisión, como el informe anual 
de cumplimiento, las auditorías periódicas, platafor-
mas de monitoreo de cumplimiento y sistemas de 
alerta temprana que permiten detectar riesgos y acti-
var medidas correctivas de forma oportuna.

Otro cambio fundamental introducido por la Ley  
N.° 32105 fue el fortalecimiento de la modalidad de 
educación a distancia. A partir de esta norma, las uni-
versidades pueden ofrecer programas que se desarro-
llen íntegramente en modalidad virtual, siempre que 
cumplan con estándares tecnológicos específicos y 
procedimientos de supervisión establecidos. Exige, 
además, la elaboración de listados de materias que, 
por su naturaleza práctica, requieren componentes 
presenciales; especialmente, en carreras como Medi-
cina, Enfermería, Psicología, entre otras.

Mientras que la Ley N.° 31520 priorizó las modificaciones 
en el Consejo Directivo de la Sunedu, la Ley N.° 32105 
apostó por fortalecer la apertura de nuevas alternativas 
formativas con un esquema de fiscalización posterior. 
No obstante, ambos cambios plantean riesgos impor-
tantes: en el primer caso, el debilitamiento de la ca-
pacidad estatal para garantizar estándares de calidad; 
en el segundo, el desafío de asegurar que la expan-
sión de la educación a distancia no comprometa la 
calidad de la formación académica de los estudiantes.

1.2.2. Educación superior tecnológica y pedagógica
La Ley N.° 30512, de Institutos y Escuelas de Educa-
ción Superior y de la Carrera Pública de sus Docentes, 
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establece el marco normativo para la creación, el 
licenciamiento, la gestión académica, la supervi-
sión y la fiscalización de los institutos y escuelas de 
educación superior en Perú, tanto públicos como 
privados. Esta ley busca garantizar una formación de 
calidad, pertinente y alineada a las necesidades del 
mercado laboral y al desarrollo del país. Asimismo, re-
gula la carrera pública docente para el personal de las 
instituciones públicas de este nivel educativo. Entre los 
aspectos más relevantes, la ley establece los fines de la 
educación superior, destacando la formación en cien-
cia, tecnología y docencia, la promoción del empren-
dimiento, la innovación, la investigación aplicada y la 
educación continua. Además, reconoce la rectoría del 
Minedu en las políticas nacionales de educación supe-
rior, incluyendo las de aseguramiento de la calidad.

Dentro de las disposiciones principales, la norma 
establece los grados y títulos que otorgan los IES y 
las EES, las modalidades de enseñanza (presencial, 
semipresencial y a distancia) y las condiciones para 
el licenciamiento institucional y de programas, así 
como su vigencia y renovación. También establece el 
principio de autonomía académica, administrativa y 
económica de las instituciones, siempre bajo super-
visión estatal. Finalmente, esta ley crea Educatec, en-
cargado de la planificación y gestión de la educación 
tecnológica pública para asegurar su pertinencia, ca-
lidad y competitividad.

1.2.3. Educación superior artística
La Ley N.° 32304, que regula las Escuelas Superiores 
de Formación Artística y la Carrera Pública de sus 
Docentes, establece el marco normativo que contri-
buye a la investigación, innovación, creación artística, 
promoción y difusión de las artes y de las industrias 

Universidad Nacional de Música— están en proceso de 
licenciamiento. Hay un total de 45 universidades pri-
vadas que no lograron obtener el licenciamiento de la 
Sunedu entre 2016 y 2021. De estas, 32 culminaron con 
el cierre de sus actividades académicas hacia 2023. 
Las 13 instituciones restantes continúan ofreciendo el 
servicio educativo únicamente a sus estudiantes ma-
triculados, pero están impedidas de realizar nuevas 

culturales en Perú. Aunque mantiene el respeto a la 
autonomía académica, administrativa y económica de 
estas escuelas, en la práctica dichas dimensiones están 
sumamente restringidas por las leyes educativas.

1.2.4. Educación técnico-productiva
Está regulada por la Ley N.° 28044 (2003), Ley General 
de Educación, y el Decreto Legislativo N.° 1375 (2018), 

que introduce modificaciones y precisiones impor-
tantes sobre su organización, sus objetivos y su régi-
men académico. El marco normativo establece como 
objetivos la formación para el trabajo dependiente o 
independiente, la actualización de competencias de 
trabajadores en actividad o desocupados, la atención 
a poblaciones vulnerables, y la garantía de la transita-
bilidad hacia otros niveles del sistema educativo. Asi-
mismo, promueve la participación de la comunidad, 
los gobiernos locales y los sectores productivos en el 
desarrollo de estas actividades educativas, reforzando 
su pertinencia con las demandas locales y regionales. 

1.3. Oferta y demanda de educación superior

1.3.1. Oferta 
La oferta de ESTP está conformada por más de 3000 
instituciones distribuidas entre universidades, insti-
tutos, escuelas y Cetpro (figura 2). En este panorama, 
destaca la alta atomización de la oferta de Cetpro, que 
representa más del 60 % del total de las instituciones, 
mientras que los institutos superiores tecnológicos 
concentran cerca del 28 %. Además, la distribución por 
tipo de gestión muestra una marcada presencia del 
sector privado en los Cetpro y los institutos superiores 
tecnológicos. En contraste, las universidades presentan 
un mayor equilibrio entre la gestión pública y privada.

ࣈ	 Alternativa superior universitaria 
A 2025, el sistema universitario peruano cuenta con 99 
instituciones autorizadas para operar, de las cuales 
49 son universidades públicas, 31 universidades pri-
vadas asociativas, 17 universidades privadas societa-
rias y 2 escuelas de posgrado. Además, 2 universida-
des públicas especializadas en formación artística 
—la Universidad Nacional Daniel Alomía Robles y la 

Figura 2. Instituciones de educación superior en Perú, por alternativa formativa y tipo de gestión

Fuente: elaboración propia con base en el Padrón de Servicios Educativos del Minedu para 2025 y en información del SIU de la Sunedu para el mismo año. 

Alternativa Tipo de institución Privada Pública Total

Universitaria
Universidad 48 49 97
Escuela de posgrado 2 0 2

Superior no 
universitaria

Escuela de formación superior artística 5 32 37

Escuela superior pedagógica 8 38 46

Escuela superior tecnológica 14 0 14

Instituto superior pedagógico 81 66 147

Instituto superior tecnológico 516 371 887

Técnico-productiva Cetpro 1084 809 1893

TOTAL 1758 1365 3123
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convocatorias de admisión. Estas universidades de-
ben concluir sus actividades en plazos específicos3, 
conforme a lo establecido en las disposiciones del 
proceso de licenciamiento.

Educación superior universitaria no presencial. En 
2019, la educación semipresencial y a distancia repre-
sentaba el 2.5 % de la matrícula de pregrado. Sin em-
bargo, la mayoría de los nuevos programas creados a 
partir de 2022 incluye algún nivel de no presenciali-
dad: semipresenciales (42 %) o a distancia (31 %) (Su-
nedu). En 2023, la matrícula de educación no presen-
cial pasó a representar la tercera parte (34.3 %) de la 
matrícula universitaria total (1 260 027), con 28.1 % en 
modalidad semipresencial y 6.2 % a distancia. Las uni-
versidades privadas tienen una alta proporción de su 
matrícula en modalidad semipresencial (36 %) y a dis-
tancia (8 %), mientras que en las públicas la matrícula 
es mayoritariamente presencial (89 %). Esto indica una 
mayor capacidad y predisposición de las instituciones 
privadas hacia la innovación y la diversificación de las 
modalidades de enseñanza, priorizando la atención a 
las demandas educativas del mercado.

ࣈ	 Alternativa superior no universitaria 
A 2025, el país tiene 904 instituciones de educación su-
perior tecnológica, conformadas por 887 institutos y 14 
escuelas. Adicionalmente, existen 193 instituciones de 
educación pedagógica, distribuidas en 143 institutos 
pedagógicos y 46 escuelas superiores pedagógicas4.  
En ambos casos, la mayoría es de gestión privada. El 
proceso de licenciamiento para los institutos y las es-
cuelas de educación superior continúa vigente. Esto 
significa que aún existen instituciones que tienen pen-
diente obtener su licencia. Además, la vigencia del li-
cenciamiento es de 6 años, por lo que las instituciones 

3 La Resolución del Consejo Directivo N.° 044-2020-Sunedu/CD amplió por 3 años el periodo de cese para instituciones que lo soliciten 	
   y cumplan las condiciones establecidas por la Sunedu.
4 De acuerdo con el Padrón de Servicios Educativos del Minedu.
5 La matrícula total para 2024 fue de 219 700 de estudiantes.

deben renovar periódicamente esta autorización para 
poder seguir funcionando de manera regular.

Adicionalmente, Perú tiene 37 instituciones que ofre-
cen programas de formación artística a nivel superior, 
distribuidas entre institutos y escuelas especializadas, 
la mayoría de las cuales es de gestión pública (32). Esta 
modalidad contribuye a la formación de profesionales 
en disciplinas artísticas, respondiendo a las necesida-
des culturales y creativas del país.

ࣈ	 Alternativa técnico-productiva
Existen 1893 Cetpro, de los cuales 1084 son de gestión 
privada y 809 de gestión pública. Sus egresados tie-
nen la posibilidad de convalidar sus estudios en IES 
para facilitar la continuidad educativa y avanzar hacia 
niveles superiores de formación (Reglamento de la 
Ley N.° 30512, 2016, art. 52).

1.3.2. Demanda 
La distribución de la matrícula en el sistema de ESTP 
en Perú muestra una concentración significativa en 
el ámbito universitario (figura 3 a), que agrupa al 66 % 
del total de estudiantes. En contraste, la educación 
superior tecnológica representa el 22 % de la matrí-
cula, y el resto de las alternativas concentran el 12 % 
restante. Comparado con el número de instituciones, 
la educación técnico-productiva tiene la mayor can-
tidad de instituciones, pero solo concentra alrededor 
del 9 % de la matrícula total5. La situación opuesta 
ocurre con la educación universitaria, que con solo 97 
instituciones concentra dos tercios de la matrícula to-
tal. Por su parte, la matrícula de ESTP es altamente 
privada, pues solo 1 de cada 4 estudiantes de la ESTP 
está en instituciones públicas (figura 3 b) (INEI, 2023, 
tablas cd0_20, cd0_21 y cd1_80).

Figura 3. Porcentaje de matrícula según tipo de formación y gestión

Tipo de gestión (b)Tipo de formación (a)

72 %
9 %

66 %

3 %

22 %

0 %

38 %

61 %

94 %

58 %

26 %

22 %

39 %

6 %

42 %

74 %

78 %

Total

Privado Público

Educación técnico-
productiva

Educación superior 
artística

Educación superior 
artística

Educación superior 
pedagógica

Educación superior 
pedagógica

Educación superior 
tecnológica

Educación superior 
tecnológica

Educación superior 
universitaria

Educación 
superior 
universitaria

Educación técnico-
productiva

Fuente: elaboración propia con base en información del Siries y el Censo Educativo del Minedu de 2024. 
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1.3.3. Desigualdades y brechas de acceso
Uno de los principales desafíos en el ámbito de la edu-
cación superior es el bajo nivel de acceso y la persis-
tente desigualdad en las oportunidades de ingre-
so entre los distintos grupos socioeconómicos. La 
PNESTP ha planteado la meta de alcanzar una TTI 
a la educación superior del 48 % para 2030, con una 
línea de base de 33 % en 2018. Sin embargo, esta tasa 
ha sido muy variable en el tiempo y bastante dispar 
cuando se comparan grupos por niveles socioeconó-
micos. En 2024, la TTI fue de 38 %, mientras que en 
2023 fue de 31 %. Por su parte, la TTI en el grupo no 
pobre fue de 41 %, frente al 31 % y 11 % de los pobres y 
pobres extremos, respectivamente6. 

en la formación de los ciudadanos. Esta política busca 
garantizar que la ESTP contribuya al desarrollo de las 
personas, fortaleciendo sus capacidades para el ejer-
cicio profesional, la investigación, la innovación y la in-
serción laboral, al tiempo que promueve la cohesión 
social y el bienestar colectivo. 

La PNESTP reconoce la necesidad de consolidar un 
sistema educativo diverso, flexible y articulado, que 
permita a las personas construir trayectorias educa-
tivas a lo largo de la vida, de acuerdo con sus obje-
tivos personales y las demandas del entorno social y 
productivo. Para ello, establece 6 objetivos prioritarios 
(box 1) que abordan de manera integral los principales 

6 Datos de la Unidad de Estadística Educativa (Escale) del Minedu.
7 La tasa de asistencia se calcula considerando a la población de 16 a 22 años, con edad cumplida al 31 de marzo. Se considera que una 	
   persona accede a la educación superior si ha culminado un programa, si está matriculada o si, aun no teniendo estudios superiores     	
   completos ni matrícula vigente, estuvo matriculada el año anterior.
8 Se utilizó la clasificación oficial del INEI, que mide la pobreza monetaria según el gasto en bienes y servicios de los hogares. Son 	
   pobres quienes tienen un gasto inferior al costo de una canasta básica, y pobres extremos, quienes no cubren el costo mínimo de 	
   ingesta calórica. Además, el INEI considera vulnerables a los hogares no pobres que están en riesgo de caer en pobreza.

Este patrón de desigualdad también se confirma al 
analizar las tasas de asistencia7 entre los jóvenes de 
16 a 22 años según su clasificación por niveles de po-
breza8 (figura 4). Del análisis, se desprenden 2 hallaz-
gos importantes: i) el acceso a educación superior de 
los jóvenes vulnerables no pobres (30 %) está mucho 
más próximo al de los jóvenes pobres no extremos  
(23 %) que al de los jóvenes no pobres (51 %), y ii) son 
más los jóvenes vulnerables no pobres sin acceso a 
educación superior (722 000) que los jóvenes pobres 
(no extremos y extremos) que no llegan a este nivel. 

1.4. La Política Nacional de Educación Superior y 
Técnico-Productiva

La PNESTP (2020) es el marco estratégico que orien-
ta las acciones del Estado peruano para fortalecer el 
sistema de ESTP, con una visión de desarrollo sosteni-
ble, equidad e inclusión. Esta política surge como res-
puesta a los desafíos que enfrenta el país ante las pro-
fundas transformaciones demográficas, económicas, 
tecnológicas y del mercado laboral, así como frente a 
las brechas históricas de acceso, calidad y pertinencia 

retos del sector, desde la ampliación del acceso equi-
tativo y la mejora de la calidad educativa, hasta el for-
talecimiento de la gobernanza, la gestión institucio-
nal y la movilización de recursos para la investigación 
y la innovación. De este modo, la política es el princi-
pal instrumento orientador de la reforma y la mejora 
continua de la ESTP en Perú.

1.4.1. Balance de la implementación
El avance en la implementación de la PNESTP es li-
mitado (Minedu, 2023). La eficacia promedio de la 
política alcanza apenas el 29.5 %, ubicándose en un 
nivel inicial de implementación. Los avances han sido 
parciales y fragmentados, sin un impacto claro en el 
problema identificado en la política: la inadecuada 
formación de competencias para el ejercicio profe-
sional y el desarrollo de la investigación e innovación. 
Sin embargo, a pesar de las limitaciones estructurales 
y presupuestales, se han registrado avances parciales 
en tránsito educativo, conectividad y actualización 
normativa que, de ser reforzados y ampliados, podrían 
contribuir significativamente a acelerar la implemen-
tación de la PNESTP. 

Figura 4. Tasa de asistencia a educación superior de jóvenes entre 16 y 22 años, según 
clasificación socioeconómica

Fuente: elaboración propia con base en datos de la Enaho de 2023.

Clasificación de jóvenes según nivel 
socioeconómico Total (miles) Con acceso 

(miles)
Sin acceso 
(miles)

Tasa de 
acceso (%)

Pobres extremos 137 15 122 11 %

Pobres no extremos 680 156 524 23 %

Vulnerables no pobres 1034 312 722 30 %

No pobres 1183 599 583 51 %

TOTAL 3034 1082 1951 36 %
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Por otra parte, todavía hay desafíos, como la falta de in-
formación actualizada y de líneas de base claras para 
medir los indicadores propuestos, y varios servicios y 
objetivos prioritarios presentan alertas críticas, pues en 
varios casos no se dispone de datos sobre el avance o 
cumplimiento de metas, lo cual limita gravemente la 
posibilidad de evaluar el desempeño de la política. 
Además, hay una elevada dispersión en la ejecución 
de acciones por distintas entidades y una insuficien-
cia de presupuestos dedicados exclusivamente a los 
objetivos de la política. 

Superar estas brechas requiere fortalecer la planifi-
cación interinstitucional, desarrollar capacidades de 
gestión en los distintos niveles de gobierno, asignar 
mayores recursos presupuestales y construir meca-
nismos sólidos de seguimiento, evaluación y rendi-
ción de cuentas.

1.4.2. Principales avances
Uno de los progresos más relevantes ha sido el incre-
mento del tránsito de estudiantes hacia la educa-
ción técnico-productiva, impulsado por la articula-
ción de mecanismos que promueven la continuidad 
formativa entre la educación básica y los Cetpro o ins-
titutos tecnológicos. Durante 2023, el número de es-
tudiantes que migró de la educación básica a la edu-
cación técnico-productiva se incrementó de manera 
considerable gracias a la implementación de estrate-
gias de programación curricular compartida y evalua-
ción de competencias.

Otro logro importante ha sido el fortalecimiento par-
cial del modelo de redes educativas rurales, que ha 
permitido una mejora en el acompañamiento y mo-
nitoreo de las instituciones educativas más aisladas. 
Las redes han contribuido a incrementar la frecuencia 
y calidad del acompañamiento pedagógico a los do-
centes, promover mejores prácticas de gestión escolar, 
y favorecer dinámicas colaborativas entre las escuelas 
rurales, lo cual ha tenido efectos positivos en la calidad 
educativa de zonas históricamente marginadas.

En infraestructura tecnológica, se ha registrado una 
expansión de la conectividad y la disponibilidad 
de recursos digitales en las universidades públi-
cas. A través de transferencias extraordinarias y pro-
gramas específicos como los centros universitarios de 
conectividad, se logró dotar de internet, equipamien-
to y plataformas digitales a un número importante de 
estudiantes y docentes, lo que permitió dar continui-
dad a los procesos de enseñanza-aprendizaje en en-
tornos virtuales tras la pandemia de COVID-19. Si bien 
las brechas persisten, estas inversiones han significa-
do avances concretos en materia de inclusión digital 
en la educación superior.

Asimismo, se ha avanzado en la actualización y fortale-
cimiento del marco normativo aplicable a la educación 

técnico-productiva. Se aprobaron lineamientos y dis-
posiciones que permiten una mayor flexibilidad en la 
oferta formativa de los Cetpro, habilitando la creación 
de programas más pertinentes para las dinámicas pro-
ductivas locales. Estas acciones son claves para alinear 
la formación técnica con los requerimientos del merca-
do laboral y mejorar la empleabilidad de los egresados.

En cuanto al aseguramiento de la calidad, se han reali-
zado esfuerzos por actualizar los instrumentos de su-
pervisión y por fortalecer las capacidades de las entida-
des responsables de regular y evaluar las instituciones 
de educación superior y técnico-productiva (IESTP). 

Finalmente, cabe destacar los avances en la capaci-
tación y formación continua de docentes en el sector 
de educación técnico-productiva. Durante 2023, se 
ejecutaron acciones de fortalecimiento de capacida-
des para directores, docentes y especialistas de DRE 
y UGEL, enfocadas en mejorar la gestión pedagógica 
e institucional, así como en fomentar una cultura de 
innovación educativa. Estas acciones, aunque focali-
zadas en ciertas regiones, representan un avance im-
portante hacia la construcción de comunidades edu-
cativas más capacitadas y resilientes.

1.4.3. Principales desafíos
A pesar de las políticas de expansión, persisten fuer-
tes desigualdades en el acceso a la educación supe-
rior, determinadas principalmente por el nivel socioeco-
nómico, el territorio y la etnicidad. Mientras los jóvenes 
de los quintiles de ingreso más alto acceden en mayor 
proporción a la educación superior, los jóvenes de me-
nores ingresos, especialmente de zonas rurales y ama-
zónicas, continúan enfrentando barreras estructurales 
de acceso, permanencia y culminación.

Un segundo desafío crucial es la calidad y pertinencia 
de la oferta educativa. La matrícula en educación supe-
rior sigue concentrándose en programas universitarios, 
cuando la demanda laboral privilegia perfiles técnicos y 
tecnológicos. Además, muchos programas no respon-
den a las necesidades reales del mercado laboral, gene-
rando una desconexión entre la formación ofrecida y las 
competencias requeridas por los sectores productivos. 
Esta situación se agrava por la limitada capacidad de in-
novación curricular de las instituciones, que en muchos 
casos no actualizan sus programas de estudio de acuer-
do con los cambios tecnológicos y socioeconómicos.

En cuanto a la calidad docente, persiste una debili-
dad estructural en los procesos de atracción, for-
mación y retención de docentes altamente cali-
ficados; especialmente, en el ámbito rural y en las 
carreras técnicas. La falta de incentivos económicos 
adecuados, de programas sólidos de formación con-
tinua y de políticas diferenciadas para zonas vulnera-
bles dificulta consolidar cuerpos docentes que lide-
ren procesos de transformación académica.
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Otro desafío relevante es la débil articulación entre 
instituciones y la falta de gobernanza efectiva en el 
sistema de ESTP. La fragmentación de competencias, 
la falta de coordinación interinstitucional y la superpo-
sición de funciones generan duplicidades, ineficiencias 
y, en algunos casos, vacíos de responsabilidad. Esta si-
tuación impide avanzar en procesos de aseguramiento 
de la calidad, movilidad académica y reconocimiento 
de estudios entre las diferentes alternativas formativas.

En términos de transformación digital, la brecha 
en infraestructura tecnológica, competencias digi-
tales de docentes y estudiantes, y acceso a conec-

tividad sigue siendo amplia. Esto limita las posibi-
lidades de expansión sostenible de la educación a 
distancia y del uso de tecnologías para mejorar los 
procesos de enseñanza-aprendizaje.

Por último, el financiamiento constituye una de 
las barreras más significativas. La falta de presu-
puestos suficientes, predecibles y orientados a re-
sultados limita el alcance de las políticas públicas. 
La asignación de recursos sigue siendo predomi-
nantemente inercial, con escaso énfasis en el des-
empeño o en la promoción de la equidad, la cali-
dad y la innovación educativa.

ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE  
LA EDUCACIÓN SUPERIOR
La calidad en la educación superior es un concepto 
dinámico y multidimensional, influenciado por la ma-
nera en que se configuran los modelos educativos en 
cada país y los estándares propios de cada sistema, 
institución, programa o disciplina, así como los obje-
tivos de las instituciones de educación superior. Su 
significado varía dependiendo de las perspectivas de 
los actores involucrados —estudiantes, instituciones 
académicas, disciplinas, mercado laboral, sociedad y 
gobiernos—, así como de los elementos de referencia 
utilizados (insumos, procesos, resultados, misiones y 
objetivos), los atributos evaluados, la naturaleza del en-
torno académico y las etapas históricas que han mar-
cado la evolución de la educación superior. Cada país 
define los mecanismos y componentes del asegura-
miento de la calidad según sus necesidades, tradicio-
nes, marco legal y prácticas académicas (Iesalc, 2017).

Existen diferentes aproximaciones al concepto de cali-
dad académica, destacando enfoques que entienden 
la calidad como excelencia, adecuación al propósito o 
mejora continua. Se pueden identificar 4 elementos 
comunes a los distintos enfoques existentes: i) cumpli-
miento de requerimientos mínimos, ii) capacidad para 
establecer y alcanzar objetivos en contextos variados, 
iii) satisfacción de las necesidades y expectativas de 
los consumidores y partes interesadas, tanto directos 
como indirectos, y iv) compromiso con la búsqueda de 
la excelencia (Van Damme, 2004; Vlascenau et al., 2014).

Desde esta perspectiva, la calidad en la educación 
superior no se limita a la aplicación de criterios ope-
rativos, sino que se concibe como un medio para lo-
grar objetivos más amplios. Esta visión resulta clave 
para Perú, donde se necesita establecer una direc-
ción clara para el sistema educativo. El aseguramien-
to de la calidad de la educación superior requiere un 
equilibrio entre los mecanismos de control, fomento 

y garantía de calidad. Es elemental que exista una 
definición compartida o, al menos, complementaria 
de calidad para que el sistema pueda organizar de 
manera coherente a los actores y procesos que per-
mitan alcanzar la calidad de manera armónica.

Sin embargo, en el país no se ha desarrollado un 
marco conceptual claro sobre la definición de cali-
dad y sus nociones relacionadas (figura 5). En 2014, 
la Ley Universitaria redefinió la ruta de calidad de la 
educación superior universitaria al incorporar el li-
cenciamiento y plantear una reorganización en el 
sistema de acreditación. En 2020, la PNESTP iden-
tificó que existía una inadecuada articulación entre 
los procesos de control, fomento y garantía de la 
calidad, así como una inadecuada gobernanza en 
el sistema. La ausencia de una definición consolida-
da sobre calidad ha sido causa y consecuencia de la 
desarticulación y el vacío normativo en el asegura-
miento de la calidad en la educación superior.

Aunque existen elementos comunes en las definicio-
nes de calidad, al concebirla como un propósito a al-
canzar en términos de los resultados del sistema y las 
instituciones, surgen diferencias sobre quiénes deter-
minan estos resultados, cómo se establecen y a qué 
nivel se definen. Estas diferencias dificultan la ruta ha-
cia la calidad para universidades, institutos, escuelas y 
la población en general, lo que afecta negativamente 
al sistema, al generar malentendidos o deslegitimar 
el concepto. Un ejemplo de ello son los procesos de 
licenciamiento y acreditación de universidades, que, 
aunque distintos, presentan enfoques diferenciados. El 
licenciamiento se orienta a garantizar CBC mediante 
el cumplimiento de requisitos mínimos, mientras que 
la acreditación promueve una cultura de calidad con 
estándares más exigentes, alineados con la misión 
de cada universidad y con impacto en estudiantes 
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y otros actores. La opinión pública no siempre dis-
tingue estos procesos, lo que lleva a interpretar los 
mínimos del licenciamiento como altos estándares 
de calidad o a confundir las funciones y los roles de 
las instituciones involucradas.

Los primeros esfuerzos por definir un concepto o 
sistema de aseguramiento de la calidad (SAC) se re-
montan a 2015, cuando el Minedu aprobó la Política 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Su-
perior Universitaria. Esta política buscaba organizar 
de manera sistemática a todos los actores del sistema 
para desarrollar un SAC que garantizara una provisión 
óptima del servicio educativo en este nivel. En 2020, 
esta política fue derogada para dar paso a la PNESTP. 
La PNESTP adoptó un concepto y un objetivo más 
amplio para el aseguramiento de la calidad, definién-

dolo como el «conjunto de procesos impulsados por 
el Estado para garantizar a la población, en torno al eje 
de la responsabilidad pública, un servicio educativo bajo 
estándares de calidad, permitiendo su desarrollo perso-
nal y profesional, así como la generación de impacto po-
sitivo en la sociedad», con el fin de desarrollar procesos 
articulados, eficientes y coherentes para todas las alter-
nativas formativas que conforman el sistema.

La PNESTP reconoce 3 elementos claves: 

a) Control de la calidad: de carácter obligatorio para 
todas las instituciones de educación superior, per-
mite asegurar los estándares mínimos para la 
provisión del servicio educativo en la ESTP. El con-
trol de la calidad se ejerce a través de los procesos 
de licenciamiento, supervisión, fiscalización u otro 

9 Ello sucede porque existe una estructura rígida en el Reglamento que regula las Políticas Nacionales.

Figura 5. Definiciones de calidad de la educación superior en Perú según instrumentos

Instrumento Definición

PNESTP

Define el concepto de calidad9 como «la búsqueda de la excelencia a través 
del esfuerzo continuo que se hace visible en la eficiencia de los procesos, en 
la eficacia de los resultados y en la congruencia y relevancia de estos procesos 
y resultados con las demandas y expectativas sociales, establecidos dentro de 
los propósitos institucionales», y entiende los propósitos institucionales como 
un compromiso formal de las instituciones educativas con la sociedad.

Ley de Institutos 
y Escuelas de 
Educación Superior 
(Ley N.° 30512)

Define la calidad como «la capacidad de la Educación Superior para adecuarse 
a las demandas del entorno y, a la vez, trabajar en una previsión de necesidades 
futuras, tomando en cuenta el entorno laboral, social, cultural y personal de los 
beneficiarios de manera inclusiva, asequible y accesible. Valora los resultados 
que alcanza la institución con el aprendizaje de los estudiantes y en el recono-
cimiento de estos por parte de su medio social, laboral y cultural». Asimismo, la 
ley menciona como fin de la calidad a los resultados, pero no hace referencia a 
los procesos involucrados.

Sunedu (con base 
en la noción de 
calidad expresada 
en la Ley General de 
Educación)

Plantea que la calidad educativa es «el nivel óptimo de formación que deben 
alcanzar las personas para enfrentar los retos del desarrollo humano, ejercer su 
ciudadanía y continuar aprendiendo durante toda la vida» (art. 13). Además, la 
misma ley establece que la calidad «asegura condiciones adecuadas para una 
educación integral, pertinente, abierta, flexible y permanente» (art. 8).

Modelo de Calidad 
para la Acreditación 
Institucional de 
Universidades del 
Sineace (Consejo 
Directivo N.° 000017- 
2022-Sineace/CDAH, 
2022)

Utiliza 2 definiciones de calidad como base conceptual. En principio, conside-
ra i) la calidad como adecuación a un propósito, vinculada con el cumplimien-
to de estándares definidos por quien ofrece el servicio educativo, logrando su 
misión con niveles pertinentes de eficiencia, eficacia y efectividad, y ii) la cali-
dad como transformación, la cual no solo se enfoca en el logro institucional, 
sino en el cambio cualitativo del individuo, mediante el empoderamiento de 
los actores educativos.

Fuente: elaboración propia.
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10 Es entendida como el conjunto de estructuras, procesos y actividades que participan en la planificación y dirección de las  insticiones y personas 
    que intervienen en la educación superior, definiendo un conjunto de responsabilidades y funciones. Puede incluir marcos legales y  	
    regulatorios, así como políticas y procesos destinados a mejorar la efectividad del sistema. La gobernanza engloba a la definición de  	
    funciones, la distribución de la autoridad y la capacidad de coordinar y articular el sistema (Ferreyra et al., 2017).

que verifique el cumplimiento de las condiciones mí-
nimas de acuerdo con la normativa vigente. En esa 
línea, este elemento permite controlar la entrada 
y salida de las instituciones educativas del sistema 
de la ESTP.
b) Fomento de la calidad: son acciones y políticas 
orientadas a la mejora de la calidad del servicio 
educativo en favor de la población y de las insti-
tuciones de la ESTP. Son desarrolladas principal-
mente por el Estado, promoviendo la mejora del 
servicio educativo e incentivando una cultura de 
autoevaluación y mejora continua orientada a la 
excelencia académica. 
c) Garantía de la calidad: de carácter voluntario para 
todas las instituciones de educación superior, salvo 
excepciones en la normativa vigente, reconoce los 
altos niveles de calidad de los programas y/o institu-
ciones educativas de la ESTP. Este proceso permite 
diferenciar la calidad entre las instituciones, valoran-
do sus resultados y el impacto generado en su en-
torno, en el marco de sus objetivos misionales.

La PNESTP resalta también que el aseguramiento su-
pone el compromiso de las instituciones para imple-
mentar mecanismos de mayor autoexigencia y pro-
moción de una cultura interna de calidad. 

2.1. Procesos para el aseguramiento de la calidad 
de la educación superior

El aseguramiento de la calidad de la educación supe-
rior comprende un conjunto de procesos diseñados 
para garantizar la calidad y la pertinencia del servicio 
educativo. Sus características varían según las nece-
sidades de cada sistema educativo y se ajustan a los 
distintos niveles de responsabilidad pública asumidos 
por el Estado (Centro Interuniversitario de Desarrollo 
[Cinda], 2012; Minedu, 2020). En función de esta res-
ponsabilidad pública, los Estados suelen establecer 
sistemas de aseguramiento de la calidad con acto-
res responsables de distintos procesos, que pueden 

estar orientados a la regulación, la promoción o el 
reconocimiento público. Estos procesos se agrupan 
en 2 grandes componentes: i) control de la calidad, 
orientado a asegurar que las instituciones y progra-
mas cumplan con estándares mínimos, supervisando 
aspectos normativos, administrativos o financieros; y  
ii) garantía de la calidad, centrada en evaluar, mante-
ner y mejorar la calidad de las instituciones y los pro-
gramas, con un enfoque que va más allá de la verifica-
ción de estándares básicos para promover la mejora 
continua (Ferreyra et al., 2017). Estos componentes 
deben complementarse para conformar una ruta de 
calidad sostenida por acciones de fomento. Esta inte-
racción permite que el aseguramiento de la calidad se 
constituya como un sistema en el que los instrumen-
tos de política se articulan e influyen mutuamente de 
manera institucionalizada, a través de una gobernan-
za efectiva10. Además, el equilibrio y la correcta aplica-
ción de los procesos favorecen la internalización de 
una cultura de calidad en las instituciones educativas.

2.1.1. Control de calidad
El proceso de control de la calidad de la educación su-
perior está a cargo de diversas instituciones, siguiendo 
marcos normativos diferenciados, lo que ha generado 
resultados desiguales entre las alternativas formativas. 
En universidades, el proceso de control es liderado por 
la Sunedu, que, aunque ha enfrentado resistencias y 
conflictos, ha permitido depurar el sistema universi-
tario. En educación superior tecnológica, pedagógica 
y técnico-productiva, está a cargo del Minedu, que ha 
tenido dificultades para consolidar un sistema de licen-
ciamiento efectivo de estas ofertas educativas, enfren-
tando problemas operativos y falta de respaldo político.

A. Licenciamiento de universidades
El control de la calidad de la educación superior uni-
versitaria cuenta con diversos procesos, como la au-
torización de funcionamiento y la supervisión, ac-
tualmente a cargo de la Sunedu. Este control se ha 
implementado en 3 etapas (figura 6). 

Figura 6. Línea de tiempo del proceso de licenciamiento universitario en Perú

Fuente: elaboración propia.

Primera etapa Segunda etapa Tercera etapa
1995-2014 2015-2021 2022-Actualidad

	• Cambios normativos para la 
autorización de universidades.

	• Culmina con la instalación del 
modelo de licenciamiento.

	• Cierre del Conafu y creación 
de la Sunedu. 

	• Desarrollo del proceso de 
licenciamiento institucional 
por la Sunedu.

	• Acciones de fomento por 
parte del Minedu.

	• Aprobación de una nueva 
ley que modifica el Consejo 
Directivo de la Sunedu.

	• Eliminación de evaluación  
ex ante de programas.
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11 La Constitución Política del año 1979 establecía que solo podían crearse universidades por ley, tanto las públicas como las privadas. 	
    Todas ellas debían ser instituciones sin fines de lucro y se encontraban exoneradas de todo tributo creado o por crearse.
12 San Luis Gonzaga de Ica, Pedro Ruiz Gallo y Ciro Alegría. De acuerdo con el Decreto Supremo N.º 016-2019-MINEDU (2019), estas 	
    universidades debían elaborar y ejecutar un plan de emergencia para el cumplimiento de las CBC. Así, solicitar la licencia institucional  	
    en un nuevo procedimiento antes del cumplimiento el plazo de cese definitivo. 

ࣈ	 Primera etapa: modificaciones normativas en el 
proceso de autorización de universidades entre 
1995 y 2014
Desde 1983, la Ley N.° 23733, Ley Universitaria vigente 
antes de la aprobación en 2014 de la Ley N.° 30220, 
regulaba la organización, el gobierno y el régimen 
académico, administrativo y económico de las univer-
sidades peruanas. Además, establecía a la ANR como el 
organismo encargado de coordinar y orientar las acti-
vidades universitarias en el país. En 1993, con el objetivo 
de dar un marco constitucional a las medidas de libre 
mercado en Perú, se aprobó una nueva Constitución 
Política que flexibilizó la creación de universidades11. 
Como parte de esta apertura, en 1995 se creó el Consejo 
Nacional de Autorización de Funcionamiento de Uni-
versidades (Conafu) (Ley N.° 26439, 1995), un órgano au-
tónomo dentro de la ANR, conformado por exautorida-
des universitarias. Su función era evaluar y decidir sobre 
las solicitudes de nuevas universidades, otorgándoles 
un funcionamiento provisional. A partir de entonces, las 
universidades privadas ya no necesitaban una norma 
con rango de ley para su creación, requisito que se man-
tuvo para las universidades públicas, cuya aprobación 
seguía dependiendo del Congreso de la República.

En 1996, se aprobó el Decreto Legislativo N.° 882, que 
permitió la existencia de universidades privadas con 
fines de lucro como parte de una estrategia para fo-
mentar la inversión privada en el sector educativo. 
Como resultado de estas medidas, el número de uni-
versidades creció de 57 en 1997 a 142 en 2015, con un 
notable aumento en las universidades privadas con fi-
nes de lucro, que pasaron de 4 a 50 entre 1997 y 2015. 
Este incremento impactó en la matrícula universitaria, 
que se triplicó entre 2000 y 2014. Sin embargo, comen-
zaron a surgir señales de alerta respecto a la calidad 
educativa. Ninguna universidad figuraba en los ran-
kings internacionales, la producción de investigación 
era baja y el porcentaje de docentes con maestría era 
insuficiente (Cuenca & Reátegui, 2016). En cuanto a los 
retornos en el mercado laboral, solo el 62 % de los pro-
gramas universitarios generaba beneficios económi-
cos positivos para sus egresados (Yamada et al., 2016).

Frente a la necesidad de mayor regulación, el Tribu-
nal Constitucional emitió la sentencia 00017/2008 en 
2010, en la que enfatizó el rol del Estado como garan-
te de la calidad universitaria y recomendó la creación 
de una superintendencia altamente especializada e 
imparcial. Este llamado se materializó con la aproba-
ción de la Ley Universitaria de 2014, que derogó la Ley 
N.° 23733 (1983), redefinió el papel del Estado en la su-
pervisión de la educación superior y creó la Sunedu 
como encargada del licenciamiento de universida-

des, en reemplazo del Conafu. La Sunedu asumió la 
responsabilidad de definir los requisitos mínimos de 
funcionamiento para las universidades, verificar su 
cumplimiento y gestionar el cierre de aquellas que 
no alcanzaran los estándares exigidos. Para ello, se 
publicó el modelo de licenciamiento (Resolución del 
Consejo Directivo N.° 006-2015-Sunedu/CD, 2015), ba-
sado en 8 CBC, concebidas como un mecanismo de 
protección tanto para los estudiantes como para la 
sociedad en general, asegurando que las universida-
des cumplieran con un estándar mínimo de calidad.

El licenciamiento universitario contempló 3 etapas 
principales:

	਌ Revisión documentaria: evaluación inicial de la 
documentación presentada por la universidad en 
un plazo de 45 días hábiles.

	਌ Verificación presencial: inspección en el campus 
para corroborar el cumplimiento de las CBC, con 
un plazo máximo de 45 días hábiles.

	਌ Emisión de resolución: evaluación final del infor-
me técnico por parte del Consejo Directivo de la 
Sunedu, con un plazo máximo de 30 días hábiles.

Este proceso reemplazó al antiguo mecanismo del 
Conafu, convirtiéndose en el requisito obligatorio 
para que una universidad pueda operar en el país. 
Esto generó resistencias desde las universidades, 
que vieron afectados sus intereses, y desde ese áni-
mo se presentaron diversos proyectos de ley para 
modificar la norma, así como demandas de incons-
titucionalidad contra la nueva Ley Universitaria. Sin 
embargo, el Tribunal Constitucional ratificó su vali-
dez y determinó que el licenciamiento debía apli-
carse a todas las universidades sin excepción. Ade-
más, la creación de nuevas universidades quedó 
supeditada al licenciamiento de la Sunedu. De esta 
manera, el control de calidad en la educación supe-
rior pasó a estar en manos del Estado, garantizando 
que solo aquellas instituciones que cumplieran con 
las CBC pudieran operar.

ࣈ	 Segunda etapa: cambios generados por el pro-
ceso de licenciamiento
Entre 2015 y 2018, 141 universidades y 4 escuelas de 
posgrado presentaron su solicitud de licenciamiento 
para obtener la licencia institucional. Tras la evalua-
ción, 92 universidades y 2 escuelas de posgrado logra-
ron cumplir con las CBC (ver figura 19). Se denegó el 
licenciamiento a 46 universidades privadas, 3 univer-
sidades públicas12 y 2 escuelas de posgrado privadas. 
Como resultado, estas instituciones debieron iniciar 
el cese progresivo de sus actividades en un plazo 
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máximo de 2 años13. La reconfiguración del sistema 
tuvo un impacto económico y social significativo. Las 
universidades con licencia denegada se vieron obli-
gadas a suspender sus procesos de admisión, lo que 
afectó su sostenibilidad financiera; sobre todo, en 
el caso de las privadas. Más de 230 000 estudiantes 
quedaron en incertidumbre tras haber apostado por 
instituciones que no cumplían con las CBC. Para mi-
tigar los efectos de la denegatoria, se implementaron 
mecanismos de continuidad educativa para aquellos 
estudiantes que deseaban completar su formación 
en otras universidades licenciadas. 

El proceso también generó conflictos entre las uni-
versidades afectadas, sus comunidades educativas y 
el Estado. En el caso de las 3 universidades públicas 
con licencia denegada, hubo manifestaciones socia-
les que requirieron la intervención del Minedu para 
gestionar soluciones. A pesar de las tensiones, la evi-
dencia muestra que los egresados de universidades 
licenciadas lograron mejores beneficios salariales, 
mientras que los provenientes de universidades no 
licenciadas no experimentaron cambios significativos 
en sus ingresos, lo que sugiere la existencia de una 
brecha de calidad entre ambos tipos de instituciones 
(Alba-Vivar et al., 2022).

Medidas para afrontar las consecuencias del  
licenciamiento y nuevos estándares de calidad

En 2018, la Sunedu aprobó el «Reglamento del Proce-
so de Cese de Actividades de Universidades y Escue-
las de Posgrado» (Resolución del Consejo Directivo  
N.° 111-2018-Sunedu/CD, 2018), que obligaba a las uni-
versidades con licencia denegada a establecer me-
canismos para garantizar la continuidad de los estu-
dios de sus estudiantes, ya fuera dentro de la misma 
universidad o a través de convenios con instituciones 
licenciadas que facilitaran el traslado de los estudian-
tes. Sin embargo, este reglamento se implementó 
cuando el proceso de licenciamiento ya estaba en 
marcha, apenas semanas antes de la primera dene-
gatoria14, por lo que ni las universidades ni los estu-
diantes y sus familias contaban con información com-
pleta sobre las posibles repercusiones.

En 2019, el Minedu aprobó un «plan de emergencia 
para el cumplimiento de las CBC» (Decreto Supremo 
N.° 016-2019-Minedu, 2019) para las universidades pú-
blicas con licencia denegada. Este plan incluía accio-
nes de evaluación y seguimiento para mejorar la cali-
dad de estas instituciones y permitirles una segunda 

oportunidad de licenciamiento. Para ello, el Minedu 
conformó una comisión técnica, encargada de super-
visar la ejecución de los planes de emergencia en un 
plazo de 12 meses y antes del cierre definitivo de cada 
universidad. Además, se brindó asistencia técnica a 
las universidades en la elaboración de sus expedien-
tes para una nueva presentación al licenciamiento. 

En 2020, el Minedu implementó la «Estrategia Integral 
de Atención a los Efectos de la Denegatoria de Licen-
cia Institucional» (Resolución Ministerial N.° 126-2020- 
Minedu, 2020) —en adelante, Estrategia Integral— que 
tenía como objetivo apoyar tanto a los estudiantes 
afectados como a aquellos que planeaban ingresar a 
las universidades con licencia denegada. Algunas de 
las principales medidas incluyeron:

	਌ Beca de traslado: entre 2020 y 2021, el Programa 
Nacional de Becas y Crédito Educativo (Pronabec) 
otorgó 4200 becas a estudiantes de universidades 
con licencia denegada. Estas becas cubrían costos 
académicos y complementarios para aquellos con 
buen rendimiento académico y escasos recursos 
que ingresaran a universidades licenciadas.

	਌ Ampliación de vacantes en universidades públi-
cas: se estableció un sistema de financiamiento 
para aumentar el número de vacantes en univer-
sidades licenciadas; especialmente, en regiones 
afectadas por la denegatoria de licencias (Decreto 
de Urgencia N.° 042-2019, 2019) 

En 2020, la Sunedu aprobó el «Reglamento del 
Procedimiento de Licenciamiento para Universi-
dades Nuevas» (Resolución de Consejo Directivo  
N.º 043-2020-Sunedu/CD, 2020), que estableció los 
estándares de calidad que cualquier institución de-
bía cumplir para ingresar al sistema universitario. Con 
este reglamento, el proceso de licenciamiento se re-
dujo a 2 etapas (figura 19): i) instrucción del procedi-
miento: evaluación preliminar en un plazo de 90 días 
hábiles; y ii) etapa resolutiva: decisión final en un plazo 
de 30 días hábiles. Además, se modificaron las CBC, 
con un mayor énfasis en transparencia, gobierno ins-
titucional y sostenibilidad financiera. Mientras que el 
modelo anterior se centraba en aspectos operativos 
y recursos físicos, el nuevo enfoque priorizaba los re-
sultados de la oferta académica y la responsabilidad 
social universitaria. Como resultado de este cambio en 
el marco normativo, el Minedu adaptó los planes de 
emergencia para las universidades públicas con licencia 
denegada. Estas instituciones tuvieron la posibilidad de 
volver a postular bajo las nuevas condiciones. Fue así 

13 El plazo inicial fue de 2 años, ampliado en 2020 por 3 años adicionales mediante Resolución del Consejo Directivo N.° 044‑2020‑ 
    Sunedu/CD (2020) para las universidades que cumplieran las obligaciones y lo solicitaran. En 2022, la Resolución del Consejo Directivo  	
    N.° 030‑2022‑Sunedu/CD (2020) otorgó una ampliación extraordinaria de un año a aquellas cuyo plazo de cese ya había vencido y no 	
    accedieron a la ampliación de 2020.
14 El reglamento fue aprobado por la Resolución del Consejo Directivo N.° 111-2018-Sunedu/CD el 10 de septiembre de 2018. La primera 	
    denegatoria de licencia se dio con la Resolución de Consejo Directivo N.° 141-2018-Sunedu/CD, publicada el 16 de octubre de 2018.
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como las 3 universidades públicas con licencia dene-
gada inicialmente lograron su licenciamiento15.

Impacto del licenciamiento y lecciones aprendidas

El licenciamiento transformó el sistema universitario 
peruano al retirar del mercado a aquellas institucio-
nes que no cumplían con estándares mínimos de ca-
lidad. Sin embargo, el diseño del proceso implicó que, 
mientras la Sunedu asumió el liderazgo en la evalua-
ción de universidades entre 2015 y 2018, el Minedu 
tuvo que intervenir para financiar la mejora de las uni-
versidades públicas y mitigar los efectos del licencia-
miento en los estudiantes. Como parte de la Estrategia 
Integral, se promovieron convenios entre universida-
des licenciadas y aquellas con licencia denegada para 
facilitar el traslado de estudiantes. Sin embargo, el pro-
ceso enfrentó obstáculos, pues muchas universidades 
denegadas tuvieron dificultades para entregar docu-
mentos clave a los estudiantes interesados en trasla-
darse. Para 2023, de los 234 060 estudiantes afectados 
por la denegatoria de licencia, el 81 % (189 402) había en-
contrado una alternativa de continuidad académica16: 
18 % continuó en su universidad de origen, 25 % se tras-
ladó a universidades licenciadas y 37% egresó antes del 
cierre de su universidad. Sin embargo, la mayoría de 
estos traslados estuvieron orientados a universidades 
de bajo costo con algunas características similares a las 
que habían perdido su licencia.

El licenciamiento institucional fue concebido como 
la primera fase de una reforma más amplia. Según el 
modelo original de la Sunedu, el siguiente paso de-
bía ser el licenciamiento de programas académicos y, 
posteriormente, la renovación de licencias institucio-
nales (Resolución del Consejo Directivo N.° 006-2015- 
Sunedu/CD, 2015). En 2019, se aprobó el Modelo de  
Licenciamiento de Programas de Medicina (Resolu-
ción del Consejo Directivo N.° 097-2019, 2019), logran-
do licenciar 10 programas. En 2022, por su parte, se 
aprobó el Modelo de Licenciamiento de Programas 
de Educación17. Sin embargo, esta fase se vio inte-
rrumpida por la promulgación de la Ley N.° 31520 en 
2022, que modificó la estructura de supervisión esta-
blecida por la Sunedu. 

ࣈ	 Tercera etapa: cambios recientes en la Sunedu
En 2022, la Ley N.° 31520 modificó el artículo 15 de la 
Ley Universitaria de 2014, impactando en el proceso 
de reforma de la calidad (box 3). Por ejemplo, eliminó 
la competencia de la Sunedu para aprobar o denegar 
el licenciamiento de programas académicos, con lo 
que el proceso de licenciamiento de programas fue 
suspendido. 

En 2021, la Sunedu había aprobado el «Modelo de Reno-
vación de Licencia Institucional» (Resolución de Consejo 
Directivo N.° 091-2021, 2021), cuyo propósito era fo-
mentar la mejora continua de la calidad educativa en 
las universidades licenciadas. Este modelo introducía 
CBC con mayores exigencias para elevar los estánda-
res de calidad de las universidades y acercarlas a ni-
veles de excelencia. Sin embargo, la Ley N.° 32105 de 
2024 introdujo 2 cambios significativos en la regula-
ción de la educación superior en Perú:

a) Licenciamiento institucional permanente, elimi-
nando la necesidad de renovaciones periódicas 

Con el afán de garantizar el mantenimiento de las 
CBC, la ley estableció mecanismos de supervisión y 
fiscalización, incluyendo:

	਌ Plataforma de monitoreo y evaluación: un siste-
ma digital que permite supervisar a las universida-
des mediante indicadores de calidad educativa y 
uso de recursos públicos.

	਌ Auditorías públicas internas y externas: evaluacio-
nes cada 3 años para verificar el cumplimiento de las 
CBC y la transparencia en el manejo de fondos.

	਌ Sistema de alerta temprana: mecanismo para 
identificar posibles incumplimientos y activar in-
tervenciones oportunas de la Sunedu.

	਌ Informe anual de cumplimiento: documento que 
cada universidad debe presentar, detallando el 
cumplimiento de las CBC y el uso de recursos.

	਌ Sanciones y correctivos: régimen de sanciones 
para universidades que incumplan las normas 
establecidas.

b) Autorización para educación 100 % virtual, bajo 
ciertos procedimientos de control y supervisión

La ley permite ofrecer programas con componen-
tes a distancia y presenciales, siempre que se sigan 
procedimientos específicos y se obtenga la autori-
zación de la Sunedu. Para garantizar la calidad de 
esta modalidad, se establecieron requisitos:

	਌ Plataforma de gestión académica virtual: espa-
cios digitales que faciliten la interacción entre do-
centes y estudiantes, con herramientas de segui-
miento y evaluación.

	਌ Estándares de calidad para TIC: normas que ase-
guren la efectividad y accesibilidad de las tecnolo-
gías utilizadas en la educación virtual.

	਌ Capacitación continua: programas de formación 
docente en herramientas tecnológicas y metodo-
logías pedagógicas para entornos virtuales.

15 La Universidad Nacional San Luis Gonzaga de Ica fue la primera en obtener su licenciamiento en 2022, seguida por la Universidad 	    	
    Nacional Pedro Ruiz Gallo y la Universidad Nacional Ciro Alegría en 2023.
16 De acuerdo con lo presentado por la Dirección de Supervisión de la Sunedu en la Centésima Trigésima Segunda Sesión Ordinaria del 	
    Consejo Nacional de Protección al Consumidor del 22 de febrero de 2023.
17 Fue aprobado a través de la Resolución del Consejo Directivo N° 142-2022-Sunedu/CD (2022), pero no fue implementado.
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	਌ Evaluación de satisfacción: encuestas periódicas 
a estudiantes y docentes para medir la calidad y 
efectividad de la educación a distancia, con meca-
nismos de mejora.

La ley permite carreras con créditos 100 % virtuales, pero 
exige que se utilicen TIC certificadas. Además, reconoce 
que algunas profesiones requieren componentes pre-
senciales, por lo que limita la posibilidad de formación 
completamente en línea en algunos casos. Con estas 
modificaciones, el sistema universitario peruano entra 
en una nueva etapa de regulación, en la que el licencia-
miento ya no se renueva periódicamente, pero debe es-
tar sujeto a fiscalización continua. Asimismo, la educación 
virtual se amplía como una opción viable, aunque con 
restricciones en función de la naturaleza de cada carrera.

El licenciamiento de universidades marcó un antes y 
un después en la regulación de la educación superior 
en Perú. Si bien logró fortalecer los estándares de ca-
lidad, su implementación dejó desafíos pendientes; 
especialmente, en la regulación de programas acadé-
micos y en la garantía de acceso equitativo a educa-
ción de calidad para todos los estudiantes.

B. Licenciamiento de institutos tecnológicos y pe-
dagógicos
El aseguramiento de la calidad en estas alternativas 
formativas está regulado por la Ley N.° 30512 de 2016, 
Ley de Institutos y Escuelas de Educación Superior y 
de la Carrera Pública de sus Docentes. Esta norma es-
tablece el licenciamiento institucional como un me-
canismo de control de calidad y autorización de fun-

cionamiento para todas las instituciones públicas y 
privadas, así como para sus programas y filiales. Dicho 
proceso se fundamenta en el cumplimiento de CBC, 
garantizando estándares mínimos para la prestación 
del servicio educativo.

La vigencia del licenciamiento es de 6 años, con la 
posibilidad de renovación. Tanto las IES como las EES 
deben presentar su solicitud de licenciamiento ante  
el Minedu, junto con la documentación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos establecidos. Este pro-
ceso implica la verificación de las CBC en las siguien-
tes áreas (Ley N.° 30512, 2016, art. 25):

	਌ Gestión institucional: demostrar solidez organi-
zativa y coherencia en su estructura.

	਌ Gestión académica y programas de estudio: ser 
pertinentes y estar alineados con las normativas 
del Minedu.

	਌ Infraestructura y recursos: contar con instalacio-
nes, equipamiento y materiales adecuados para 
el aprendizaje.

	਌ Docentes calificados: garantizar la disponibilidad 
de personal docente suficiente y capacitado, ase-
gurando que al menos el 20 % de los profesores 
trabajen a tiempo completo.

	਌ Sostenibilidad económica y financiera: contar 
con un plan financiero acorde con sus objetivos 
institucionales.

Además, dependiendo del tipo de institución, existen 
requisitos específicos adicionales18, como se aprecia 
en la figura 7.

Figura 7. Requisitos para el licenciamiento de institutos y escuelas de educación 
superior, por alternativa formativa

Fuente: elaboración propia.

Institutos de educación 
superior

EES técnicas EES pedagógicas

	• Propuesta pedagógica que incluya el 
plan y las modalidades de estudios, los 
enfoques de formación y otros ejes re-
feridos al régimen académico.

	• Acreditación de disponibilidad de pla-
taformas virtuales o entornos educati-
vos tecnológicos.

	• Convenios y/o alianzas estratégicas 
para la inserción laboral.

	• Plan de desarrollo de la Unidad de Investi-
gación e Innovación o sus homólogos.

	• Propuesta pedagógica que evidencie la 
especialización en una familia productiva 
coherente a las características regionales o 
macrorregionales.

	• Líneas y proyectos de investigación aplica-
da e innovación.

	• Acreditación de disponibilidad de servicios 
complementarios al estudiante.

	• Acreditación de disponibilidad de docentes 
especializados.

	• Convenios y/o alianzas estratégicas para la 
inserción laboral.

	• Proyecto curricular institucional.
	• Plan de desarrollo del área de investigación.
	• Proyección de docentes a tiempo completo.
	• Mecanismos de atención y sistema de eva-
luación y seguimiento académico. 

	• Convenios institucionales para prácticas 
preprofesionales.

	• Perfil del egresado.
	• Plan de seguimiento al egresado.

18 Artículo 59 del Reglamento de la Ley N.° 30512 (2016), aprobado a través del Decreto Supremo N.° 010-2017-Minedu (2017).
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El Minedu intentó llevar adelante los procesos de 
fomento y control, pero enfrentó diversos obstácu-
los debido a limitaciones operativas y a la falta de 
respaldo político. Muestra de ello es que el licencia-
miento de institutos y escuelas pedagógicas y tecno-
lógicas inició en 2018 pero fue suspendido en 2020 
debido a cambios en el marco legal que recién se 
complementaron en 202219. 

A 2024, solo el 12 % de estas instituciones ha obtenido 
su licenciamiento (97 tecnológicas y 37 pedagógicas), 
una cifra que enciende las alarmas respecto a la ido-
neidad del proceso que actualmente lidera el Mine-
du. A ello se suma que durante 2 años los institutos y 
las escuelas no pudieron modificar sus licencias para 
crear nuevos programas académicos. Además, más 
de 800 instituciones interesadas en iniciar el proceso 
de licenciamiento no pudieron hacerlo debido a los 
retrasos en el procedimiento administrativo.

El licenciamiento en la educación superior tecnoló-
gica y pedagógica ha sido poco efectiva en compa-
ración con el licenciamiento en la educación univer-
sitaria. Mientras que la reforma universitaria incluyó 
la creación de la Sunedu como entidad responsable 
del licenciamiento, estableciendo criterios y meca-
nismos de supervisión claros, el Minedu no ha lo-
grado implementar un sistema sólido de control de 
calidad en la educación tecnológica y pedagógica. 
La Ley N.° 30512 convirtió al Minedu en un actor hí-
brido, que intenta controlar y fomentar la calidad de 
forma simultánea.

Creación de Educatec y su falta de implementación

La Ley N.° 30512 estableció la creación de Educatec, 
adscrito al Minedu. Esta institución debía encargarse 
de la gestión, la planificación, el monitoreo y la super-
visión de la educación superior tecnológica, con auto-
nomía funcional, económica y administrativa. Según 
la ley, su objetivo era garantizar la calidad y pertinen-
cia de la formación, fortaleciendo el capital humano y 
la competitividad a nivel regional y global. Entre sus 
funciones, Educatec debía:

	• Coordinar con los gobiernos regionales para eva-
luar y reorganizar instituciones y programas edu-
cativos mediante fusiones, cierres o modificaciones.

	• Asignar plazas para personal administrativo y docente.
	• Promover la capacitación docente y la carrera pú-
blica docente.

	• Gestionar la asignación y supervisión de recursos 
públicos.

	• Solicitar el licenciamiento de instituciones.

A pesar de que la ley estableció un plazo máximo de 
90 días para su implementación, Educatec nunca se 
puso en marcha. Tampoco se realizó la transferencia 
de recursos humanos desde el Minedu y los gobier-
nos regionales hacia este organismo.

Optimización de la educación superior tecnológica

La Ley N.° 30512 establece un proceso de optimización 
de la oferta educativa en la educación superior tec-
nológica pública. Esto implica la reorganización, la fu-
sión, el cierre o la creación de institutos y programas, 
basándose en criterios de pertinencia. El proceso está 
regulado por una norma técnica aprobada en 201920. 
Según dicha norma, los gobiernos regionales, en 
coordinación con el Minedu, deben seguir 4 etapas 
para optimizar la oferta educativa: i) diagnóstico de la 
oferta educativa, ii) análisis de resultados y toma de 
decisiones, iii) planificación y programación de cam-
bios, y iv) implementación y monitoreo.

Inicialmente, este proceso debía contar con el apoyo 
de Educatec, aunque nunca llegó a implementar-
se. Ante tal situación, la norma se modificó en 2022 
(Resolución Viceministerial N.° 098-2022-Minedu, 
2022), reasignando la responsabilidad de creación 
y reorganización de institutos y escuelas a los go-
biernos regionales. La optimización comenzó con la 
elaboración de diagnósticos a nivel regional, lo que 
permitió la aprobación de planes en varias regiones. 
Sin embargo, hasta la fecha no se han registrado re-
sultados concretos, debido a la complejidad política 
del proceso y la capacidad limitada del Minedu para 
impulsarlo junto con el licenciamiento.

Un factor crítico es la percepción negativa del pro-
ceso de optimización por parte de los gobiernos re-
gionales. Muchas autoridades consideran que esta 
iniciativa busca reducir el número de instituciones 
y, con ello, disminuir los recursos que reciben. Como 
resultado, existe poca voluntad para asignar tiem-
po y presupuesto a la implementación de estos pla-
nes. Para superar esta barrera, es necesario que el 
Minedu brinde acompañamiento y apoyo técnico a 
los gobiernos regionales, facilitando la asignación 
de recursos para la mejora de los institutos tecno-
lógicos y pedagógicos.

19 El Decreto de Urgencia N.° 017-2020 (2020) modificó la Ley de Institutos y, con ello, las CBC, lo que implicó la modificación de su reglamento 
  en 2022 (mediante Decreto Supremo N.° 016-2021-Minedu [2021]) y las resoluciones del proceso de licenciamiento (mediante 
    Resolución Viceministerial N.° 103-2022-Minedu [2022] y Resolución Viceministerial N.° 097-2022-Minedu [2022]) para institutos y escuelas 	
    superiores pedagógicas y tecnológicas.
20 «Disposiciones que definen, estructuran y organizan el proceso de optimización de la oferta educativa de la Educación Superior Tecnológica 
    Pública», según la Resolución Viceministerial N.° 064-2019-Minedu (2019).
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C. Licenciamiento de los Cetpro
Los Cetpro están regulados por la Ley General de 
Educación y su modificatoria por Decreto Legislativo  
N.° 1375. En esta normativa, se establece el marco para 
su licenciamiento, con las siguientes características:  
i) el licenciamiento institucional tiene una vigencia de 5 
años y es otorgado por las DRE, ii) las CBC son deter-
minadas por el Minedu, y iii) en el caso de los Cetpro 
públicos, el licenciamiento se otorga en el mismo acto 
resolutivo que autoriza su creación.

Sin embargo, el Minedu aún no ha elaborado una norma 
técnica que defina el procedimiento del licenciamiento 
para los Cetpro. Como resultado, el proceso todavía no ha 
iniciado. Esto tiene 2 implicancias: por un lado, dado que 
la creación de nuevos Cetpro desde el sector público está 
atada al licenciamiento, no ha sido posible crear nuevos 
Cetpro al no tener dicho proceso definido; por otro lado, 
tampoco es posible modificar la oferta de programas for-
mativos ya existentes, lo que pone en riesgo la capacidad 
de reacción de estos centros frente a eventuales deman-
das del sector productivo en el que se circunscriben.

2.1.2. Fomento de la calidad
El fomento de la calidad de las instituciones de ESTP ha 
estado históricamente patrocinado mayormente por el 
Minedu, en todas las alternativas formativas existentes. 

A. Educación universitaria
El Minedu ha desempeñado un papel fundamental 
en la promoción de la calidad educativa, asumiendo 
el liderazgo en la implementación de políticas y accio-
nes para fortalecer el servicio educativo en las univer-
sidades públicas. Entre 2016 y 2022, el Minedu brindó 
acompañamiento técnico a las universidades públi-
cas con licencia denegada para que implementaran 
planes de emergencia, permitiéndoles cumplir con 
las CBC y obtener el licenciamiento en una segun-
da presentación. Durante este periodo, se invirtieron 
aproximadamente 1127 millones de soles (alrededor 
de USD 296 millones) en mejorar la calidad educativa 
en las universidades públicas.

Entre las principales acciones financiadas, se en-
cuentran:

	• Bono para el docente investigador: creado en el 
artículo 86 de la Ley Universitaria de 2014, este incen-
tivo buscaba fomentar la investigación en universi-
dades públicas. Entre 2017 y 2022, se destinaron 128 
millones de soles (alrededor de USD 34.5 millones).

	• Mecanismo de financiamiento por incentivos: 
basado en la Primera Disposición Complementaria 
Final de la Ley Universitaria, permitió que las univer-
sidades públicas accedieran a 650 millones de so-
les (alrededor de USD 175 millones) adicionales a su 
presupuesto para fortalecer su calidad educativa y 
cumplir con los requisitos del modelo de licencia-
miento de la Sunedu.

	• Incrementos salariales para docentes: entre 2017 
y 2018, la brecha salarial entre docentes universita-
rios y otros profesionales con perfiles similares en 
el sector público y privado se redujo a partir de una 
inversión de 338 millones de soles (alrededor de 
USD 91 millones).

	• Financiamiento externo: a través de programas de 
financiamiento del BID (PMESUT y PMESTP), ejecu-
tados por el Minedu, se aporta al fortalecimiento de 
la gestión administrativa y académica de las insti-
tuciones, y a la dotación directa de infraestructura 
y equipamiento de instituciones, así como al forta-
lecimiento de roles del Minedu para la rectoría de la 
educación universitaria.

B. Educación superior tecnológica, pedagógica y 
técnico-productiva
El impulso de la calidad en las instituciones de edu-
cación superior tecnológica, pedagógica y en los  
Cetpro es responsabilidad tanto del Minedu como de 
las DRE, que dependen de los gobiernos regionales, 
que tienen competencia sobre la educación en sus 
respectivas jurisdicciones. Desde el Gobierno nacio-
nal, los esfuerzos de mejora han estado principal-
mente dirigidos a la educación universitaria, aunque 
se han implementado algunas acciones clave para 
fortalecer la calidad de la educación superior tecno-
lógica y pedagógica, entre ellas:

	• La promulgación de la Ley N.° 30512 en 2016 y la 
aprobación de su reglamento en 2017: esta nor-
mativa establece las CBC y define las entidades res-
ponsables de su aseguramiento. 

	• Proyecto de inversión pública Apoyo a la Forma-
ción Profesional para la Inserción Laboral en Perú 
(Aprolab II): inició en 2008 con financiamiento del 
Gobierno de Canadá y ha brindado apoyo a la forma-
ción profesional a través de capacitaciones y la entre-
ga de equipos a Cetpro e institutos tecnológicos.

	• Financiamiento externo: a través de recursos del 
BID (PMESUT y PMESTP), se aporta al fortalecimien-
to de la gestión administrativa y académica de las 
instituciones, a la dotación de infraestructura y equi-
pamiento de instituciones de educación tecnológi-
ca, y al fortalecimiento de capacidades de las depen-
dencias del Minedu responsables de la educación 
pedagógica, tecnológica y técnico-productiva.

Financiamiento y control de calidad

La PNESTP establece la necesidad de fortalecer la ca-
lidad de las instituciones de ESTP en el ejercicio de su 
autonomía, pero la falta de información sobre indica-
dores clave (Minedu, 2022a) evidencia deficiencias en 
la implementación de esta medida. Uno de los principa-
les obstáculos en el fomento de la calidad es la insuficien-
te asignación de recursos. La asignación presupuestaria 
entre 2017 y 2022 muestra una marcada diferencia 
en los recursos destinados a la calidad de las insti-
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21 A partir de información del SIAF del MEF.
22 A partir de información de Escale 2024 (185 pedagógicos, 768 tecnológicos y 33 artísticos).
23 La primera mención a un sistema nacional con funciones de acreditación, evaluación y certificación se realiza en 2003, mediante el 	
   artículo 14 de la Ley General de Educación.

tuciones de ESTP en comparación con los de la edu-
cación universitaria21:

	• Sunedu: encargada del licenciamiento y supervi-
sión de 145 universidades, recibió en promedio 60 
millones de soles anuales (USD 15.7 millones) para 
gastos de personal.

	• Minedu: responsable de 986 instituciones22 de edu-
cación superior tecnológica y pedagógica, solo contó 
con 26.2 millones de soles en 2022 (USD 6.6 millo-
nes), menos de la mitad del presupuesto promedio 
anual de la Sunedu, que también debía cubrir po-
líticas académicas, asistencia técnica y otras accio-
nes de mejora.

	• Desde 2016, una de las principales estrategias para 
fomento de la calidad es el mecanismo «com-
promisos de desempeño», que otorga incentivos  
financieros a las instituciones que cumplen con 
ciertos estándares de calidad y gestión. A partir de 
2017, este mecanismo se extendió a las escuelas 

2.1.3. Garantía de calidad 
El Sineace es una institución clave en el aseguramien-
to de la calidad de la educación secundaria, técnica, 
tecnológica y universitaria. Su función principal es la 
acreditación, lo que lo convierte en un pilar fundamen-
tal para establecer y consolidar estándares de calidad 
en el sistema educativo. Sin embargo, no ha logrado 
consolidarse desde su creación. Esto se debe a diver-
sos factores; entre ellos, problemas normativos en su 
estructura organizacional, falta de voluntad política y 
ausencia de consenso entre los actores del sector edu-
cativo sobre la visión a futuro de la educación en el país. 
A lo largo de su evolución, el Sineace ha atravesado 3 
etapas institucionales, marcadas por hitos normativos 
que han definido su desarrollo y sus desafíos (figura 8).

ࣈ	 Primera etapa: creación del Sineace
Los procesos de aseguramiento de la calidad de la 
educación superior en Perú iniciaron en 200623, con 
la Ley N.° 28740 (2006) que crea el Sineace como 

superiores de formación artística (ESFA), pero solo 
a aquellas ubicadas en Lima Metropolitana.

	• Gobiernos regionales: el presupuesto asignado a 
la función educativa fue de 20,596 millones de soles 
en 2023 (USD 5578 millones). De este total, el 84 % 
se destinó a educación básica y el 4 % se dirigió 
a la educación superior tecnológica, pedagógica 
y artística. Esta disparidad refleja la diferencia en 
la cantidad de estudiantes atendidos en cada ni-
vel, pero también demuestra la baja prioridad que 
las DRE otorgan a la planificación estratégica de 
la educación superior tecnológica y pedagógica.

Otro reto es la limitada capacidad operativa de las 
DRE, responsables de múltiples modalidades educa-
tivas y de implementar planes de optimización regio-
nales, y con muchas dificultades para llevarlos a cabo. 

responsable de la acreditación a instituciones edu-
cativas, áreas, programas y carreras profesionales. Esta 
ley instaura el primer proceso de aseguramiento de la 
calidad, relacionado directamente a la garantía de la ca-
lidad. A pesar de su rol central en el aseguramiento de 
la calidad, los resultados del Sineace han sido limitados. 
Entre 2012 y 2014, el sistema reconoció 63 acredita-
ciones nacionales (principalmente, en programas 
académicos) y 5 acreditaciones internacionales, sin 
denegatorias de acreditación en dicho periodo. Ade-
más, sus funciones de supervisión y fiscalización fue-
ron insuficientemente desarrolladas, lo que afectó la 
efectividad del sistema.

A esto se suma el desfase normativo de carácter orga-
nizacional en el que cae el Sineace tras la aprobación 
de la Ley N.° 29158 de 2007, Ley Orgánica del Poder 

Figura 8. Línea de tiempo de las etapas que ha atravesado del Sineace

Fuente: elaboración propia.

Primera etapa Segunda etapa Tercera etapa

	• 2006: Creación del Sineace.
	• 2010: Aprobación de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo 
(LOPE).

	• 2014: Promulgación de la  
Ley Universitaria.

	• 2020: Nueva estructura 
funcional del Sineace.

	• 2022: Modificación a la  
Ley Universitaria.
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Ejecutivo (LOPE), pues no cumple con las caracte-
rísticas24 que la LOPE otorga a los sistemas, ni a las 
entidades del Poder Ejecutivo. Por ello, surge la ne-
cesidad de reorganizar el Sineace para alinearlo a la 
vigente estructura y organización del Estado. En el 
mismo año, el Tribunal Constitucional emitió una 
sentencia que destacó la importancia de reformar la 
educación superior universitaria y fortalecer los pro-
cesos de evaluación de calidad. En su fallo, el Tribunal 
subrayó la necesidad de establecer una ruta clara de 
aseguramiento de la calidad, con niveles de intensi-
dad diferenciados, de manera que las instituciones 
educativas pudieran avanzar progresivamente en el 
cumplimiento de estándares. 

ࣈ	 Segunda etapa: la reforma de 2014 y el intento 
de reorganización del Sineace
Con la promulgación de la Ley Universitaria de 2014 
se dieron cambios fundamentales en el sistema 
de aseguramiento de la calidad educativa en Perú. 
La creación de la Sunedu y la exigencia del licen-
ciamiento universitario como requisito para el fun-
cionamiento de las universidades representaron un 
nuevo enfoque en la verificación de estándares mí-
nimos de calidad. La Ley Universitaria declaró en re-
organización al Sineace, derogó gran parte de la Ley 
N.° 28740 (2006)25 y estableció la conformación de 
un Consejo Directivo Ad Hoc (Resolución Ministerial 
N.° 396-2014-Minedu, 2014), de carácter temporal, 
en 2014, para ejercer las funciones necesarias para la 
continuidad de la entidad hasta la aprobación de su 
reorganización. Sin embargo, esta reorganización 
nunca se concretó, lo que generó incertidumbre so-
bre el rol y el futuro del Sineace. En cumplimiento 
de la Ley Universitaria, entre 2015 y 2018, el Minedu 
impulsó diversos intentos para aprobar una nueva 
ley que reorganizara el Sineace, todos infructuosos.

Entre los principales proyectos presentados destacan:

	਌ El Proyecto de Ley N.° 4534/2014-PE (2014) presen-
tado por el Minedu para crear un nuevo ente acre-
ditador denominado Consejo Peruano de Acredi-
tación de la Educación Superior (Copaes). 

	਌ La creación de una comisión sectorial en el Mi-
nedu en 2018 para elaborar un proyecto de ley 
que implemente y regule los procesos de acre-
ditación de la calidad (Resolución Ministerial N.° 
018-2018-Minedu, 2018).

	਌ La creación de una nueva comisión sectorial, tam-
bién en 2018, por una nueva gestión del Minedu, 
para elaborar un proyecto de ley de reforma del Si-
neace que cree un organismo técnico especializado 
denominado Consejo Nacional de Evaluación, 

24 Dado que la norma que regula al Sineace fue aprobada antes del proceso de modernización de la gestión pública, existen incompa	
    tibilidades. Por ejemplo, la Ley N.° 28740 lo define como un organismo público descentralizado y, bajo esa figura, como sistema funcio	
    nal. Sin embargo, la Secretaría de Gestión Pública de la PCM indica que, por sus características, es un sistema sectorial de educación.
25 El capítulo II del título I, a excepción del numeral 8.3 del artículo 8, y los títulos II, III, IV y V de la Ley N.° 28740.

Acreditación y Certificación de la Calidad Educa-
tiva (Conaced) (Resolución Ministerial N.° 121-2018- 
Minedu, 2018).

	਌ El Proyecto de Ley N.° 7889/2020/CR planteado 
por el Congreso en 2020 para la creación, nueva-
mente, del Copaes.

Estos intentos reflejan la falta de consenso y coordi-
nación en el sistema educativo respecto a la función 
de un organismo acreditador. Entre los principales 
puntos de debate, se encontraban la eliminación de 
evaluadoras externas privadas y la pertinencia de la 
acreditación en la educación básica.

Consejo Directivo Ad Hoc

El Consejo Directivo Ad Hoc del Sineace debía operar 
por 90 días mientras se elaboraba una nueva ley de 
reorganización del Sineace. No obstante, la reforma 
nunca se concretó y el Consejo siguió funcionando 
por más de 7 años, hasta la aprobación de la Ley N.° 
31520 en 2022. Durante este periodo, el Sineace con-
tinuó con los procesos de acreditación en curso e im-
pulsó nuevas iniciativas, a pesar de su incertidumbre 
institucional.

Algunos de los principales avances y desafíos fueron:

a) Implementación del sistema de acreditación
	਌ Recepción y evaluación de expedientes de acre-

ditación.
	਌ Autorización de entidades evaluadoras externas.
	਌ Desarrollo de modelos de acreditación institucio-

nal y de programas para universidades e institutos.
	਌ Implementación de procesos de supervisión y fis-

calización de acreditaciones.

b) Acciones de fomento de la calidad
	਌ Ejecución del Proyecto de Mejoramiento de la Cali-

dad de la Educación Superior (Procalidad, 2013-2018).
	਌ Realización de estudios sobre aseguramiento de 

la calidad.
	਌ Financiamiento de iniciativas para fortalecer uni-

versidades e institutos.

c) Certificación de competencias laborales y profe-
sionales
	਌ Existencia de un conflicto de competencias con el 

MTPE sobre la certificación de competencias la-
borales.

	਌ En 2022, se resolvió que el Sineace se encargaría 
exclusivamente de la certificación de competen-
cias profesionales, mientras que el MTPE asumiría 
la certificación de competencias laborales.
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ࣈ	 Tercera etapa: modificación a la Ley Universitaria 
en 2022 y restitución del Sineace
La Ley N.° 31520 de 2022 restableció la vigencia total  
de la Ley N.° 28740 de 2006, lo que implicó la restitución 
de la estructura original del Sineace. Sin embargo, esta 
restauración no consideró los cambios normativos y 
estructurales ocurridos en los últimos años, como la 
Ley Universitaria de 2014, el licenciamiento universi-
tario y la reorganización del Estado peruano según la 
LOPE. Como resultado, el Sineace quedó nuevamente 
en un escenario de incertidumbre institucional, pues 
su estructura original responde a un contexto norma-
tivo y educativo que evolucionó considerablemente 
en los últimos años. Ante la necesidad de aplicar la 
restitución del Sineace sin contar con un marco claro 
de implementación, el Minedu optó por una solución 
transitoria basada en: 
 

	਌ La instalación de un consejo transitorio, encarga-
do de gestionar la acreditación, la certificación de 
entidades evaluadoras y otros procesos adminis-
trativos hasta que se restablezca completamente 
el modelo de 2006.

	਌ El desarrollo de un plan de implementación, cuyo 
objetivo es resolver progresivamente los proble-
mas organizacionales y jurídicos derivados de la 
restitución del Sineace.

Este plan de implementación fue observado por la 
Secretaría de Gestión Pública de la PCM (Informe N.° 
D000663-2023-PCM-SSAP, 2023), debido a incon-
sistencias en la alineación del Sineace con la LOPE. 
A pesar de estas observaciones, el Consejo Superior 
del Sineace (Cosusineace) se oficializó en 2024 y se 
aprobó un nuevo organigrama bajo el concepto de 
«estructura funcional transitoria» (Resolución de Pre-
sidencia N.° 003-2024-Sineace/Cosusineace-P, 2024). 
La restitución del Cosusineace y de los órganos ope-
radores originales (Instituto Peruano de Evaluación, 
Acreditación y Certificación de la Calidad de la Educa-
ción Básica y Técnico-Productiva [Ipeba], Coneaces y 
Coneau) no resuelve los problemas estructurales que 
han afectado al Sineace desde su creación. En algu-
nos aspectos, incluso se retrocede a las preocupacio-
nes planteadas en 2014, debido a que:

	• No se resuelve la adecuación del Sineace a la LOPE, 
manteniendo una estructura organizativa que no 
encaja con la normativa actual del Poder Ejecutivo.

	• Se avanza en un modelo de aseguramiento de 
la calidad desvinculado de la Ley Universitaria y la 
PNESTP. La coexistencia de un sistema de acredita-
ción paralelo al licenciamiento universitario puede 
generar superposición de funciones y confusión en 
la regulación de la calidad educativa.

La legislación mantiene un Sineace sin claridad nor-
mativa ni política, lo que limita su protagonismo en la 
ruta de aseguramiento de la calidad de la educación 

superior peruana. La insistencia en aplicar un marco 
normativo de hace casi 2 décadas, sin adaptarlo a la 
realidad actual del sistema educativo, dificulta su im-
plementación y reduce su impacto en la mejora de la 
calidad educativa.

2.2. Conceptos asociados a la calidad

Las políticas dirigidas a la educación superior y el ase-
guramiento de la calidad incorporan los conceptos de 
«pertinencia» y «optimización», vinculados con una 
visión sistémica de la educación, en la cual se com-
prende que el estudiante se ubica en un espacio geo-
gráfico con características socioculturales y económi-
cas específicas. Ambos conceptos buscan alinear la 
formación profesional con el entorno, garantizando 
tanto el desarrollo personal como la inserción laboral.

	• Pertinencia: se refiere al grado de vinculación entre la 
cantidad, la calidad y las características de los servicios 
educativos que brindan las instituciones, en conjunto 
con las demandas individuales y colectivas del entor-
no sociocultural. De acuerdo con el PMESUT (2022), la 
pertinencia debe abordarse considerando las dimen-
siones de derechos individuales y colectivos, así como 
la relación con los procesos sociales, económicos, ins-
titucionales y culturales que influyen en la acción in-
dividual y colectiva. Además, involucra la satisfacción 
de necesidades de servicios y desarrollo a nivel local y 
regional (Ley N.° 30512, 2016, art. 7).

	• Optimización: de acuerdo con la Ley N.° 30512, la op-
timización implica la reorganización, la fusión, la es-
cisión, el cierre o la creación de instituciones, filiales 
y programas. La PNESTP resalta que este concepto 
implica un enfoque territorial para priorizar la oferta 
educativa, considerando las realidades y necesidades 
regionales, y orienta los esfuerzos a fortalecer las ca-
pacidades de las instituciones para ofrecer programas 
de estudio que respondan a la demanda potencial es-
tudiantil.

El Minedu ha desarrollado metodologías para evaluar 
la pertinencia y optimización de ofertas formativas de 
ESTP en territorio. 

Para el caso de las universidades, PMESUT financió, en 
2019 y 2020, estudios vinculados a la identificación de 
brechas entre la oferta y la demanda de profesionales 
para 15 regiones y 5 sectores productivos. Esto permi-
tió determinar el mismatch existente entre programas 
formativos en las universidades y lo requerido por el 
sector productivo. En 2021, se desarrolló y validó una 
metodología para definir la pertinencia de los pro-
gramas curriculares de educación universitaria. Con 
los cambios normativos vinculados a la autonomía 
universitaria, el Minedu y la Sunedu perdieron com-
petencias sobre el control de la calidad y pertinencia 
de las universidades, y la metodología no fue imple-
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mentada. En 2025, PMESUT inició un apoyo para que 
Minedu pueda recomendar a las universidades una 
metodología de evaluación de la pertinencia de la ofer-
ta e implementar mecanismos de ajuste de la oferta 
universitaria pública.

Para el caso de la educación tecnológica, se dispo-
ne de una metodología de optimización de la educa-
ción tecnológica (Resolución Viceministerial N.° 064- 
2019-Minedu, 2019), que define el mecanismo de me-
dición de brechas entre oferta y demanda formativa 
que justifica el ajuste de la oferta educativa, incluyen-
do cierre de programas e instituciones, de ser nece-
sario. El resultado de esta metodología es el plan de 
optimización de la oferta de educación tecnológica 
en los gobiernos regionales. Todas las regiones del país 
desarrollaron sus planes de optimización, pero el nivel 
de implementación es bajo. Esto se debe principalmen-
te a la alta inversión requerida para ajustar la oferta, así 
como costos políticos asociados al cierre de algunos de 
los programas considerados no pertinentes.

Un avance importante hacia los trabajos de pertinen-
cia y optimización de la oferta de educación superior 
es el MNCP (Minedu, 2022c), impulsado por el Minedu 
desde el PMESUT. El MNCP fue aprobado en 2021 (De-
creto Supremo N.° 012-2021-Minedu, 2021; Resolución 
Ministerial N.° 321-2021-Minedu, 2021), con una comi-

sión nacional multisectorial (Resolución Ministerial N.° 
249-2022-Minedu, 2022) y un mecanismo de represen-
tación sectorial (Resolución Ministerial N.° 393-2025-Mi-
nedu, 2025) que posibilita iniciar las gestiones para el 
poblamiento del MNCP, que iniciará con el sector tu-
rismo en 2026. El MNCP permite clasificar, organizar 
y reconocer las cualificaciones —conocimientos, ha-
bilidades y competencias— que las personas adquie-
ren a lo largo de su vida, tanto en la educación formal 
como en el trabajo y otras experiencias de aprendiza-
je. Su finalidad es articular la educación, la formación 
para el trabajo y el mercado laboral, facilitando la mo-
vilidad educativa y laboral, la pertinencia de la oferta 
formativa, y el aprendizaje a lo largo de la vida. Al orga-
nizar las cualificaciones, el MNCP reconoce y habilita 
diferentes rutas formativas para las personas, además 
de las regulares ya existentes en el sistema educati-
vo. De igual forma, se habilita el reconocimiento de 
aprendizajes previos a través de instrumentos de eva-
luación y mecanismos de certificación de dichas ha-
bilidades, ya indicado en normativa vigente (Decreto 
Legislativo N.° 1705, 2026). La plena implementación 
del MNCP requiere un trabajo de varios años, con in-
versión de recursos e involucramiento del sector pú-
blico (educación, trabajo y otros vinculados a sectores 
productivos) así como del privado organizado. Desde 
el PMESTP, el BID seguirá apoyando el MNCP hasta 
finales de esta década.

FINANCIAMIENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
El financiamiento de la educación superior es un pilar 
fundamental para garantizar el acceso equitativo, la 
permanencia estudiantil y la calidad de la formación 
académica. Los sistemas educativos han desarrollado 
diversos mecanismos para movilizar recursos y res-
ponder a las necesidades de un sector en constante 
expansión, a través del financiamiento estratégico. 
El financiamiento estratégico no se limita a asegurar 
recursos suficientes, sino que busca maximizar el im-
pacto a través de la asignación planificada y sosteni-
ble. Para lograrlo, los modelos de financiamiento pue-
den enfocarse en la oferta o en la demanda. La elección 
de estos mecanismos depende de factores como la ca-
pacidad estatal, la participación del sector privado y las 
condiciones económicas del país. La evidencia mues-
tra que los esquemas de financiamiento estratégico 
deben equilibrar criterios de eficiencia, equidad y sos-
tenibilidad, evitando barreras de acceso y promovien-
do la excelencia académica y la investigación. 

3.1. Mecanismos de financiamiento

El financiamiento de la educación superior ha mostra-
do variaciones a lo largo del tiempo. En particular, el fi-
nanciamiento público ha evidenciado una desacelera-
ción en los últimos años; probablemente, debido a las 

limitaciones fiscales que enfrenta la región, las cuales 
se han visto agravadas por la crisis derivada de la pan-
demia de COVID-19 (García de Fanelli, 2023). Ante este 
panorama, se vuelve imprescindible identificar estrate-
gias de financiamiento que permitan a los países lati-
noamericanos garantizar, de manera eficiente y soste-
nible, el cumplimiento de los objetivos de la educación 
superior. Estos incluyen la ampliación del acceso, la 
mejora en las tasas de graduación, el fortalecimiento 
de la equidad, la pertinencia y la calidad educativa, así 
como el impulso a la investigación y el desarrollo.

3.1.1. Mecanismos para financiar la oferta
Existen 2 enfoques principales para la asignación de 
recursos en la educación superior, los cuales pueden 
combinarse en distintos grados dentro de una estrate-
gia de financiamiento estratégico, a fin de maximizar 
ventajas y contrarrestar sus desventajas (figura 9). El 
primero es el enfoque inercial, que distribuye el pre-
supuesto de manera incremental sin considerar las 
particularidades de cada IES ni los desafíos que en-
frenta (Hearn, 2015). Este modelo destaca por su sim-
plicidad, pero no garantiza que los recursos se utilicen 
estratégicamente para ampliar el acceso o mejorar la 
calidad educativa. El segundo enfoque busca finan-
ciar objetivos de política pública, priorizando el logro 

https://repositorio.minedu.gob.pe/handle/20.500.12799/8454
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Mecanismos de 
financiamiento 
de oferta

Descripción Ventajas Desventajas

Incremental o 
inercial

	• El presupuesto crece o 
decrece a una tasa más o 
menos fija a partir de un 
financiamiento base de 
las IES.

	• Depende de la incidencia 
política de legisladores o 
actores del Poder Ejecutivo 
o gobiernos subnacionales.

	• Es un esquema simple.
	• Necesidad de datos mínima.

	• Vulnerable a intervención política.
	• Puede incrementar disparidades 
entre instituciones.

	• No brinda una orientación 
estratégica del gasto.

Por fórmula

	• El financiamiento se 
basa en una fórmula que 
contempla variables como 
matrícula, características de 
los matriculados, nivel de 
estudios y campo de estu-
dios, entre otros vinculados 
a campos de conocimiento 
o laborales que se desean 
expandir. 

	• Se miden características 
pasadas o actuales de la 
IES. 

	• Vinculado al financiamiento 
base de la IES.

	• Introduce transparencia en 
los criterios para la asignación 
presupuestal.

	• Usualmente establecido 
legalmente, reduciendo 
vulnerabilidad a criterios 
exclusivamente políticos y 
facilitando predictibilidad.
Reconoce diferencias entre 
instituciones educativas.

	• Prioriza objetivos de incremento 
de oferta frente a condiciones de 
calidad.

	• Incorpora mayor rigidez/
inflexibilidad al sistema. 

	• Es más complejo, al requerir 
un sistema de datos vinculado 
con las variables de la fórmula 
correspondiente.

	• Requiere que el porcentaje de 
financiamiento dependiente de la 
fórmula sea suficiente para lograr 
resultados.

Basado en 
desempeño 
o contratos 
o fondos por 
concurso

	• El financiamiento 
responde a variables de 
desempeño actuales o 
esperados de la IES. 

	• Usualmente se otorga 
como financiamiento 
adicional a la institución 
educativa.

	• Cuando se enfoca en 
resultados, permite alinear 
estratégicamente la política 
educativa con intereses de las 
instituciones educativas.

	• Usualmente establecido 
legalmente, reduciendo 
vulnerabilidad a criterios 
exclusivamente políticos y 
facilitando predictibilidad.

	• Dependiendo de los indicadores en 
los que se base, es más complejo 
de medir y requiere alta capacidad 
estatal para el seguimiento.

	• Requiere un monto a financiar 
considerable para incentivar y 
sostener innovaciones y cambios 
organizacionales solicitados.

	• Requiere involucrar al profesorado 
para lograr los cambios deseados. 

	• Requiere especial atención a la 
generación de incentivos perversos 
que lleven a la exclusión de 
estudiantes en condición vulnerable.

	• Requiere credibilidad sobre el 
cumplimiento de la recompensa al 
desempeño por parte del Estado. La 
pérdida o ausencia de credibilidad 
mina el potencial del instrumento.

de resultados concretos. Dentro de este enfoque, exis-
ten 2 esquemas principales:

	• Financiamiento por fórmula: asigna recursos de 
acuerdo con indicadores específicos, como el nú-
mero de estudiantes matriculados, la calidad del 
cuerpo docente, entre otros. Este esquema propor-
ciona a las instituciones una base financiera estable 
y predecible al inicio del periodo presupuestal. Su 
principal ventaja radica en su capacidad para pro-
mover el acceso a la educación superior, al incluir 
variables como la matrícula y la atención a pobla-
ciones vulnerables. Sin embargo, su énfasis en as-
pectos cuantificables puede limitar su impacto en 
la mejora de la calidad educativa.

	• Financiamiento basado en desempeño: asigna re-
cursos en función de metas o resultados previamente 
establecidos (Hearn, 2015). Este esquema no está direc-
tamente vinculado a los insumos o procesos de las ins-
tituciones, lo que permite definir objetivos más amplios, 
como la mejora de la calidad, la empleabilidad de los 
egresados y el impulso a la investigación. Este tipo de 
financiamiento se otorga mediante transferencias con-
dicionadas a fines específicos. Si bien el financiamiento 
basado en desempeño es una herramienta útil para in-
centivar mejoras en la calidad educativa, rara vez cons-
tituye la fuente principal del presupuesto de las IES. En 
la mayoría de los casos, funciona mejor como un com-
plemento a esquemas que cubren costos fijos y opera-
tivos, como el inercial o el de fórmula. 

Figura 9. Mecanismos de financiamiento a la oferta de educación superior

Fuente: elaboración propia con base en Ferreyra (2017), García de Fanelli (2019, 2023), Hearn (2015) y Ward et al. (2020).

Incremental o inercial
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Los mecanismos de financiamiento basados en fór-
mulas o en desempeño presentan una mayor com-
plejidad en su implementación. Esto se debe princi-
palmente a 2 factores:

	• Requerimiento de información confiable y com-
pleta: para diseñar, monitorear y evaluar estos me-
canismos, es fundamental contar con un sistema de 
información sólido, preciso y actualizado que permita 
un seguimiento efectivo de las variables estratégicas 
definidas. En el caso del financiamiento por fórmula 
basado en la matrícula, es crucial disponer de datos 
detallados sobre los costos de atención. En el financia-
miento basado en desempeño u obtenible a través 
de fondos competitivos, resulta esencial identificar el 
nivel de esfuerzo de las IES para asegurar que los re-
cursos asignados permitan cubrir gastos destinados a 
la innovación y mejora institucional.

	• Necesidad de herramientas para la alineación de 
actores: la implementación de un modelo de fi-
nanciamiento por fórmula o basado en desempeño 
requiere estructuras y mecanismos que faciliten el 
alineamiento de todos los actores involucrados. Por 
ejemplo, la transición desde un esquema inercial ha-
cia un modelo basado en fórmula representa un cam-
bio significativo en la asignación de recursos, lo que 
puede generar resistencia de las instituciones debido 
a su impacto en la sostenibilidad financiera y a posi-
bles costos imprevistos a nivel organizacional. Para 
que un sistema de financiamiento por desempeño 
funcione efectivamente, se debe garantizar la dispo-
nibilidad de fondos multianuales; de lo contrario, los 
avances logrados podrían verse afectados.

3.1.2. Mecanismos para financiar la demanda
La OCDE (OECD, 2018) y el Instituto de Estadística de 
la Unesco (IEU) (Unesco Institute of Stadistics, 2011) 
han desarrollado esquemas para clasificar los costos 
que enfrentan los hogares al acceder y mantenerse 
en la educación superior. En términos generales, estos 
costos se dividen en 2 categorías: i) costos directos: 
incluyen los gastos esenciales para acceder al servicio 
educativo, como matrículas y materiales académicos; 
y ii) costos indirectos o complementarios: abarcan 
otros gastos asociados a la permanencia en los estu-
dios, como alimentación, transporte y alojamiento.

El Estado financia los costos directos e indirectos o 
complementarios de los estudiantes a través de 2 
mecanismos principales: i) las becas, otorgadas por 
el Estado para cubrir los costos directos y/o indirectos 
de los estudiantes sin que estos deban reembolsar-
los; ii) los créditos estudiantiles, préstamos que, total 
o parcialmente, deben ser reembolsados al Estado y 
cubren costos directos y/o indirectos. Existe un núme-
ro creciente de estudios sobre el impacto de becas y 
subsidios en el acceso a la educación superior (Card & 
Solis, 2022). Sin embargo, hay menos investigaciones 

que analizan la relación entre los créditos estudianti-
les y la permanencia o culminación de estudios, aun-
que la evidencia sugiere que los créditos estudiantiles 
tienen un efecto significativo en el acceso a la educa-
ción superior. Hay 3 tendencias en cuanto a su diseño:

	• Mayor relevancia en sistemas con financiamiento pri-
vado predominante. Los créditos estudiantiles son 
especialmente útiles en países donde la educación 
superior es financiada mayormente por las familias, 
aunque el reembolso puede ser problemático en eco-
nomías con altos niveles de informalidad laboral (Diris 
& Ooghe, 2018).

	• Preferencia por créditos contingentes al ingreso. En 
este modelo, el pago del crédito no se basa en una 
cuota fija, sino en un porcentaje de los ingresos del 
egresado. Esta modalidad es especialmente benefi-
ciosa en economías con incertidumbre en el mercado 
laboral, ya que ajusta los pagos a la capacidad de pago 
del beneficiario (Barr, 2011; Diris & Ooghe, 2018).

	• Diversidad en la gestión institucional de los créditos. 
La administración de los créditos estudiantiles varía 
entre países. En Chile, por ejemplo, los créditos son 
gestionados por entidades privadas con garantía es-
tatal, mientras que en Colombia y Ecuador la gestión 
está centralizada en entidades públicas (Ferreyra, 2017; 
García de Fanelli, 2019).

La efectividad de los mecanismos de financiamien-
to de la demanda depende en gran medida de su 
diseño e implementación. Existen ciertas caracterís-
ticas clave que favorecen su éxito (Barr, 2011; Herbaut 
& Geven, 2020):

	• Amplitud de la cobertura de gastos: una mayor co-
bertura de los costos educativos y de sostenimiento 
tiene un impacto positivo, tanto en el acceso como 
en la permanencia de los estudiantes. Las becas y los 
créditos pueden cubrir gastos de manera total o par-
cial, pero aquellos esquemas que cubren una mayor 
proporción de costos académicos y no académicos 
tienden a generar mejores resultados en términos de 
inclusión y retención estudiantil.

	• Focalización para reducir desigualdades: dado 
que los recursos disponibles suelen ser limitados, es 
fundamental que los programas de financiamiento 
prioricen a las poblaciones más vulnerables. La focali-
zación en función de criterios socioeconómicos con-
tribuye a reducir el riesgo de ampliar las brechas de 
acceso y permanencia entre estudiantes de diferen-
tes niveles de ingreso. 

	• Complementar el financiamiento con estrategias 
de apoyo académico y orientación: si bien los me-
canismos de financiamiento reducen las barreras eco-
nómicas para acceder a la educación superior, su im-
pacto en la permanencia y culminación de estudios 
puede ser limitado si no se acompañan de estrate-
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gias adicionales. Es crucial implementar programas 
que fortalezcan las habilidades transversales de los 
estudiantes y los preparen para enfrentar con éxito 
las exigencias académicas; especialmente, en po-
blaciones en situación de vulnerabilidad. 

3.2. Financiamiento de la educación superior en 
Chile y Colombia

Los sistemas de financiamiento de la educación su-
perior en Chile y Colombia han evolucionado a lo lar-
go de los años, combinando mecanismos dirigidos 
tanto a la oferta como a la demanda. Ambos países 
han implementado esquemas de créditos, becas y, 
recientemente, políticas de gratuidad, con distintos 
niveles de éxito y desafíos.

3.2.1. Chile
ࣈ	 Financiamiento de la oferta

El esquema de financiamiento de las IESTP en Chile se 
sustenta en el Decreto con Fuerza de Ley N.° 4 de 1981, 
modificado por la Ley N.° 18.768 de 1988 y otras disposi-
ciones posteriores. En este marco, el Estado financia a 
las instituciones a través de 2 mecanismos principales:

	਌ Aporte fiscal directo (AFD): es un mecanismo de 
financiamiento dirigido a las universidades del Con-
sejo de Rectores de Universidades Chilenas (Cruch). 
Su asignación se compone en un 95 % de fondos 
inerciales y un 5 % basado en fórmula, considerando 
criterios como número de estudiantes, programas 
académicos, jornadas a tiempo completo y produc-
ción científica. Las reglas de distribución de estos 
fondos son aprobadas por el Ministerio de Educación 
de Chile (Mineduc) y ratificadas por el Ministerio de 
Hacienda de Chile.

	਌ Aporte fiscal indirecto (AFI): establecido en el ar-
tículo 3 del Decreto con Fuerza de Ley N.° 4, este 
mecanismo asignaba recursos anualmente a to-
das las universidades, institutos profesionales y 
centros de formación técnica reconocidos por el 
Mineduc. La distribución de los fondos se realiza-
ba en función del rendimiento académico de los 
estudiantes, beneficiando a las instituciones que 
matriculaban a los alumnos con los 27 500 mejo-
res puntajes de la Prueba de Acceso a la Educa-
ción Superior (PAES). Sin embargo, este mecanis-
mo dejó de operar en 2018.

Además del AFD y AFI, en las últimas 2 décadas se 
han implementado diversos instrumentos de finan-
ciamiento complementarios26:

	਌ Fondo basal: aportes asignados en una proporción 
variable de forma inercial y el resto enfocado en 
el cumplimiento de determinados indicadores (tipo 

fórmula) vinculados con matrícula, producción cien-
tífica, docentes, carreras de pedagogía, entre otros.

	਌ Fondos a proyectos: similar al anterior en el esque-
ma de asignación de recursos (componente inercial 
y componente por fórmula), pero requieren previa-
mente la firma de un convenio entre el Mineduc y 
las IESTP (universidades, principalmente) asociado a 
un proyecto específico. El proyecto se encuentra vin-
culado con la orientación del instrumento específico, 
pudiendo referir a investigación, desarrollo cultural, 
entre otros.

	਌ Fondos vinculados con planes de mejora: simila-
res a los fondos basales en el esquema de asignación 
de recursos, están sujetos al establecimiento de un 
convenio y plan de trabajo de largo plazo entre el Mi-
neduc y las IESTP (universidades, principalmente). El 
plan de trabajo está orientado normalmente al for-
talecimiento institucional en aspectos como gestión 
institucional, crecimiento de la oferta académica o 
matrícula, fortalecimiento de la investigación e inci-
dencia, fortalecimiento de la calidad académica, vin-
culación con el medio y territorio, etc.

	਌ Fondos concursables: la asignación de recursos res-
ponde a la presentación de proyectos vinculados con 
formación inicial docente, nivelación y acompaña-
miento, vinculación con el medio social y productivo, 
desarrollo curricular e innovación académica, ges-
tión institucional, aseguramiento de la calidad, inno-
vación tecnológica, bienestar estudiantil, entre otros.

El Mineduc dispone de diversos instrumentos de finan-
ciamiento dirigidos a la oferta educativa. Todos estos 
mecanismos incluyen, en mayor o menor medida, un 
componente inercial, complementado por esquemas 
orientados a resultados. Estos últimos pueden imple-
mentarse a través de modelos basados en fórmula o 
mediante el financiamiento de proyectos y planes de 
largo plazo, cuyo objetivo es mejorar la calidad de las IES.

ࣈ	 Financiamiento de la demanda
En Chile, la Comisión Ingresa ha sido la entidad encar-
gada del diseño y la gestión de los esquemas de cré-
dito desde 2005, administrando estos instrumentos 
en colaboración con bancos privados y fondos univer-
sitarios, pero con el respaldo financiero del Estado. El 
sistema de créditos en Chile ha pasado por diversas 
modificaciones desde la creación del Fondo Solidario 
de Créditos Universitarios (FSCU) en 1994, hasta la ex-
pansión del Crédito con Garantía Estatal (CAE) en 2011, 
que amplió su cobertura a una mayor proporción de la 
población27. Estos mecanismos han tenido un impac-
to positivo en el acceso a la educación superior (Card 
& Solis, 2022; Solis, 2017), pero su sostenibilidad ha sido 
objeto de debate. A 2021, la morosidad en el pago de 
los créditos alcanzó un 48 % (Mineduc, 2022), lo que ge-
neró preocupación sobre la viabilidad del modelo.

26 Con base en el Portal Institucional del Ministerio de Educación de Chile. Disponible en: https://dfi.mineduc.cl/
27 Según la cuenta pública de la Comisión Ingresa para el año 2011.

https://dfi.mineduc.cl/ 
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En respuesta a las protestas sociales por los altos cos-
tos educativos, el Gobierno implementó en 2016 la po-
lítica de gratuidad28, que subsidia los aranceles en ins-
tituciones de educación superior tanto públicas como 
privadas para estudiantes de bajos ingresos29 durante 
toda su carrera. En consecuencia, la proporción de 
beneficiarios del CAE proveniente de los dos quinti-
les más bajos de ingreso se redujo del 49.1 % en 2015 
al 16.2 % en 2021. Así, la gratuidad ha reemplazado en 
gran medida el papel de los créditos en el financia-
miento de los estudiantes más vulnerables.

3.2.2. Colombia
ࣈ	 Financiamiento de la oferta

El esquema de financiamiento de la educación supe-
rior universitaria en Colombia se basa en la Ley N.° 30 de 
1992, la cual establece un modelo predominantemen-
te inercial, en el que los aportes deben incrementarse 
anualmente en un 30 % del crecimiento del PIB30. Sin 
embargo, esta norma también otorga al Ministerio de 
Educación de Colombia (MEN) la facultad de definir cri-
terios de asignación de recursos con un enfoque orien-
tado a la mejora de la calidad institucional. Para comple-
mentar este modelo inercial, Colombia ha desarrollado 
mecanismos de financiamiento estratégico que buscan 
fortalecer la calidad y sostenibilidad de las IES.

	਌ Planes de fomento a la calidad (PFC): A través del 
Decreto N.° 1075 de 2015, el MEN estableció los PFC, 
un instrumento dirigido a las IES públicas que permi-
te planificar y financiar inversiones estratégicas en di-
versas áreas. Durante el periodo 2019-2022, las líneas 
de inversión priorizadas fueron: i) bienestar y perma-
nencia estudiantil; ii) fomento a la CTI; iii) desarrollo 
docente; iv) impacto regional de las instituciones;  
v) modificación y actualización de la oferta académi-
ca; y vi) fortalecimiento de los sistemas internos de 
aseguramiento de la calidad (Ministerio de Educa-
ción Nacional de Colombia, 2022). Este mecanismo 
mejoró las condiciones de las IES públicas, aunque 
su alcance aún es limitado en comparación con los 
modelos de financiamiento más diversificados im-
plementados en otros países de la región.

	਌ Acceso a financiamiento para instituciones públi-
cas y privadas: El Gobierno colombiano ha imple-
mentado diversas iniciativas para que las institucio-
nes públicas y privadas accedan a financiamiento en 
condiciones favorables, con el objetivo de mejorar la 
calidad educativa y expandir la cobertura (Arias-Ortiz 
et al., 2021; García de Fanelli, 2023). Estas incluyen:

Fondo de Desarrollo de la Educación Superior 
(Fodesep) – 1992
Creado en el marco de la Ley N.° 30 (1992), este fon-
do se financia con aportes del Gobierno central y 

de las IES afiliadas (tanto públicas como privadas). 
Su propósito principal es financiar proyectos de 
mejora institucional.
Línea de crédito Findeter – 2008
A través del Decreto N.° 3210 (2008), se estableció 
que la Financiera de Desarrollo Territorial (Findeter) 
ofreciera una línea de crédito de segundo piso para 
reducir los costos de financiamiento de las institu-
ciones educativas. Estos créditos están dirigidos a 
proyectos que amplíen la cobertura educativa o 
mejoren las condiciones de calidad. 
Línea de crédito Compromiso Educación Supe-
rior – 2020
Durante la pandemia de COVID-19, Findeter lanzó 
esta iniciativa con un fondo de USD 55 millones, 
destinado al capital de trabajo de universidades 
públicas y privadas. El objetivo era ofrecer facili-
dades financieras a las instituciones para evitar el 
aumento de la deserción estudiantil. Esta línea de 
crédito estuvo vigente hasta el 30 de junio de 2021.

Aunque el MEN ha implementado estrategias como 
los planes de fomento a la calidad y mecanismos de fi-
nanciamiento para las instituciones, aún existe un am-
plio margen para desarrollar nuevos instrumentos que 
fortalezcan el acceso y la calidad educativa. Para ello, el 
país dispone de diversas fuentes de información, como 
el Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior (Snies), el Observatorio Laboral para la Educa-
ción (OLE), el Sistema para la Prevención de la Deserción 
de la Educación Superior (Spadies) y los registros so-
bre producción científica de las IES. El uso efectivo de 
estos sistemas permitiría al Gobierno diseñar políticas 
más eficientes y ajustadas a las necesidades tanto de 
las instituciones como de los estudiantes.

ࣈ	 Financiamiento de la demanda
El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estu-
dios Técnicos en el Exterior (Icetex) ha sido la entidad 
clave en la gestión del financiamiento estudiantil 
desde 1953, posicionando al país como pionero en 
este ámbito, junto con Chile (Salmi, 2020). Desde 
2005, Icetex opera como una entidad financiera con 
patrimonio propio (vinculada al MEN) y administra 
recursos de diversas fuentes para la concesión de cré-
ditos, becas y subsidios. Icetex ha gestionado progra-
mas clave de financiamiento a la demanda, como:

	਌ Ser Pilo Paga (2014-2018): programa de créditos 
condonables que facilitó el acceso de estudiantes de 
alto rendimiento y bajos recursos a universidades pri-
vadas de alta calidad.

	਌ Generación E (2018-2022)31: iniciativa (actualmente 
activa) que reemplazó a Ser Pilo Paga, combinando sub-
sidios y créditos para estudiantes de escasos recursos. 

28 La implementación de la gratuidad inició en 2016 y se formalizó en 2018 con la promulgación de la Ley N.° 21091, sobre Educación Superior.
29 Actualmente, se considera a estudiantes de hogares hasta el percentil 60 de ingresos.
30 Durante 2024, se ha discutido una modificación a los artículos 86 y 87 de la ley de 1992, que hacen referencia al financiamiento de las 	
    universidades públicas. Por tanto, es posible que este esquema sufra modificaciones.



32

	਌ Política de Gratuidad (2023)32: introducida en di-
ciembre de 2023, exonera del pago de matrícula a 
estudiantes de universidades públicas en situación 
de vulnerabilidad.

La evidencia sugiere que los programas de créditos con-
donables (Ser Pilo Paga y Excelencia, de Generación E), 
han tenido efectos positivos en la permanencia estu-
diantil y han generado efectos indirectos en el sistema 
educativo. Por ejemplo, Ser Pilo Paga no solo incremen-
tó el acceso de jóvenes vulnerables a universidades pri-
vadas de calidad, sino que también incentivó la expan-
sión de la oferta universitaria privada (Londoño-Vélez 
et al., 2020). Los créditos de largo plazo otorgados por 
Icetex también generaron efectos positivos en la tasa de 
matrícula y el desempeño académico; especialmente, 
entre los estudiantes más pobres (Melguizo et al., 2016).

3.3. Financiamiento de la educación superior en Perú

En Perú, la inversión en educación se incrementó sus-
tancialmente desde el año 2020. A pesar de ello, el in-
cremento nominal de los recursos ha sido insuficiente 
para compensar la pérdida de poder adquisitivo gene-
rada por la inflación (figura 10). Mientras que el gasto 
corriente total registró un aumento nominal33, el gasto 
real evidencia que el crecimiento es significativamente 
menor. Además, persiste una marcada diferencia en el 
gasto por estudiante entre modalidades formativas (fi-
gura 11), lo que refleja el desbalance en la capacidad del 
sistema para financiar la expansión de la matrícula y 
para garantizar estándares de calidad en la educación.

3.3.1. Gobernanza y actores del proceso de finan-
ciamiento público
El financiamiento público de la educación superior 
en Perú involucra a diversos actores, cada uno con 
funciones específicas en la asignación, gestión y dis-
tribución de los recursos. El MEF es el organismo en-
cargado de definir y distribuir el presupuesto de las 
entidades públicas mediante las leyes anuales de pre-
supuesto, aprobadas por el Congreso de la República. 

a) El Minedu 
El Minedu administra los recursos asignados por el 
MEF y los distribuye de acuerdo con los siguientes 
mecanismos:

Asignación de recursos a Pronabec para finan-
ciar becas y créditos educativos.
Transferencias adicionales a las IES públicas, 
sea directamente a universidades públicas o 
gobiernos regionales, responsables de la admi-
nistración de institutos, escuelas y Cetpro. Estas 
transferencias se realizan a través de esquemas 
de financiamiento condicionado a resultados o 
mediante modelos de asignación por fórmula. 
En este marco, el Minedu determina el uso es-
pecífico del presupuesto adicional otorgado a 
las IES, en concordancia con sus objetivos estra-
tégicos de acceso y calidad educativa.

b) Universidades públicas
Funcionan como pliegos presupuestales indepen-
dientes, lo que les permite recibir recursos directa-
mente del MEF y del Minedu, además de negociar 

31 La última convocatoria de Generación E se llevó a cabo en 2022. Aunque aún hay beneficiarios vigentes, estos son los que iniciaron el 	
   programa en convocatorias anteriores.
32 Sujeto a criterios del Ministerio de Educación Nacional y a la clasificación en el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de     
   Programas Sociales (Sisbén).
33 Se considera el gasto total asignado a la función «Educación» en el SIAF, incluyendo montos asignados por todos los niveles de gobierno 	
   a instituciones de educación superior y el gasto público del Minedu dedicado a educación superior, Sunedu, Pronabec y gobiernos 	
   regionales.

Figura 10. Gasto real y corriente en educación 
superior entre 2012 y 2023 en soles

Figura 11. Gasto real por estudiante en la oferta 
pública entre 2012 y 2023 en soles 
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Fuente: elaboración propia con base en información del Sistema 
Integrado de Administración Financiera (SIAF) del MEF.
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y coordinar su financiamiento de manera autóno-
ma. Esto les permite conocer los recursos que ten-
drán disponibles y definir sus prioridades.

c) Gobiernos regionales
Los institutos y las escuelas no tienen autono-
mía presupuestaria, sino que dependen de los 
gobiernos regionales, que son los responsables 
de administrar los fondos destinados a la educa-
ción tecnológica, pedagógica y técnico-produc-
tiva. Este modelo permite concentrar la gestión 
presupuestaria en 24 gobiernos regionales, en 
lugar de más de 1000 instituciones, lo que debe-
ría facilitar la asignación estratégica de recursos 
para mejorar el acceso y la calidad educativa. Sin 
embargo, también genera desafíos, pues los ins-
titutos y las escuelas públicos no pueden nego-
ciar ni decidir el uso de los recursos, ni conocer 
el monto con el que cuentan, y quedan sujetos 
a las decisiones de los gobiernos regionales. Los 
institutos y escuelas públicos de Lima Metropo-
litana tienen una situación particular, pues de-
penden directamente del Minedu, que asume el 
rol de gestor de estas instituciones34.

Además, por no contar con autonomía en la ges-
tión de su presupuesto, muchos de los institutos 
y las escuelas de educación superior no son uni-
dades ejecutoras35  (Beltrán Arias, 2018), lo que ge-
nera dependencia en la gestión de recursos, pues 
no tienen control sobre los fondos que reciben o 
generan ni sobre su uso, limitando su capacidad 
de planificación y ejecución presupuestal, y una 
falta de claridad sobre el presupuesto asignado a 
cada institución, lo que dificulta la identificación 
de necesidades, la evaluación de déficits y el dise-
ño de estrategias para optimizar su uso. En aque-
llas regiones donde los institutos y escuelas son 
unidades ejecutoras, hay un mejor seguimiento y 
una mejor planificación de los recursos.

En este contexto, la Ley N.° 31748 de 2023 dis-
puso la creación de una unidad ejecutora por 
departamento para agrupar institutos y escue-
las de educación superior, y mejorar el control 
y la transparencia en la asignación presupues-
tal. Sin embargo, su implementación exige que 
los gobiernos regionales cumplan otros re-
quisitos legales (Decreto Legislativo N.° 1440, 
2018; Directiva N.° 005-2019-EF/50.01, 2019) que re-
gulan aspectos como especialización funcional, 
cobertura del servicio y capacidad operativa. Ade-
más, deben presentar una solicitud formal al MEF, 
lo que hasta la fecha sigue siendo un reto.

d) Actores indirectos
Un actor clave en el financiamiento de la educa-
ción superior es el Concytec, que asigna recursos 
para la contratación de personal, el otorgamiento 
de becas para maestrías y doctorados, y el financia-
miento de proyectos en CTI.

3.3.2. Financiamiento de la oferta 
Con la promulgación de la Ley Universitaria de 2014, 
se establecieron instrumentos de financiamiento es-
tratégico y se inició un proceso de aseguramiento de 
la calidad en el sistema universitario.

a) Programas presupuestales (PP)
Los PP son una iniciativa impulsada por el MEF 
con el propósito de estructurar el presupuesto 
bajo una lógica de cadena insumo-producto-re-
sultados, permitiendo orientar el gasto hacia in-
sumos específicos respaldados por evidencia. 
Su principal ventaja es dar mayor certeza sobre 
el destino de los recursos. Sin embargo, la sola 
asignación presupuestal no garantiza el logro 
de los resultados esperados, aunque contribuye 
a cerrar brechas de financiamiento en aspec-
tos clave del servicio educativo. Esto se debe a 
que los PP requieren la definición de fórmulas 
de cálculo para la distribución de los recursos. 
Los PP no solo organizan el presupuesto para 
la prestación de servicios educativos, sino que 
también aportan claridad y trazabilidad sobre 
las brechas de financiamiento, mejorando la 
transparencia y la distribución del gasto pú-
blico. El MEF prioriza solicitudes de recursos 
adicionales cuando están respaldadas por un 
PP que justifique claramente el propósito de 
los fondos. 

En educación superior, hay 3 PP (figura 12): for-
mación universitaria de pregrado (PP0066), 
fortalecimiento de la educación superior tec-
nológica (PP0147) y mejora de la formación en 
carreras docentes en institutos de educación 
superior no universitaria (PP0107). Las escuelas 
de formación artística y los Cetpro carecen de 
programa presupuestal, lo que limita su acce-
so a financiamiento estratégico. El PP0107 es el 
único que prioriza productos vinculados al perfil 
de ingresantes y resultados académicos de es-
tudiantes, mientras que los PP0066 y PP0147 se 
enfocan en la prestación del servicio educativo, 
sin considerar el impacto en el desempeño es-
tudiantil. Esto evidencia la necesidad de forta-
lecer el diseño de los PP para que, además de 
financiar la oferta educativa, incorporen meca-

34 Existe una iniciativa para transferir las DRE del Minedu a la Municipalidad Metropolitana de Lima, lo cual incluye transferir la gestión de 	
    las instituciones educativas.
35 Una unidad ejecutora es una instancia orgánica con capacidad para desarrollar funciones administrativas y contables, creada por el 	
   MEF a solicitud de la entidad, que debe garantizar todos los recursos para la implementación de la unidad ejecutora. Se ubican dentro 	
   de un pliego presupuestario, una entidad que brinda presupuesto general para una determinada función.
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Objetivo Universidades
Instituciones de  

educación pedagógica y 
tecnológica

Escuelas  
artísticas Cetpro

Financiamiento 
condicionado al logro 
de resultados

Herramienta de 
incentivos (2014-2021).

Compromisos de desempeño para 
gobiernos regionales (2020-2024).

Compromisos de 
desempeño para ESFA 
de Lima Metropolitana 
(2017-2023).

Compromisos 
de desempeño 
para gobiernos 
regionales (202036-
2024).

Figura 12. Productos de los PP para la educación universitaria, tecnológica y pedagógica

nismos que mejoren el acceso, la permanencia 
y el desempeño académico de los estudiantes.

b) Transferencias adicionales de recursos 
Además del presupuesto inicial asignado anual-
mente por el MEF, los PP pueden recibir recursos 
adicionales a lo largo del año fiscal. Estos fondos 
son transferidos del MEF al Minedu, que a su vez 
los distribuye a las IES, conforme a lo establecido 
en las leyes de presupuesto público. Las transfe-
rencias adicionales del Minedu a las IES se cana-
lizan a través de instrumentos de financiamien-
to estratégico, clasificados en: i) mecanismos 
de financiamiento condicionado a resultados y  
ii) mecanismos de financiamiento por fórmula.

b.1) Mecanismos de financiamiento condiciona-
do a resultados
El Decreto Legislativo N.° 1440 (2018) regula el Sis-
tema Nacional de Presupuesto Público y recono-
ce los «incentivos presupuestarios» como herra-
mientas para mejorar el desempeño institucional 
bajo criterios de efectividad, eficiencia y calidad. 
En este marco, el Minedu ha desarrollado diversos 
instrumentos de financiamiento condicionado a 
resultados, adaptados a las diferentes modalida-
des de educación superior (figura 13). Estos meca-
nismos buscan incentivar la mejora en la gestión 
institucional, la calidad educativa y el cumplimien-
to de metas estratégicas, promoviendo un uso 
más eficiente de los recursos públicos en las IESTP.

36 La educación técnico-productiva se incluyó dentro del compromiso de desempeño 2018 en «Conciliación de información de identida de 	 
   docentes y auxiliares de educación, contratados y nombrados, actualizada y compatible (NEXUS-SUP)», pero no en 2019.

Estado de ingresantes

PP 0066: Formación 
universitaria de 
pregrado

PP 0147: Fortalecimiento 
de la educación superior 
tecnológica

PP 0107: Mejora de la formación en 
carreras docentes en institutos de 
educación superior no universitaria

Oferta formativa y 
soporte al estudiante

Condiciones de la 
institución

Condiciones de la 
infraestructura

Resultados en 
estudiantes

Fuente: elaboración propia.

ࣈ	 Docentes con adecua-
das competencias

ࣈ	 Programas curricula-
res adecuados

ࣈ	 Servicios adecuados 
de apoyo al estudiante

ࣈ	 Docentes con competencias 
pertinentes y actualizadas

ࣈ	 Gestión directiva orientada al 
cumplimiento de resultados

ࣈ	 Ingresantes de institutos con 
capacidades básicas para su 
formación

ࣈ	 Infraestructura y equi-
pamiento adecuados

ࣈ	 Oferta pertinente acorde al 
sector productivo

ࣈ	 Condiciones Básicas de 
Calidad

ࣈ	 Condiciones de operación

ࣈ	 Docentes formadores y per-
sonal directivo fortalecidos 
y evaluados para gestionar 
el currículo

ࣈ	 Instituciones y carreras 
licenciadas y acreditadas

ࣈ	 Instituciones con condiciones 
básicas para el funciona-
miento

ࣈ	 Estudiantes con evaluación 
de aprendizajes

Figura 13. Instrumentos de financiamiento condicionado a resultados para la ESTP

Fuente: elaboración propia.
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i.	 Herramienta de incentivos para universidades 
públicas

La herramienta de incentivos aplicada en la educación 
universitaria tuvo una duración de 7 años (2016-2022), 
con montos de financiamiento decrecientes a lo lar-
go del tiempo. En 2017, se destinaron 220 millones de 
soles (aproximadamente, USD 67.5 millones) a las uni-
versidades, lo que representó el 6 % del presupuesto 
total universitario de ese año. Sin embargo, en 2020, la 
transferencia se redujo a 56 millones de soles (aproxi-
madamente, USD 12.3 millones), equivalente al 1 % del 
presupuesto total universitario.

Inicialmente, este instrumento se orientó a fortalecer 
la recopilación y actualización de información estadís-
tica sobre estudiantes, docentes y gestión institucio-
nal en las universidades públicas. También tuvo un rol 
clave en apoyar el cumplimiento del proceso de licencia-
miento universitario. Con el tiempo, su enfoque evolucio-
nó hacia la mejora de procesos internos, incentivando la 
aprobación de normas y regulaciones para optimizar 
la prestación de servicios educativos, el bienestar estu-
diantil y la gestión académica. La herramienta mostró 
potencial, pues las universidades con altos niveles de 
cumplimiento de metas también lograban mejor eje-
cución presupuestal y avanzaban en sus procesos de 
licenciamiento. Sin embargo, también se identificaron 
limitaciones en su implementación (Instiglio, 2020):

	• Restricciones presupuestales que desincentiva-
ban la participación universitaria

	਌ La herramienta tenía un plazo anual, lo que impedía 
la planificación de metas progresivas a largo plazo.

	਌ La disponibilidad de recursos y las reglas de asigna-
ción hacían que algunas universidades recibieran 
montos insignificantes, como el 0.05 % de su presu-
puesto anual, reduciendo el impacto del incentivo.

	• Confusión en la naturaleza del instrumento
	਌ Aunque fue diseñado como un mecanismo de fi-

nanciamiento basado en resultados, en la práctica 
financiaba el cierre de brechas en la provisión de ser-
vicios, lo que generaba ambigüedades en su aplica-
ción y evaluación.

A pesar de los ajustes realizados para corregir estas li-
mitaciones, su aplicación fue suspendida en 2022 con 
la aprobación de la Ley N.° 31520, que derogó la dispo-
sición complementaria que regulaba este instrumen-
to en la Ley Universitaria. Si bien el Decreto Legislativo 
N.° 1440 (2018) proporciona un marco legal para que el 
mecanismo pueda ser incorporado en las leyes anua-
les de presupuesto público, ni el Minedu ni el MEF han 
priorizado su inclusión en los presupuestos de 2023 a 
2025, dejando en suspenso su continuidad.

ii.	 Compromisos de desempeño para gobiernos 
regionales

Los gobiernos regionales son los pliegos presupuesta-
rios responsables de administrar las IESTP. Por ello, las 

transferencias condicionadas para estas modalidades 
formativas se realizan a dichos gobiernos, a través de 
sus DRE y UGEL. Sin embargo, dado que las UGEL tam-
bién administran el presupuesto de la educación básica, 
solo algunos indicadores dentro del marco de los com-
promisos de desempeño están orientados a acciones 
dirigidas a la ESTP. Además, dado que las UGEL tienen 
autonomía para aprobar su plan de uso de recursos 
(PUR), ellas deciden qué proporción de los fondos ob-
tenidos por el cumplimiento de metas será destinada 
a la ESTP.

Entre 2020 y 2023, de un total de 393 millones de soles 
transferidos a los gobiernos regionales mediante com-
promisos de desempeño, solo 2.8 millones de soles  
(0.7 %) se destinaron a la ESTP (Minedu). No se identificó 
el monto asignado a los Cetpro, lo que evidencia sus di-
ficultades para acceder a financiamiento adicional, pues 
compiten con las instituciones de educación básica 
dentro del mismo esquema de asignación de recursos. 
Esta situación refuerza la necesidad de crear mecanis-
mos específicos de financiamiento para la ESTP.

iii.	Compromisos de desempeño para las ESFA en 
Lima Metropolitana 

El caso de las ESFA en Lima Metropolitana es particular, 
ya que estas instituciones dependen directamente del 
Minedu y no de una dirección descentralizada regio-
nal. Además, cada escuela funciona como una unidad 
ejecutora con cierto grado de autonomía presupues-
taria. El Minedu implementó una versión específica de 
los compromisos de desempeño para estas institucio-
nes, lo que ha permitido su financiamiento estratégico 
aun cuando no forman parte de un programa presu-
puestal estructurado. Esta cercanía con el Minedu ha 
facilitado la articulación y priorización de estas escuelas 
en la asignación de recursos y en el diseño de herra-
mientas de financiamiento.

Desde la implementación de esta intervención en 2017 
hasta 2023, se han transferido un total de 25.3 millones 
de soles (aproximadamente, USD 7.1 millones) a las 4 
ESFA de Lima Metropolitana, con un promedio anual 
de 4 millones de soles (USD 1.1 millones). Esta cifra re-
presenta aproximadamente el 13 % del presupuesto 
total de estas escuelas en 2023. Este esquema de fi-
nanciamiento ha permitido fortalecer la gestión y ope-
ración de estas instituciones.

b.2) Mecanismos de financiamiento por fórmula 
El financiamiento por fórmula puede ser efectivo 
para cubrir una insuficiencia de insumos median-
te estrategias de ampliación de vacantes o finan-
ciamiento de más infraestructura. Para el caso de 
Perú, al no ser parte de una política transversal, 
sino más bien esfuerzos que cambian cada año, no 
son soluciones sostenibles ni articuladas a esfuer-
zos de calidad. A continuación, se listan las expe-
riencias en el país de este tipo de financiamiento. 
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i.	 Financiamiento de la oferta para el incremento 
de vacantes (2021-2022)

Uno de los mayores desafíos en la educación supe-
rior pública en Perú es la expansión de la oferta. Ac-
tualmente, el modelo de financiamiento no genera 
incentivos claros para ampliar vacantes en las univer-
sidades públicas ni en las IES a cargo de los gobiernos 
regionales. Ante este panorama, en 2019 el Minedu 
diseñó una estrategia de financiamiento por fórmula 
para ampliar vacantes de estudiantes en programas 
académicos priorizados en universidades públicas. 
Su implementación se dio entre 2021 y 2022 (Reso-
lución Viceministerial N.° 053-2021-Minedu, 2021; Re-
solución Viceministerial N.° 014-2022-Minedu, 2022), 
permitiendo que universidades públicas licenciadas 
reciban recursos a partir de las vacantes adicionales 
reportadas. Bajo este esquema, entre estos años se 
entregaron alrededor de 111 millones de soles que fi-
nanciaron alrededor de 7000 vacantes ordinarias y es-
peciales para estudiantes de universidades no licen-
ciadas, para su traslado a las licenciadas. 

Adicionalmente, como parte de un esfuerzo por abor-
dar integralmente la problemática de acceso, el Mi-
nedu presentó al Congreso de la República una pro-
puesta para la implementación de una estrategia de 
ingreso libre en 2021 (Proyecto de Ley N.° 2558/2021 PE, 
2022) para universidades, institutos y escuelas tecno-
lógicas y pedagógicas licenciadas. La estrategia esta-
ba compuesta por 4 componentes: i) mecanismos de 
orientación vocacional e identificación de aptitudes,  
ii) ingreso libre como una modalidad adicional de ad-
misión, dirigida prioritariamente a estudiantes con 
alto rendimiento académico y en situación de vul-
nerabilidad, no como una eliminación generalizada 
de los mecanismos de selección, iii) becas para ga-
rantizar la permanencia estudiantil, y iv) ampliación 
de vacantes y fortalecimiento de la oferta educativa 
pública, incluyendo servicios de nivelación académi-
ca y bienestar estudiantil. Este último componente 
buscaba replicar el esquema de financiamiento por 
fórmula utilizado en 2021, extendiéndolo a las 3 mo-
dalidades formativas priorizadas. Sin embargo, la pro-
puesta no fue debatida ni aprobada en el Congreso. 

A pesar de la ausencia de mecanismos estratégicos 
de financiamiento desde 2021, hay 17 nuevas univer-
sidades públicas y 20 a punto de ser creadas37. Esta 
expansión no fue acompañada de un análisis de 

pertinencia y sostenibilidad financiera, lo que genera 
preocupaciones sobre su impacto en el sistema uni-
versitario público. En muchos casos, la creación de 
nuevas sedes universitarias se ha dado en provincias 
cercanas a universidades ya establecidas, lo que po-
dría fragmentar los recursos disponibles. Dado que 
estas nuevas universidades aún no están operativas, 
su puesta en marcha sin un esquema de financia-
miento adecuado podría reducir recursos y vacantes 
asignados a las universidades existentes, afectando 
el acceso y la calidad de la educación superior públi-
ca en Perú.

ii.	 Mejoras en las condiciones de las IES (2016-
2023)

Se han identificado transferencias de recursos adi-
cionales a universidades públicas y gobiernos regio-
nales a través de esquemas de financiamiento por 
fórmula, con el objetivo de financiar insumos y pro-
cesos específicos dentro del servicio educativo para 
la educación universitaria, tecnológica y pedagógica. 
Sin embargo, los recursos adicionales de este tipo 
han sido bajos para los Cetpro y nulos para las ESFA, 
lo que refleja una brecha en la asignación de fondos 
para estos sectores. Las transferencias han priorizado 
principalmente: i) la construcción de nueva infraes-
tructura educativa, ii) el mantenimiento de instala-
ciones existentes, iii) el financiamiento de personal 
no docente en educación tecnológica y pedagógica, 
y iv) el financiamiento de personal docente. En este 
último caso, el financiamiento por fórmula se des-
tinó a incrementar la cantidad de plazas docentes, 
mejorar los salarios y fortalecer los beneficios socia-
les del personal académico en diversas modalidades 
formativas. Todas las alternativas formativas han re-
cibido financiamiento para esta finalidad, excepto las 
ESFA. Esta exclusión se debe a la ausencia de una 
ley que regule la carrera docente en dichas institu-
ciones, lo que impide la asignación de recursos bajo 
este esquema y representa un desafío en términos 
de equidad. Otra estrategia relevante ha sido el 
bono para el docente investigador (figura 14) en las 
universidades, implementado desde 2017. Consiste 
en una bonificación directa a los docentes para re-
conocer su labor en la investigación, pero no impli-
ca transferencias institucionales que permitan for-
talecer la infraestructura o promover directamente 
la investigación, la innovación y el desarrollo dentro 
de las universidades.

37 A mayo de 2025, existían 20 universidades aprobadas por ley por el Congreso, pero pendientes de publicación.
38 El registro de investigadores en el Registro Nacional Científico, Tecnológico y de Innovación Tecnológica (Renacyt) se logra en función a la 	
    producción científica en términos de calidad y cantidad, participación en proyectos de CTI, y asesorías de tesis de pregrado o posgrado.

Características Bono para el docente investigador en universidades (2017-2025)

Resultado esperado 
para transferencia Producción de investigaciones en revistas indexadas (verificado por el registro de investigadores del Concytec)38.

Figura 14. Características del bono para el docente investigador en universidades
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Fuente Volumen Posibles ventajas Posibles limitaciones

Recursos 
directamente 
recaudados (RDR)

Fondos generados por 
la venta de servicios 
educativos, de gestión 
académica, entre otros 
servicios.

596 millones 
de soles (aprox., 
USD 165 
millones).

	• Son una oportunidad de 
ingresos adicionales.

	• Mayor independencia 
financiera del MEF.

	• Pueden generar incentivos perversos en el sistema al promover 
que las instituciones creen servicios para incrementar sus 
ingresos, descuidando con ello su rol. 

	• Puede promover que el MEF reduzca el financiamiento de fuentes 
ordinarias a aquellas instituciones con mayor recaudación.

	• Las universidades se quedan con los RDR que generan, mientras 
que los RDR generados por institutos, escuelas y Cetpro son 
recaudados por los gobiernos regionales y pueden ser destinados 
a otros fines por decisión de los equipos de dichos gobiernos.

Recursos 
determinados42 (RD)

Fondos generados por 
operaciones mineras, 
regalías o similares, 
que se distribuyen 
principalmente 
entre los gobiernos 
subnacionales y las 
universidades cercanas 
a la zona de extracción.  

	• 1278 millones 
de soles 
(aprox., USD 
355 millones).

	• Por ley expresa, las 
universidades y los 
Institutos y escuelas 
de educación superior 
reciben parte de 
estos fondos y deben 
destinarlos a inversiones 
en investigación 
científica y tecnológica43.

	• Los recursos son principalmente para inversión en investigación 
científica y tecnológica, y se asignan solo a instituciones cercanas 
a las zonas de extracción. 

	• Bajo uso de fondos. Por ejemplo, las universidades públicas 
ejecutaron en 2023 el 43 % de los recursos de estos fondos. Las 
universidades receptoras no tienen agenda de investigación o no 
tienen capacidad de gestión de los recursos. 

	• No existe claridad sobre cómo los gobiernos regionales asignan 
estos recursos a los institutos o las escuelas dentro de cada región, 
debido a que no existe una unidad ejecutora responsable de 
gestionar este gasto o una supervisión de estos recursos. 

Incentivo económico 
recibido

50 % adicional a la remuneración del docente (sin embargo, los meses a cubrir dependen del presupuesto anual 
otorgado al instrumento39).

Uso de recursos Financiamiento de gastos de docente en investigación. 

c) Fuentes de recursos
El presupuesto de las IES proviene principalmente 
de ingresos fiscales asignados por el MEF, los cua-
les se distribuyen al inicio del año fiscal y a través de 
transferencias adicionales aprobadas en las leyes de 
presupuesto. En 2024, estos fondos representaron el 
72 % del presupuesto inicial destinado a educación. 
No obstante, existen otras fuentes de financiamien-
to (figura 15) que pueden utilizarse para atender 
objetivos específicos dentro del sistema educati-
vo. Estas se denominan fuentes especiales, debido 
a que cada una presenta condiciones particulares 
de acceso y uso40. Dentro de las fuentes especiales, 

destacan las operaciones oficiales de crédito (box 
4) y las donaciones, a través de las cuales el Mine-
du ha promovido programas de financiamiento ex-
terno para mejorar la calidad del sistema educativo 
superior. De igual manera, en esta categoría tam-
bién se encuentran las obras por impuestos (OxI)44, 
reglamentadas por la Ley N.° 29230 de 2008 y sus 
modificatorias, un mecanismo de inversión pública 
que permite a las empresas privadas financiar y eje-
cutar proyectos de inversión pública a cambio de 
un crédito aplicable contra el impuesto a la renta, 
bajo supervisión del Estado peruano. De igual for-
ma, existen los servicios por impuestos (SxI).

39 En 2022, se distribuyeron 42.9 millones de soles (aproximadamente, USD 11.2 millones), cubriendo 8 meses de los docentes, consecuencia 	
   del Decreto Supremo N.° 026-2022-EF (2022).
40 Adicionalmente a los ingresos fiscales (denominados «recursos ordinarios» [RD]), el sector público cuenta con otros tipos de fuentes de 	
    financiamiento especiales.
41 El cuadro excluye a la fuente de financiamiento «Recursos por operaciones oficiales de crédito», dado que corresponde a fuentes obtenidas 	
    mediante operaciones de crédito que solo realiza el MEF.
42 Ver Ley N.° 27506, del Canon (2021), y sus modificatorias; Ley N.° 28258, de Regalía Minera (2004), y sus modificatorias; Ley N.° 28451, que crea el Fondo 
   de Desarrollo Socioeconómico del Proyecto Camisea – Focam (2005), y sus modificatorias; la Ley N.° 27613, de Participación en Renta de Aduanas 	
   (2001), y sus modificatorias; y la Ley N.° 30512, de Institutos y Escuelas de Educación Superior y de la Carrera Pública de sus Docentes (2016).
43 Mediante la Ley N.° 32141 (2024), se flexibiliza el uso de los RDR de las universidades. Sin embargo, está pendiente resolver cómo se aplica 	
   esta ley, considerando el marco vigente del sistema de presupuesto público.
44 Ley N.° 29230 (2008) y normas modificatorias.

Fuente: elaboración propia.

Figura 15. Posibles ventajas y limitaciones de fuentes41 de financiamiento especiales



38

Características Beca 18 Otras becas45 Crédito Talento

Criterios de 
focalización

	• Nacionalidad: peruana.
	• Menor de 22 años.
	• Condición de vulnerabilidad: 
población pobre o pobre-extrema 
según el Sistema de Focalización 
de Hogares (Sisfoh).

	• Rendimiento académico: haber 
tenido un rendimiento mínimo 
de 12 en los últimos grados de 
secundaria (o equivalente) y haber 
sido tercio superior.

	• Nacionalidad: peruana46.
	• Menor de 22 años47.
	• Condición de vulnerabilidad: 
según tipo de subuniverso. 

	• Rendimiento académico: 
haber tenido un 
rendimiento mínimo de 12 
en los últimos grados de 
secundaria (o equivalente) 
y haber sido del medio o 
tercio superior. 

	• Los mismos de Beca 18, en tanto los beneficiarios 
deben ser postulantes no seleccionados del 
concurso Beca 18 ordinario convocado en periodo 
previo.

	• Haber ingresado a una universidad para iniciar o 
haber iniciado estudios en el periodo de referencia.

	• No estar registrado en el Registro de Deudores 
Alimentarios Morosos (Redam).

	• No tener calificación negativa en la central de 
riesgos de la Superintendencia de Banca, Seguros y 
AFP (SBS).

3.3.3. Financiamiento de la demanda
El acceso a la educación superior implica una serie de 
costos directos e indirectos que los estudiantes y sus fa-
milias deben afrontar. En las instituciones privadas, estos 
costos son asumidos directamente por las familias; en 
las públicas, el Estado subsidia la mayoría del costo di-
recto del servicio educativo, garantizando su gratuidad 
para los estudiantes de pregrado, pero no los indirectos. 

En 2012, Pronabec se creó (Ley N.° 29837) para fo-
mentar el incremento equitativo del acceso a la 
educación superior, consolidando un esquema de fi-
nanciamiento basado en becas y créditos. Pronabec 
se estructuró a partir de la experiencia del Instituto 
Nacional de Becas y Crédito Educativo (Inabec), que 
operaba desde 1976. El financiamiento de la deman-
da ha registrado 2 incrementos significativos en la 
asignación de recursos a lo largo del tiempo:

	• Creación de Pronabec: marcó un compromiso con 
la inversión en el talento estudiantil, aumentando la 
disponibilidad de becas y créditos educativos.

	• Expansión del financiamiento (a partir de 2020): 
reflejó la implementación de medidas de apoyo fi-
nanciero para mitigar el impacto de la pandemia en 
los estudiantes.

Estos picos de inversión evidencian momentos en 
los que el país priorizó el acceso a la educación 
superior mediante apoyos directos a los estudian-
tes, promoviendo mayor equidad e inclusión so-
cial. Bajo el programa presupuestal de Pronabec 
(PP0106), el Minedu define los recursos a ser asig-
nados para el diseño, la entrega y la gestión de be-
cas y créditos educativos dirigidos a estudiantes 
en distintas modalidades de educación superior. 
Pronabec otorga diferentes modalidades de be-
cas y créditos educativos (figura 16) para educación 
superior en instituciones públicas y privadas. Este 
programa permite cubrir parcial o totalmente los 
costos directos y/o indirectos.

45 Beca Inclusión Técnico Productiva, Beca Técnico Productiva Repared y Beca Hijos de Docentes. Existe también un grupo de becas 	
    para posgrado, pero no se consideran en el alcance del presente documento.
46 Salvo en algunas becas especiales, como, por ejemplo, la Beca Reciprocidad Perú-China, en la que los beneficiarios son exclusivamente 	
    personas con nacionalidad china.
47 En algunos casos, no existe límite de edad.

Figura 16. Instrumentos de financiamiento a la demanda de educación superior en Perú (oferta de Pronabec)

Operaciones 
oficiales de crédito o 
donaciones 

Fondos reembolsables 
o no reembolsables 
recibidos de otros 
gobiernos, agencias, 
organismos 
internacionales y 
nacionales, que 
se gestionan 
bajo procesos 
administrativos 
particulares.

184 millones 
de soles 
(aprox., USD 
51 millones).
Usualmente se 
otorga como 
financiamiento 
adicional a 
la institución 
educativa.

	• Se puede disponer 
de estos montos para 
una planificación 
multianual de proyectos 
o programas. 

	• Facilita el diseño y la 
implementación de 
estrategias multianuales 
o más flexibles, lo que 
no es posible con los 
recursos ordinarios, que 
son anuales. 

	• Los fondos de 
endeudamiento se 
administran desde el 
Minedu.

	• El sector privado 
financia la obra o 
servicio.

	• La OxI y el SxI llegan 
directamente al 
territorio.

	• El destino de los recursos depende de las prioridades de agentes 
externos, que no necesariamente responden a las necesidades de  
las instituciones educativas o a las prioridades nacionales.

	• Los costos de gestión y los intereses pueden reducir la cantidad 
de recursos disponibles para la implementación de estrategias.

Fuente: elaboración propia con base en datos del SIAF, MEF y Minedu. 
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Fuente: elaboración propia con base en resoluciones de la Dirección Ejecutiva de Pronabec, que aprueba las bases de los 
concursos de las becas y créditos de Pronabec para el año 2025.

48 Ver Resolución Jefatural N.° 60-2023-Minedu-VMGI-Pronabec-OCE (2023).
49 Se enfoca solo en las alternativas de educación superior. Sin embargo, Pronabec tiene instrumentos específicos para la educación 	
    técnico-productiva.
50 Esta plataforma comprende 3 módulos: i) Orientación vocacional: que permite al postulante realizar test vocacionales, ii) Oferta educativa: 	
    con información sobre las instituciones de educación superior elegibles y sus procesos de admisión, calidad, entre otros, y iii) Prepárate: con  
    material para que los postulantes puedan prepararse para sus exámenes de admisión a las instituciones de educación superior.

3.3.4. Oportunidades de mejora
Si bien Perú ha logrado avances significativos para el 
financiamiento público de la oferta y la demanda de 
la educación superior, persisten desafíos que limitan 
el aprovechamiento pleno de estos esfuerzos y que, 
de ser abordados, podrían situar a dicho nivel educa-
tivo en una posición más favorable. En esta sección, 
se identifican oportunidades de mejora a partir de 
desafíos observados en la experiencia del país, así 
como de la evidencia disponible, que ofrece orien-
taciones para avanzar hacia un mayor acceso a una 
educación superior y técnico‑productiva de calidad, 
pertinente y sostenible.

Información y calidad de la oferta. Las universida-
des cuentan con mejores condiciones institucionales 
que las demás modalidades, pues completaron sus 
procesos de licenciamiento y tienen sistemas de in-
formación que permiten evaluar y medir la calidad 
de su oferta formativa. Los institutos tecnológicos y 
pedagógicos, y las escuelas de formación profesional, 

tienen sus licenciamientos en curso, y sus sistemas de 
información, en desarrollo. La situación más crítica es 
la de las ESFA y los Cetpro, que no tienen información 
precisa sobre la cantidad ni la calidad de su oferta, por 
la falta de sistemas de información, ni han iniciado 
procesos de aseguramiento de la calidad. 

Sostenimiento de instrumentos de financiamiento 
de IESTP públicas, que combinen mecanismos con-
dicionados a resultados y asignaciones por fórmula, 
y fomenten el aprovechamiento de fuentes especia-
les de financiamiento. Los instrumentos orientados 
a resultados en IESTP públicas han sido limitados y 
de corto alcance, sin generar cambios estructurales 
en acceso ni calidad. Por ejemplo, los ajustes al bono 
para el docente investigador y la reducción de fondos 
para la herramienta de incentivos (en algunos casos, 
solo el 0.05 % del presupuesto de las instituciones) 
afectaron la capacidad que tenían estos instrumen-
tos para generar mejoras sostenidas en las universi-
dades públicas. 

Aspectos que 
financia

	• Costos académicos: matrícula, 
pensión de estudios y costos 
asociados con la certificación u 
obtención del grado.

	• Costos no académicos: 
alimentación, movilidad local, 
alojamiento, útiles de escritorio, 
entre otros. 

	• Costos de exámenes o 
expedientes de postulación.

	• Costos de preparación 
preuniversitaria por 3 meses (solo 
en 2024).

	• Costos académicos: 
matrícula, pensión de 
estudios y costos asociados 
con la certificación u 
obtención del grado.

	• Costos no académicos: 
alimentación, movilidad 
local, alojamiento, útiles de 
escritorio, entre otros.

	• Costos de exámenes, 
cuando corresponda.

	• Costos académicos: matrícula, pensión de 
estudios y costos asociados con la certificación u 
obtención del grado.

	• Costos no académicos: alimentación, movilidad 
local, alojamiento, útiles de escritorio, 
computadora portátil o similar, entre otros.

Opciones de 
pago48 No aplica. No aplica.

	• 100 % reembolsable en un plazo máximo de 
10 años, iniciados desde los 30 días calendario 
posteriores a la culminación de los estudios 
superiores. Se puede solicitar un periodo de 
gracia de máximo 1 año.

	• Tasa de interés compensatoria efectiva anual de 
2.47 %.

Horizonte 
temporal

Cubre el periodo de duración de la 
carrera de acuerdo con el plan de 
estudios correspondiente. Se puede 
extender hasta 1 año adicional, 
sujeto a evaluación.

Dependiendo de la beca, 
cubre el periodo de duración 
de la carrera de acuerdo 
con el plan de estudios 
correspondiente.

Cubre el periodo de duración de la carrera de 
acuerdo con el plan de estudios de la universidad. 
Se renueva anualmente.

Instituciones 
receptoras49

Universidades, institutos y escuelas 
pedagógicas y tecnológicas 
licenciados. 

Universidades, institutos 
y escuelas pedagógicas y 
tecnológicas licenciados. 

Universidades licenciadas. 

Otros servicios 
que brinda

Orientación vocacional y soporte en el proceso de postulación a través 
de la Plataforma de Apoyo y Orientación (PAO)50.

No se ha identificado.
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Institucionalidad para la gestión presupuestal de las 
IESTP. Sobre todo, para la educación superior no uni-
versitaria y la técnico-productiva, que no pueden de-
terminar sus necesidades presupuestales, predecir 
sus asignaciones ni optimizar el uso de sus recursos, 
pues no cuentan con autonomía presupuestal ni se 
conforman como unidad ejecutora.

Cobertura a población vulnerable no pobre. Prona-
bec es una alternativa de apoyo financiero para jóve-
nes destacados en condición de pobreza o pobreza 
extrema establecido. Sin embargo, su metodología 
excluye a jóvenes vulnerables próximos a la línea de 
pobreza (alrededor de 611 000 jóvenes), que enfren-
tan barreras económicas y no acceden a educación 
superior. Esto sugiere la necesidad de revisar y ajustar 
los instrumentos y criterios de focalización para incluir 
a estos jóvenes. Instrumentos como becas parciales 
o líneas de crédito más flexibles podrían ser dirigidas 
a estos grupos. El Sisfoh clasifica a la población en 3 
categorías: no pobre, pobre y pobre extremo. Si bien 
aporta estructura y datos confiables, no distingue vul-
nerabilidad intermedia, lo que deja fuera a estudian-
tes que, aunque no son oficialmente pobres, requie-
ren apoyo para financiar su educación. La naturaleza 
de Pronabec también impone ciertas restricciones en 
su operación. Por ello, cualquier reforma en sus es-
quemas de financiamiento debe considerar su marco 
normativo y explorar la posibilidad de ampliar su al-
cance sin comprometer su misión social.

Escalabilidad y sostenibilidad de Beca 18. Beca 18 ha 
beneficiado a más de 90 000 jóvenes desde su crea-
ción en 2012. No obstante, esta cifra sigue siendo insu-
ficiente en comparación con el número de jóvenes ele-
gibles (cerca de 150 000). Esta beca cubre el costo total 
(directo e indirecto) de los programas de pregrado. Uno 
de los principales desafíos para la expansión de Beca 18 
es su sostenibilidad financiera, dadas las características 
del instrumento, que no permiten predecir el costo de 
la inversión en cada convocatoria. Es necesario explorar 
alternativas de financiamiento más eficientes o ajustar 
los parámetros de este instrumento. 

Escalabilidad y sostenibilidad de Crédito Talento. Como 
principal instrumento de financiamiento a través de 
créditos de Pronabec, ha tenido un alcance limitado 
desde su implementación. Entre 2019 y 2021, se otor-
garon solo 194 créditos de una meta de 350, mientras 
que en 2022 no se otorgaron nuevos créditos y solo 174 
beneficiarios continuaron recibiendo desembolsos. En 
2023, la meta fue de 150 créditos, dirigidos únicamente 
a postulantes no seleccionados de Beca 18, lo que re-
presenta apenas el 0.11 % de la población objetivo. Este 
bajo nivel de cobertura puede explicarse por varios 
factores relacionados con el diseño del crédito:

	• Focalización restringida: Crédito Talento está dise-
ñado para atender exclusivamente a postulantes no 

seleccionados en Beca 18, limitando su potencial y 
dejando fuera a jóvenes que también requieren fi-
nanciamiento para acceder a la educación superior.

	• Estructura de pagos poco flexible: aunque el cré-
dito cuenta con una tasa de interés baja (2.47 % 
anual) y un plazo de pago de hasta 10 años (Re-
solución Jefatural N.° 60-2023-Minedu-VMGI- 
Pronabec-OCE, 2023), el reembolso debe iniciar-
se 30 días después de finalizar los estudios. Esta 
condición, sumada a la obligación de contar con 
un cotitular solvente, representa una barrera sig-
nificativa para los beneficiarios, quienes pueden 
no contar con acceso al sistema financiero ni con 
ingresos suficientes en los primeros meses tras 
su graduación.

	• Falta de cuotas contingentes al ingreso: los pagos 
del crédito se realizan mediante cuotas fijas, lo que 
puede afectar la estabilidad financiera de los egre-
sados al representar una proporción significativa 
de sus ingresos. La experiencia internacional (por 
ejemplo, en Australia y el Reino Unido) sugiere 
que un esquema de pagos contingentes al ingre-
so podría mejorar la accesibilidad y sostenibilidad 
del crédito, ajustando los pagos según los ingresos 
del beneficiario.

A pesar de estos desafíos, existen indicios de que Cré-
dito Talento podría ser financieramente sostenible. 
En 2022, la recaudación por recuperación de deuda 
ascendió a S/ 3.8 millones (USD 990 874), superando 
los desembolsos totales de ese año, que fueron de  
S/ 2.9 millones (USD 756 193) (Pronabec, 2023). Ade-
más, la cartera de créditos presenta un nivel mode-
rado de morosidad del 7 %, con S/ 4.2 millones (USD 
1.1 millones) en ejecución coactiva. 

Integración de instrumentos. Las políticas de finan-
ciamiento y apoyo financiero y no financiero de la 
demanda deben considerar las necesidades de los 
jóvenes en situación de pobreza y vulnerabilidad 
para incrementar el acceso equitativo a la educación 
superior. En un contexto en el que los patrones de 
pobreza y vulnerabilidad económica están en cons-
tante cambio, es fundamental revisar y actualizar los 
criterios de focalización de estudiantes para diseñar 
instrumentos de financiamiento más inclusivos y 
eficaces. Esto permitiría ajustar las políticas y metas 
de acceso a la educación superior, garantizando que 
los recursos lleguen a quienes realmente los nece-
sitan. Además, el financiamiento debe ser comple-
mentado con otras estrategias que aborden barreras 
adicionales vinculadas al acceso, el tránsito y la per-
manencia en la educación superior, tales como las 
propuestas en la PNESTP: 

	• Fortalecer la orientación vocacional y laboral, ase-
gurando que los estudiantes elijan trayectorias 
educativas alineadas con sus intereses y oportuni-
dades laborales.
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	• Identificar el potencial de los estudiantes de 
educación básica, permitiendo su acceso equi-
tativo y pertinente a la educación superior téc-
nico-productiva.

	• Implementar mecanismos de apoyo al acceso 

equitativo, incluyendo becas, créditos y otras ayu-
das financieras.

	• Optimizar y ampliar la oferta educativa pública 
en la ESTP, garantizando que más estudiantes 
puedan acceder a programas de calidad.

LA TRANSFORMACIÓN DIGITAL DE LA  
EDUCACIÓN SUPERIOR 
La transformación digital de la educación superior re-
presenta uno de los mayores desafíos que tienen por 
delante las instituciones académicas, pero también 
una gran oportunidad para enfrentar los retos futuros 
y garantizar una educación de calidad. El impacto de 
la pandemia de COVID-19 aceleró procesos que ya es-
taban en marcha, exponiendo brechas significativas 
en capacidades digitales, así como potenciales inno-
vaciones pedagógicas y administrativas (BID, 2021). 
En América Latina y el Caribe, la transformación digi-
tal de la educación superior se ha convertido en una 
prioridad estratégica, impulsada por la necesidad de 
adaptarse a nuevas demandas sociales y laborales. 
En un contexto en el que la digitalización redefine las 
dinámicas de enseñanza y aprendizaje, comprender 
el papel de la educación a distancia es esencial para 
diseñar estrategias que fomenten su expansión y ga-
ranticen su calidad como una opción legítima y efec-
tiva dentro del sistema de educación superior.

4.1. Transformación digital de la educación superior

La transformación digital es el proceso de incorporar 
tecnologías digitales en todos los aspectos de una or-
ganización o un sector, con el objetivo de transformar 
la manera en que se realizan las actividades y se pres-
tan los servicios. No se limita a la mera digitalización 
de procesos tradicionales, sino que busca un replan-
teamiento completo de los modelos de operación, 
aprovechando el potencial de la tecnología para ge-
nerar valor agregado, mejorar la eficiencia y optimizar 
la toma de decisiones. En educación, esto se traduce 
en la implementación de plataformas de aprendizaje 
virtual, la adopción de recursos tecnológicos en la en-
señanza y la creación de modelos educativos híbridos 
que respondan a las nuevas demandas sociales y la-
borales (Arias et al., 2021). 

Sin embargo, a pesar del creciente reconocimiento 
de la importancia de la transformación digital, mu-
chas instituciones de educación superior en América 
Latina y el Caribe presentan una brecha de capacidad 
digital considerable. El 76 % de los líderes de educa-
ción superior consideran que la transformación digi-
tal es fundamental para el futuro de sus instituciones, 

pero solo el 25 % evalúa su madurez digital como muy 
alta (Lustosa et al., 2021). Entre las principales barreras 
identificadas, están la falta de capacitación docente 
y la resistencia al cambio organizacional. Además, la 
infraestructura técnica deficiente y los problemas de 
conectividad representan obstáculos para garantizar 
la calidad y accesibilidad del aprendizaje digital (Arias 
et al., 2021). La desigualdad en el acceso a la conec-
tividad y la falta de competencias digitales, tanto en 
docentes como en estudiantes, también han limitado 
el alcance y la eficacia de muchas iniciativas. Numero-
sas universidades aún enfrentan barreras estructurales 
que dificultan la adopción de tecnologías innovadoras, 
como la inteligencia artificial y el análisis de datos para 
el monitoreo del rendimiento académico y la perso-
nalización del aprendizaje (Franco et al., 2021).

Las instituciones que han logrado avances significati-
vos en transformación digital adoptaron modelos hí-
bridos de enseñanza, combinando la presencialidad 
con el uso de plataformas en línea, lo que les ha per-
mitido ofrecer experiencias educativas más flexibles y 
adaptadas a las necesidades cambiantes de los estu-
diantes. Un ejemplo es el Tecnológico de Monterrey, 
que ha desarrollado asistentes virtuales habilitados 
con inteligencia artificial para gestionar consultas es-
tudiantiles de manera eficiente. Esto demuestra el po-
tencial de la inteligencia artificial en la administración 
educativa, al momento de optimizar recursos huma-
nos y mejorar la experiencia del estudiante (Lustosa 
et al., 2021).

4.2. La digitalización y los nuevos modelos de 
aprendizaje

El avance constante de las TIC, la mayor accesibilidad 
a la información y la consolidación de plataformas de 
educación virtual presionan hacia la transformación 
digital de la educación superior. Este nuevo escena-
rio plantea tanto desafíos como oportunidades, pues 
la tecnología ha facilitado el acceso a diversas formas 
de aprendizaje fuera de las instituciones tradiciona-
les, promoviendo el autoaprendizaje y la educación 
continua (Karakhanyan, 2022). En este contexto, no 
es sorprendente que, entre las principales tendencias 
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de la educación superior a nivel global, se observe la 
proliferación de credenciales alternativas51 de corta 
duración y gran flexibilidad, el desarrollo de modelos 
de aprendizaje omnicanal centrados en la experiencia 
estudiantil, y un vínculo más estrecho entre la educa-
ción superior y el mercado laboral (Lustosa et al., 2021).

Cada vez más estudiantes optan por certificaciones 
alternativas, como cursos en línea masivos y abiertos 
(MOOC), microgrados y certificaciones profesiona-
les. Para dimensionar este crecimiento, basta obser-
var que la matrícula mundial en los MOOC pasó de 
300 000 estudiantes en 2011 a más de 220 millones 
en 2021 (Díaz-Infante et al., 2022). Ante la rigidez de 
los sistemas tradicionales de educación superior y los 
altos costos que pueden implicar, la diversificación de 
la oferta mediante proveedores alternativos se perfila 
como una tendencia en crecimiento. Este modelo per-
mite a las personas desarrollar habilidades altamen-
te demandadas mientras trabajan, mejorando así su 
empleabilidad con una inversión reducida en tiempo 
y dinero (Karakhanyan, 2022).

Además de transformar la educación, la digitaliza-
ción está generando un impacto significativo en los 
mercados laborales. Entre 2025 y 2030, la tecnología 
sería responsable de crear alrededor de 19 millones 
de nuevos empleos y desplazar otros 9 millones de 
puestos existentes. Por su parte, el mercado digital si-
gue creciendo, con demandas concentradas en datos, 
ciberseguridad e inteligencia artificial. En América La-
tina y el Caribe, se proyecta que 1 de cada 4 tareas rea-
lizadas por los trabajadores en 2025 podrían ser eje-
cutadas mediante tecnologías disponibles en 2030 
(WEF, 2025). El perfil de competencias demandadas 
incluye habilidades tecnológicas, cognitivas y trans-
versales, tales como pensamiento crítico, resolución 
de problemas y trabajo en equipo, que son esenciales 
para desempeñar tareas que no pueden ser automa-
tizadas. La oferta educativa continuará expandiéndo-
se con programas de formación de corta duración y 
estrategias de aprendizaje a lo largo de la vida, que 
permitan a los profesionales actualizarse de manera 
rápida mediante procesos de upskilling y reskilling 
(Ferreyra et al., 2021).

El futuro está marcado por tendencias como la ex-
pansión del acceso a la información, la digitalización 
del mundo laboral, la aparición de nuevas opciones 
de educación no formal y la creciente demanda de 
formación continua. En este contexto, la educación 
superior debe pensar en diferentes modelos de 
aprendizaje que se ajusten a las necesidades y posi-
bilidades de las personas. En este contexto, la distan-
cia es una de las estrategias de los sistemas educa-
tivos para responder a estos cambios, facilitando el 

51 Las credenciales alternativas pueden entenderse como «calificaciones educativas independientes que no están reconocidas formal	
    mente por las autoridades nacionales competentes», y suelen abarcar las insignias digitales, los MOOC, las certificaciones profesionales  
    y las microcredenciales (Kato et al., 2020, pp. 9-10).

aprendizaje flexible y adaptado a las necesidades de 
los estudiantes.

4.3. La educación superior a distancia

La ESD ha experimentado una evolución significati-
va desde sus inicios a finales del siglo XIX, cuando los 
cursos por correspondencia marcaron el primer ante-
cedente de esta modalidad. Con la llegada de las TIC, 
la ESD ha ampliado su alcance, permitiendo que más 
personas accedan a oportunidades de formación sin 
las restricciones de la educación presencial. En Amé-
rica Latina, la pandemia impulsó de manera acelera-
da la adopción de la educación remota de emergen-
cia (ERE), lo que obligó a universidades y gobiernos 
a replantear su modelo educativo. Como resultado, 
muchas instituciones han apostado por consolidar la 
educación a distancia a partir de las inversiones rea-
lizadas en infraestructura tecnológica y capacitación 
docente durante la crisis sanitaria.

La ESD ha registrado un crecimiento significativo en 
los últimos años y se proyecta que su mercado global 
se cuadriplique para 2028, alcanzando un valor esti-
mado de un trillón de dólares (Global Market Insights, 
2022). Aunque la pandemia aceleró su expansión, la 
educación a distancia ya mostraba una tendencia de 
crecimiento previo a la crisis sanitaria. En América La-
tina y el Caribe, la matrícula en programas a distancia 
aumentó en 73 % entre 2010 y 2017, llegando a 4.3 mi-
llones de estudiantes, lo que representó el 15 % de la 
matrícula total de educación superior al final de ese 
período (Unesco et al., 2022). 

Este crecimiento se debe a los beneficios diferenciales 
que ofrece la ESD (figura 17). Su flexibilidad permi-
te que más personas accedan a la educación supe-
rior sin las limitaciones de tiempo y espacio de los 
modelos presenciales. Además, favorece la innova-
ción pedagógica, fortalece la conexión con las de-
mandas del mercado laboral y facilita procesos de 
aprendizaje personalizados, centrados en las nece-
sidades y los ritmos individuales de los estudiantes. 
La flexibilidad de la ESD tiene un impacto positivo 
en acceso e inclusión, pues elimina las barreras geo-
gráficas y reduce la necesidad de desplazarse a un 
campus físico, lo que representa un ahorro tanto 
de tiempo como de recursos económicos (Rama, 
2017). Gracias a estas características, la ESD se con-
vierte en una herramienta clave para fortalecer las 
estrategias nacionales dirigidas a ampliar la partici-
pación de grupos históricamente rezagados, inclu-
yendo profesionales que buscan mejorar sus compe-
tencias, estudiantes con responsabilidades familiares 
y personas que residen en zonas alejadas (James  
et al., 2013; Tait, 2022).
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Además, los entornos virtuales ofrecen oportunida-
des académicas a través de alianzas estratégicas in-
ternacionales, creando una suerte de «campus glo-
bal» donde estudiantes y docentes pueden acceder a 
recursos digitales de instituciones líderes y conectar-
se con expertos de distintas disciplinas (Barber et al., 
2021; Rama, 2017 ). La educación a distancia impulsa 
la internacionalización a través de la movilidad virtual 
estudiantil, que permite que más estudiantes acce-
dan a experiencias internacionales sin trasladarse físi-
camente. Este modelo tiene el potencial de beneficiar 
a estudiantes que no podrían participar en progra-
mas de movilidad en su formato tradicional (Sabza-
lieva et al., 2022).

4.4. La educación superior a distancia en Perú

América Latina y el Caribe vivieron un incremento en 
la demanda de educación superior a inicios del siglo 
XXI, impulsado por el crecimiento de egresados de la 
educación básica y la mejora en los ingresos de las fa-
milias de clase media, lo que llevó a muchos países a 
flexibilizar sus marcos regulatorios. Sin embargo, esta 
estrategia generó un crecimiento descontrolado de 
la oferta educativa sin asegurar estándares de calidad 
(Unesco et al., 2022; Wells et al., 2018). 

En Perú, la norma permitió la creación de institucio-
nes de educación superior con fines de lucro en la 
década de los 90 (Decreto Legislativo N.° 882, 1996), lo 
que elevó la matrícula de 40 000 a 1.12 millones de es-
tudiantes entre 1995 y 2024, en un intento por demo-
cratizar el acceso a la educación superior mediante el 
libre mercado. No obstante, la falta de mecanismos 
de supervisión impidió garantizar la calidad edu-
cativa y la protección de los derechos estudiantiles 
(Cuenca, 2015). En este contexto, el país llegó a contar 
con 41 universidades que ofrecían programas semi-

presenciales (Sunedu, 2020). Sin embargo, con la Ley 
Universitaria de 2014, el número de instituciones que 
impartían educación a distancia se redujo a 24 (Benavi-
des et al., 2022). El licenciamiento provocó que más  
de 600 programas de educación a distancia fueran 
desestimados por las instituciones que no podían ga-
rantizar los requisitos exigidos (Sunedu, 2020). 
 Con ello, se evidenció la necesidad de una regula-
ción más estricta para asegurar una educación supe-
rior de calidad en el país.

ࣈ	 El impacto del COVID-19 en la educación a dis-
tancia
La pandemia puso a prueba el sistema universitario, 
obligándolo a adaptarse rápidamente a entornos vir-
tuales, evidenciando brechas de condiciones para una 
educación remota efectiva. Por un lado, el modelo de 
aseguramiento de la calidad fue pensado principal-
mente para la modalidad presencial. Por este motivo, 
las universidades peruanas no se encontraban prepa-
radas para desarrollar la enseñanza de manera virtual 
durante la emergencia por el COVID-19. Para hacerle 
frente a este problema, se modificó la Ley Universi-
taria en lo asociado a educación a distancia (Decreto  
Legislativo N.° 1496, 2020). 

Por otro lado, el acceso a internet era bajo y desigual. 
Una encuesta aplicada en 12 universidades públicas y 
privadas reveló que solo el 55 % de los estudiantes tenía 
conexión a internet, cifra que se reducía al 32 % en los 
de universidades públicas (Huanca-Arohuanca et al., 
2020). Esta precariedad en la conectividad se reflejó 
en la encuesta nacional sobre deserción universitaria, 
que reportó que el 34.4 % de los estudiantes de uni-
versidades públicas que abandonaron sus estudios 
en el primer semestre de la pandemia lo hicieron por 
la falta o deficiencia del servicio de internet. El acceso li-
mitado generó dificultades para el desarrollo de clases 

Figura 17. Valor diferencial de la ESD

Fuente: elaboración propia con base en Barber et al. (2021).

Flexibilidad Prospecto 
profesional
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personalizado

Oportunidades 
pedagógicas

	• Elimina las barreras físicas para 
estudiantes y profesores.

	• Aprendizaje a su propio ritmo.
	• Inclusión de grupos tradicionalmente 
subrepresentados.

	• Potencia el desarrollo de habilidades 
digitales.

	• Fortalece las habilidades de 
autoaprendizaje.

	• Emula de forma cercana el aprendizaje 
peer-to-peer de los entornos laborales.

	• Fomenta la innovación mediante la adopción 
tecnológica y el uso de equipos especializados 
(labs virtuales, simuladores).

	• Permite generar un «campus global» con 
acceso a líderes mundiales en cada campo.

	• Herramientas virtuales escalan actividades 
prácticas (repetición de experimentos).

	• Acceso digital instantáneo a material 
seleccionado por el docente.

	• Estudiantes como cocreadores del 
material y proceso de aprendizaje.

	• Visualización del progreso de cada 
estudiante con herramientas de 
análisis de aprendizaje.
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virtuales y algunos estudiantes se vieron obligados a 
trasladarse a espacios públicos o zonas elevadas para 
obtener señal de internet (Minedu, 2021c). Si bien el 
acceso de hogares a internet ha aumentado significa-
tivamente en el país, pasando del 40 % en 2019 al 58 % 
en 2025, y del 4 % al 22 %, respectivamente, en los 
hogares rurales52, esta expansión sigue siendo insufi-
ciente para garantizar la sostenibilidad de un modelo 
de educación a distancia a nivel nacional.

La adaptación del cuerpo docente a la enseñanza en 
entornos virtuales fue difícil. Solo el 36 % de los estu-
diantes de universidades públicas calificó como bue-
no el manejo de las tecnologías educativas por parte 
de sus docentes, en contraste con el 71 % en univer-
sidades privadas (Huanca-Arohuanca et al., 2020). 
Además, el Minedu identificó que muchos profeso-
res trasladaron metodologías propias de la enseñan-
za presencial a las clases virtuales sin realizar ajustes 
adecuados, lo que afectó la calidad del aprendizaje. A 
esto se sumó la falta de acceso a equipos tecnológicos 
adecuados por los docentes, lo que dificultó aún más 
la adaptación al entorno digital.

El uso de herramientas tecnológicas por los estudian-
tes era deficiente, lo cual se atribuye a la falta de ha-
bilidades digitales; sobre todo, entre las mujeres en-
cuestadas (Minedu, 2021c). Además, la percepción de 
abandono institucional aumentó debido a la ausen-
cia de sistemas de seguimiento y supervisión desde la 
educación virtual, así como a la falta de programas de 
tutoría y acompañamiento estudiantil, lo que afectó 
la continuidad y la calidad de la educación a distancia.

ࣈ	 Respuestas del Estado peruano frente a los de-
safíos de la pandemia
Ante la necesidad de adaptar el sistema universitario 
peruano a entornos virtuales debido a la pandemia 
y la transición forzada hacia la ERE, el Minedu imple-
mentó diversas acciones entre 2020 y 2022 para for-
talecer la ESD. Estas medidas siguieron estándares 
internacionales que establecen 4 pilares clave para 
garantizar una educación a distancia de calidad:  
i) conectividad y equipamiento tecnológico, ii) desa-
rrollo de competencias digitales y prácticas pedagó-
gicas, iii) plataformas y contenidos virtuales, y iv) sis-
temas de seguimiento y monitoreo en línea (Cappes, 
2022). Las principales intervenciones implementadas 
en este contexto fueron:

	਌ Financiamiento del servicio de internet
Reconociendo que la conectividad es un requi-
sito esencial para la ESD y que su ausencia am-
plía las desigualdades existentes (Iesalc, 2020b), 
el Minedu promovió que las universidades des-

tinaran parte de su presupuesto a la adquisición 
de chips y módems de internet para docentes y es-
tudiantes de bajos recursos (Decreto de Urgencia 
N.° 107-2020, 2020; Decreto Legislativo N.° 1465, 
2020). En 2020, se invirtieron 61.4 millones de 
soles (USD 16.1 millones) en esta iniciativa, bene-
ficiando a 233 000 estudiantes (70 % del total) y 
a los 22 582 docentes del sistema universitario 
(Minedu, 2021c). Para 2021, la Ley N.° 32513, Ley de 
Presupuesto del Sector Público, asignó un mon-
to adicional de 69 millones de soles (USD 18.3 mi-
llones) para continuar garantizando el acceso a 
internet de la comunidad universitaria (Decreto 
Supremo N.° 002-2021-Minedu, 2021).

	਌ Inversión en infraestructura tecnológica
En términos de infraestructura, el Decreto de 
Urgencia N.° 117-2020 (2020) autorizó una trans-
ferencia de 43.2 millones de soles (USD 11.5 mi-
llones) para que 34 universidades públicas me-
joraran sus laboratorios de cómputo, brindaran 
mantenimiento a su infraestructura tecnológica 
y redujeran la brecha digital. En 2022, el Minedu 
destinó 22 millones de soles (USD 5.8 millones) 
para la creación de «centros universitarios de co-
nectividad» en universidades públicas ubicadas 
en regiones con bajo acceso a internet. Estos 
centros buscaron proporcionar software es-
pecializado y acceso a recursos digitales para 
mejorar las condiciones de aprendizaje de los 
estudiantes (Resolución Viceministerial N.° 017- 
2022-Minedu, 2022).

	਌ Fortalecimiento de competencias digitales
A través del PMESUT, el Gobierno colaboró con 
instituciones líderes53 para capacitar a 52 univer-
sidades públicas en el uso de entornos virtuales 
de enseñanza. Entre los principales logros de 
esta iniciativa, destacan: i) la elaboración de un 
diagnóstico institucional sobre la capacidad de 
ofrecer programas a distancia, ii) la asistencia téc-
nica y adaptación de 1144 cursos modelo con es-
tándares de calidad internacional, iii) el desarrollo 
de protocolos y sistemas de monitoreo para una 
transición planificada de la ERE a una educa-
ción a distancia sostenible, y iv) la capacitación 
en competencias digitales de más de 5000 do-
centes, 15 000 estudiantes y 300 miembros del 
personal técnico (Iesalc, 2021; Minedu, 2021a).

ࣈ	 Adaptación del sistema universitario ante la  
COVID-19
El marco regulatorio de la educación superior en Perú 
fue diseñado con un enfoque exclusivo en el asegu-
ramiento de la calidad de la modalidad presencial, lo 

52 Según los datos de la Enaho para 2019-2025.
53 Laspau-Harvard, en alianza con el Tecnológico de Monterrey y U-Planner; British Council con la Universidad de Liverpool; Unesco-Iesalc;   
    la alianza entre la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED) de España con la Universidad de Ingeniería y Tecnología (UTEC)  
   y Tecsup; y la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP).
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que restringió el desarrollo de alternativas educativas a 
distancia (Centro para el Análisis de Políticas Pública de 
Educación Superior [Cappes], 2022). Como resultado, 
las universidades no contaban con las condiciones ne-
cesarias para una transición rápida a entornos virtuales 
de enseñanza cuando la pandemia de COVID-19 obli-
gó a adoptar la ERE. Ante esta situación, el Gobierno 
implementó medidas extraordinarias para garantizar 
la continuidad educativa, flexibilizando temporal-
mente las normativas vigentes. De esta manera, se 
emitieron diversas resoluciones y ajustes normativos 
(figura 18) para enfrentar la pandemia y permitir el de-
sarrollo de la educación a distancia. 

Figura 18. Normativas impulsadas en el marco de la ERE y el retorno a la presencialidad

Tras la declaración del estado de emergencia nacio-
nal y la suspensión del inicio del ciclo académico, el 
Gobierno respondió con la elaboración de guías y nor-
mativas que facilitaran la transición hacia la ERE, bus-
cando garantizar la continuidad del servicio educati-
vo. En este marco, la Sunedu (Resolución del Consejo 
Directivo N.° 039-2020, 2020) estableció los criterios 
para supervisar el cumplimiento de las CBC bajo la 
ERE y aclaró que esta adaptación a entornos virtuales 
era una medida excepcional que no representaba un 
cambio de modalidad. Complementariamente, el Mi-
nedu publicó una serie de recomendaciones y buenas 
prácticas pedagógicas para orientar a universidades 
y escuelas de posgrado en la adecuación de sus pro-
gramas a la enseñanza virtual (Resolución Viceministe-
rial N.° 085-2020-Minedu, 2020). Una vez asegurada la 
continuidad académica en todas las universidades 
licenciadas, la Sunedu decidió suspender el requisito 
de solicitar una modificación de licencia para aque-
llas instituciones que quisieran ofrecer programas se-
mipresenciales o a distancia hasta fines de 2022. Esto 
permitió que las universidades continuaran impar-
tiendo programas no presenciales sin necesidad de 
someterse a un proceso formal de evaluación por la 
Sunedu (Cappes, 2022).

ࣈ	 Estado de la oferta y acceso a programas de ESD
La pandemia impulsó un crecimiento significativo 
en la oferta de educación universitaria a distancia en 
Perú. El número de programas autorizados en esta 
modalidad pasó de 294 a 408 entre 2020 y 2022, lo 
que representa un aumento de más del 40 % (Benavi-
des et al., 2022). A pesar de este crecimiento, los pro-
gramas no presenciales siguieron siendo una minoría 
dentro del sistema de educación superior, represen-
tando apenas el 6 % del total de la oferta académica 
en 202354. Sin embargo, la educación a distancia logró 
mayor presencia en posgrado, llegando a representar 
el 17 % de la oferta total de posgrado a nivel nacional.

Las universidades licenciadas que ofrecían progra-
mas no presenciales entre 2020 y 2022 fueron mayori-
tariamente privadas. Antes de la pandemia, 23 univer-
sidades privadas contaban con programas formativos 
en modalidad no presencial, frente a 1 universidad pú-
blica. En la pandemia, 11 universidades privadas más 
implementaron programas a distancia. Este contraste 
podría reflejar una mayor resistencia al cambio en las 
instituciones públicas, pero también una menor capa-
cidad de adaptación a modelos educativos digitales, 
lo que limita la oferta de programas flexibles desde el 
sector estatal. A diciembre de 2022, 29 universidades 
privadas y 1 universidad pública ofrecían programas 
no presenciales. En términos de programas, existían 
300 programas de pregrado, 243 de maestría y 5 de 
doctorado en modalidades no presenciales en univer-
sidades privadas frente a solo 7 programas de pregra-
do en modalidades no presenciales en las públicas55.

4.5 Aspectos regulatorios sobre la educación a dis-
tancia en Perú

4.5.1. Limitaciones de la Ley Universitaria de 2014
La Ley Universitaria definió la educación a distancia 
o no presencial como una modalidad sustentada en 

54 De acuerdo con datos del Siries para 2023: presencial, 75.9 %; a distancia, 6.6 %; semipresencial, 13.6 %; y virtual, 3.8 %.
55 Solicitud de información realizada el 8 de diciembre de 2022 mediante Número de Registro de Trámite Documentario 	   	   
    057219-2022-Sunedu-TD para obtener información de Sunedu de 2022.

Fuente: elaboración propia.
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Figura 19. Comparativo de modelos de licenciamiento emitidos por la Sunedu

Licenciamiento 
institucional

Licenciamiento para 
universidades nuevas

Licenciamiento de 
programas a distancia y 
semipresenciales

Renovación de licencia 
institucional

Resolución RCD 006-2015 RCD 043-2020 RCD 105-2020 RCD 032-2021

Vigencia Sí Sí Sí Sí

Ámbito de 
aplicación
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el primer proceso de 
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cabo en el periodo 2015-2020.
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Fuente: elaboración propia.
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entornos virtuales de aprendizaje. Además, estableció 
ciertas condiciones para su implementación: i) la Su-
nedu como responsable de autorizar la creación de 
programas académicos en esta modalidad y de ga-
rantizar que cumplan con «los mismos estándares de 
calidad que las modalidades presenciales», ii) se fija-
ron requisitos para la homologación o revalidación de 
grados académicos obtenidos en el extranjero a tra-
vés de esta modalidad, iii) se estableció que los pro-
gramas de pregrado a distancia no pueden superar el 
50 % del total de créditos, y iv) se prohibió el desarrollo 
de programas de maestría y doctorado exclusivamen-
te en modalidad a distancia.

Asimismo, la Ley Universitaria reguló el acceso a car-
gos directivos en el sistema universitario. Para ser de-
signado superintendente o miembro del Consejo Di-
rectivo de la Sunedu, los grados académicos deberían 
haber sido obtenidos con estudios presenciales. Este 
requisito también se aplicó a cargos de rector y deca-
no. En la docencia universitaria, para alcanzar la cate-
goría de profesor principal era indispensable contar 
con título profesional y grado de doctor, obtenido me-
diante estudios presenciales. Como resultado, solo los 
estudios presenciales fueron reconocidos como ha-
bilitantes para la gestión universitaria y la promoción 
en la carrera docente, dejando de lado la formación 
semipresencial o a distancia (Velazco Lozada & Rugel 
Oyola, 2019).

La Ley Universitaria genera diversas interpretaciones. 
En primer lugar, la exigencia de que «los programas 
de educación a distancia cumplan los mismos están-
dares que las modalidades presenciales» no especifi-
ca si se trata de regular con igual rigor, considerando 
las particularidades de la educación a distancia, o si se 
busca aplicar exactamente los mismos criterios utili-
zados para la educación presencial. Esta ambigüedad 
puede derivar en una evaluación inadecuada de la 

educación a distancia, al no reconocer sus caracterís-
ticas distintivas (International Council for Open and 
Distance Education [ICDE], 2017). En segundo lugar, la 
Ley Universitaria impide que más del 50 % de los cré-
ditos de un programa de pregrado se cursen a distan-
cia, lo cual fue establecido sin un sustento técnico claro. 
Esto restringió la posibilidad de ofrecer programas de 
pregrado completamente a distancia, permitiendo 
únicamente formatos semipresenciales (Barrios Ipen-
za & Olivo Chang, 2019; Cappes, 2022).

Además, el primer modelo de licenciamiento uni-
versitario (Sunedu, 2015) establece CBC para la edu-
cación presencial, dejando en un segundo plano la 
educación semipresencial y a distancia. Como resul-
tado, se generaron ciertas restricciones para su desa-
rrollo. En este sentido, diversos especialistas han se-
ñalado la necesidad de diseñar un marco regulatorio 
que reconozca las particularidades de la educación 
a distancia dentro del sistema universitario peruano 
y que esté alineado con estándares internacionales. 
Esto permitiría superar los prejuicios sobre su cali-
dad y sus resultados de aprendizaje (Cappes, 2022). 
Recién en 2020 (Resolución del Consejo Directivo N.° 
105-2020, 2020), la norma establece criterios especí-
ficos para asegurar la calidad en modalidades de la 
educación universitaria no presencial.
 
4.5.2. Flexibilización producto de la pandemia del 
COVID-19
La pandemia impulsó la necesidad de revisar y ajus-
tar la normativa relacionada con la ESD más allá de 
la coyuntura inmediata. Desde la Ley Universitaria 
hasta la implementación de la ERE y la evaluación de 
las condiciones para el retorno a la presencialidad, el 
Gobierno inició un proceso de modificación regulato-
ria en torno a la ESD. Estas modificaciones (figura 20), 
en algunos casos, favorecieron su desarrollo, mientras 
que en otros impusieron nuevas restricciones. En plena 

Figura 20. Cronología del marco que regula la ESD en Perú

Fuente: elaboración propia.
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emergencia sanitaria (mayo de 2020), se modificó un 
artículo de la Ley Universitaria (Decreto Legislativo N.° 
1496, 2020) eliminando 2 restricciones clave: la que 
impedía que los programas de pregrado superaran 
el 50 % de sus créditos en modalidad a distancia y la 
prohibición de ofrecer maestrías y doctorados exclu-
sivamente bajo esta modalidad. La eliminación de 
estas barreras fue considerada como «un paso funda-
mental para potenciar las modalidades de enseñan-
za remota en la malla curricular de las universidades 
peruanas» (Iesalc, 2021). Además, la norma estableció 
un plazo de 30 días hábiles para que la Sunedu defi-
niera las disposiciones que regularían los estándares 
mínimos de calidad en las modalidades semipresen-
cial y a distancia.

En respuesta, la Sunedu aprobó en 2020 una norma-
tiva (Resolución del Consejo Directivo N.° 105-2020, 
2020) que estableció los criterios específicos para es-
tas modalidades. Esta norma determinó el porcentaje 
máximo de créditos permitidos en cada tipo de for-
mación y dio luz verde al «modelo de licenciamiento 
de programas en las modalidades semipresencial y 
a distancia», que por primera vez definió CBC especí-
ficas para estas alternativas educativas. Este modelo 
de licenciamiento contempla 20 indicadores, organi-
zados en 5 CBC fundamentales: i) propuesta formati-
va y normativa, ii) criterios para el cuerpo docente, iii) 
soporte académico y administrativo, iv) infraestructu-
ra tecnológica y física, y v) estrategias y mecanismos 
para el desarrollo de la modalidad semipresencial. 
Estos cambios representaron un avance en la regu-
lación de la educación a distancia en Perú, marcando 
un nuevo enfoque en la supervisión y el aseguramien-
to de la calidad en estas modalidades.

En dicha normativa, la Sunedu estableció que un pro-
grama en modalidad a distancia no podría tener más 
del 80 % del total de créditos en formato virtual. Esta 
medida tenía como objetivo garantizar una formación 
integral que incluyera al menos un 20 % de interacción 
presencial para la modalidad a distancia, equivalente a 
aproximadamente 1 año académico dentro del sistema 
universitario peruano. Con ello, se buscaba mante-
ner las experiencias formativas que tradicionalmen-
te se desarrollan en el campus universitario (Sunedu, 
2020). Esta normativa también incluyó una excepción: 
que algunos programas de pregrado diseñados para 
adultos mayores de 24 años pudieran ofrecer la tota-
lidad de sus créditos en modalidad a distancia. Esta 
excepción respondía a las necesidades de un grupo 
de estudiantes que contaba con experiencia académi-
ca o laboral previa, y que requería una mayor flexibilidad 
para completar su educación superior (Sunedu, 2020). 

Hacia finales de 2022, en un intento por fortalecer el 
componente presencial en los programas de pre-
grado, la Sunedu modificó nuevamente la normati-
va y eliminó esta excepción (Resolución del Consejo 
Directivo N.° 138-2022-Sunedu/CD, 2022; Resolución 
del Consejo Directivo N.° 030-2023-Sunedu/CD, 2023). 
Con ello, todos los programas de pregrado en modali-
dad a distancia quedaron sujetos al límite del 80 % de 
créditos virtuales, sin distinción de grupo etario o per-
fil de estudiante. En noviembre de 2023, se introduje-
ron nuevos cambios (Resolución del Consejo Directivo  
N.° 033-2023/Sunedu-CD, 2023): el porcentaje de cré-
ditos virtuales que pueden llevarse bajo la modalidad 
semipresencial se redujo del 70 % al 60 % para ambos 
niveles de programa de estudio, y se indicó explícita-
mente que los programas de posgrado pueden llegar 
al 100 % de los créditos virtuales. Asimismo, se dispuso 
que los créditos a distancia pueden emplearse para el 
desarrollo de asignaturas de naturaleza teórica o de 
estudios generales. 

Además, se prohibieron las modalidades a distancia y 
semipresencial en el dictado de 13 carreras vinculadas 
a ciencias de la salud y de la vida: Biología, Enfermería, 
Farmacia, Ingeniería Sanitaria, Medicina, Nutrición, 
Obstetricia, Odontología, Psicología, Tecnología del 
Diagnóstico y Tratamiento Médico, Terapia y Rehabi-
litación, Trabajo Social, y Veterinaria. Esta disposición 
aplicaba también a nivel de posgrado en aquellos 
programas en los que se requiere el uso del campo y 
laboratorios clínicos.

4.5.3. Situación actual
ࣈ	 La Ley N.° 31520 y sus repercusiones

Esta norma modificó la Ley Universitaria en lo refe-
rente a la conformación y las funciones de la Sunedu. 
Entre los cambios más relevantes, está su redefinición56, 
la limitación de su función en el licenciamiento57 y la 
eliminación del requisito de estudios presenciales: se 
suprime la exigencia de haber obtenido un grado 
académico mediante estudios presenciales para 
poder integrar el Consejo Directivo de la Sunedu. 
Uno de los efectos más significativos de esta ley es 
la eliminación de la competencia de la Sunedu para 
aprobar o denegar solicitudes de licenciamiento de 
programas académicos, lo que incluye la regulación 
de la ESD. Con ello, la Sunedu deja de tener injeren-
cia en la creación de nueva oferta formativa, lo que 
abre la puerta a un escenario menos regulado en la 
expansión de programas educativos bajo esta moda-
lidad. Este cambio generó incertidumbre respecto al 
futuro de la ESD en Perú, ya que dejó sin un mar-
co normativo claro la supervisión de su calidad y las 
condiciones mínimas requeridas para su desarrollo.

56 Sunedu pasó a ser un ente autónomo, dejando de estar adscrito al Minedu. Se le otorga autonomía técnica, funcional, económica, 	
   presupuestal y administrativa, eliminando su anterior clasificación como organismo técnico especializado.
57 Sunedu pierde la facultad de aprobar o denegar solicitudes de licenciamiento de programas académicos, así como de normar las CBC 	
   de facultades, escuelas y programas de estudio. Su función queda reducida exclusivamente al licenciamiento de universidades y filiales.
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100 %

	਌ Evaluación de satisfacción: aplicación de encues-
tas periódicas a estudiantes y docentes para medir 
la efectividad de la modalidad a distancia y estable-
cer mejoras con base en los resultados obtenidos.

Para aquellas carreras cuyo desarrollo requiere com-
ponentes presenciales esenciales, como prácticas de 
laboratorio o formación profesional especializada, la 
ley establece regulaciones adicionales:

	਌ Listado de carreras con requerimiento presencial: 
cada universidad deberá elaborar y remitir un lis-
tado de materias que requieren presencialidad. 
Este listado será aprobado por la autoridad uni-
versitaria correspondiente y presentado ante la 
Sunedu para su validación y publicación.

	਌ Normativa para componentes presenciales: se 
implementarán regulaciones específicas para de-
finir los requisitos mínimos de infraestructura y 
equipamiento necesarios en los programas con 
componentes presenciales obligatorios.

	਌ Supervisión de formación presencial: la Sunedu 
llevará a cabo inspecciones periódicas para verifi-
car el cumplimiento de los estándares de calidad 
en la formación práctica de estas carreras.

Esta ley marca un punto de inflexión al consolidar 
la educación a distancia como una opción estable, 
flexible y regulada, eliminando restricciones previas e 

ࣈ	 Nuevo paradigma de la educación a distancia con 
la Ley N.° 32105
La Ley N.°32105 modifica la Ley Universitaria y conso-
lida la educación a distancia como una modalidad 

Figura 21. Porcentaje máximo de créditos virtuales por modalidad y programa de 
estudio, según normativa vigente

permanente en la educación superior, fortalecien-
do su accesibilidad. Esta norma introdujo 2 cambios 
fundamentales:

	਌ Licenciamiento permanente: se establece que 
el licenciamiento otorgado por la Sunedu tendrá 
carácter permanente, eliminando la necesidad 
de renovaciones periódicas.

	਌ 100 % de créditos en modalidad a distancia: se 
permite que los programas académicos puedan 
desarrollarse íntegramente a distancia, eliminan-
do los límites previos de créditos virtuales.

La ley establece mecanismos específicos para garantizar 
la calidad de la educación a distancia y regular su imple-
mentación en las universidades e instituciones de educa-
ción superior58. En el caso de los programas que combinen 
las modalidades presenciales y a distancia, se requerirá 
un proceso de aprobación específico por la Sunedu. Para 
fortalecer la educación a distancia, la norma contempla:

	਌ Plataforma de gestión académica virtual: im-
plementación de plataformas digitales que fa-
ciliten la interacción continua entre docentes y 
estudiantes, integrando herramientas para se-
guimiento, evaluación y retroalimentación.

	਌ Estándares de calidad para las TIC: definición 
de criterios mínimos de calidad para las herra-
mientas tecnológicas utilizadas en la enseñanza 

58 La norma especifica que se contarán con las siguientes herramientas para el monitoreo y la supervisión de las CBC: i) plataforma de 
    monitoreo y evaluación continua: consiste en la implementación de una plataforma digital que permita la supervisión y la evaluación 	
    continua de las universidades, con indicadores de calidad educativa y de uso de recursos públicos; ii) auditorías públicas internas  	
    y/o externas: se realizarán auditorías públicas cada 3 años para verificar y/o corregir el cumplimiento de las CBC y la transparencia  	
   en el uso de recursos públicos; iii) sistema de alerta temprana: consiste en la creación de un sistema de alerta temprana que detecte 
   posibles incumplimientos o desviaciones en las universidades, permitiendo la intervención oportuna de la Sunedu; iv) informe 	
   anual de cumplimiento: consiste en la presentación de un informe anual de cumplimiento por parte de las universidades, detallado  	
   el cumplimiento de las CBC educativas y el uso de recursos públicos; y v) sanciones y correctivos: consiste en el establecimiento 	
   de un régimen de sanciones y procedimientos correctivos para las universidades que incumplan con las normativas establecidas.

virtual, asegurando su accesibilidad y efectividad.
Capacitación continua para docentes: programas 
de formación en el uso de TIC y metodologías pe-
dagógicas adaptadas a entornos virtuales.

Fuente: elaboración propia.
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la efectividad de la modalidad a distancia y es-
tablecer mejoras.

	਌ Reglamentación adicional. La Sunedu debe emi-
tir normativa adicional para regular las materias 
académicas de las carreras que requieran com-
ponentes presenciales obligatorios, con el fin de 
garantizar la calidad en programas que deman-
den formación práctica.

4.6. Tendencias en la regulación de la ESD

La regulación de la educación superior implica la de-
finición de requisitos y condiciones tanto para el in-
greso como para la permanencia de las universidades 
en el sistema educativo. Estos criterios buscan garan-
tizar una provisión de calidad y suelen centrarse en 
aspectos clave como desarrollo de habilidades y com-
petencias en los estudiantes, calificación y formación 
del cuerpo docente, infraestructura tecnológica, dise-
ño curricular y carga académica, perfiles de egreso y 
expedición de títulos, tipos de evaluación y redes de 
apoyo académico, y relación entre tutores y estudian-
tes (James et al., 2013; Rama, 2017, p. 1089). 

En este contexto, el análisis de los marcos normativos 
de la ESD de países de la región (Colombia y Brasil) y 
otros (España, Australia y Reino Unido) (box 5) permite 
identificar 4 grandes categorías regulatorias: i) requi-
sitos para la autorización de programas académicos, 
ii) criterios académicos esenciales para su funciona-
miento, iii) elementos institucionales clave para las IES 
que los ofrecen, y iv) mecanismos de aseguramiento 
de la calidad. A continuación, se detalla cada una de 
estas categorías.

ࣈ	 Autorización para la creación de programas a 
distancia
En todos los países, la oferta de educación superior 
requiere la autorización de una entidad estatal. Sin 
embargo, la regulación específica de la educación a 
distancia presenta 2 enfoques predominantes. Por 
un lado, en los países anglosajones, las IES deben 
inscribirse en un registro inicial que las habilita para 
ofrecer programas académicos y otorgar títulos, sin que 
la normativa haga distinción según la modalidad de en-
señanza. Por otro lado, en países iberoamericanos como 
Brasil, Colombia y España, existen regulaciones diferen-
ciadas para la educación a distancia, lo que implica re-
quisitos adicionales y una autorización específica.

En Colombia y España, por ejemplo, un programa es 
considerado a distancia solo si al menos el 80 % de 
sus créditos se imparten bajo esta modalidad. En Bra-
sil, desde 2017, las instituciones privadas deben obte-
ner una acreditación previa del Ministerio de Educa-
ción para ofrecer programas a distancia, mientras que 

introduciendo mecanismos de supervisión que bus-
can garantizar su calidad. No obstante, para aquellas 
carreras en las que la presencialidad es indispensa-
ble, se establecen medidas específicas que aseguran 
una formación integral y adecuada a las exigencias 
profesionales.

ࣈ	 Guía de orientación59 para la aplicación de la Ley 
N.° 32105
Esta guía responde a las consultas más frecuentes 
sobre la implementación de la ley y brinda lineamien-
tos para su aplicación en el sistema de educación su-
perior. La guía se estructura en 6 secciones, en las que 
se abordan los antecedentes, objetivos y mecanismos 
de aseguramiento de la calidad en la educación a dis-
tancia, así como las actividades previstas para la futu-
ra reglamentación de la ley. Entre los aspectos más 
relevantes destacan:

	਌ CBC y supervisión. Aunque la Ley N.° 32105 (2024) 
eliminó la necesidad de renovación del licencia-
miento, las CBC siguen siendo obligatorias para 
todas las universidades. En este sentido, la Sune-
du continuará realizando supervisión y fiscaliza-
ción para verificar su cumplimiento.

	਌ Modelos de licenciamiento aplicables. Para la 
verificación y supervisión de las CBC, se mantienen 
vigentes los modelos de licenciamiento institucional 
(Resolución del Consejo Directivo N.° 006-2015- 
Sunedu/CD, 2015), para universidades nuevas 
(Resolución del Consejo Directivo N.° 043-2020- 
Sunedu/CD, 2020) y para modalidades semipre-
senciales y a distancia (Resolución del Consejo 
Directivo N.° 105-2020, 2020).

	਌ Modelos derogados. Modelos de renovación de 
licencia y procesos de licenciamiento específi-
cos para determinados programas académicos, 
como los de medicina y educación.

	਌ Desarrollo de estándares para la educación a 
distancia. La guía incluye anexos con estánda-
res específicos para la educación a distancia, los 
cuales regulan aspectos fundamentales como:

Uso de plataformas virtuales: lineamientos para 
la implementación y gestión de entornos digi-
tales de aprendizaje.
Cumplimiento de estándares de TIC: criterios 
de calidad para garantizar la efectividad y acce-
sibilidad de las herramientas tecnológicas utili-
zadas en la educación virtual.
Capacitación docente: requisitos y estrategias para 
la formación continua de los docentes en meto-
dologías de enseñanza en entornos digitales.
Evaluación de satisfacción: aplicación de en-
cuestas a estudiantes y docentes para medir 

59  Ver Resolución del Consejo Directivo N.° 040-2024, Guía de orientación para la aplicación de la Ley N.° 32105.
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las universidades públicas reciben automáticamente 
esta acreditación por un periodo de 5 años. En Colom-
bia, aunque no existe una regulación exclusiva para la 
educación a distancia, el registro calificado establece 
ciertos requisitos específicos para estos programas. En-
tre ellos, se exige una estructura organizativa y polí-
ticas institucionales que garanticen el seguimiento 
y acompañamiento de los estudiantes por parte de 
tutores, así como la disponibilidad de infraestructura 
física o herramientas tecnológicas adecuadas.

ࣈ	 Elementos académicos esenciales en los pro-
gramas a distancia
La regulación sobre la operación de los programas de 
ESD abarca aspectos como la estructura académica, 
la función docente, el apoyo a estudiantes y docen-
tes, y la transparencia en la información. En cuanto a 
la estructura académica, la mayoría de los países no 
imponen restricciones de admisión en función de 
características personales como la edad. En España, 
la normativa enfatiza la transparencia en los proce-
dimientos de acceso, requisitos tecnológicos y com-
petencias digitales mínimas necesarias para los pos-
tulantes. En general, los países analizados priorizan la 
claridad en la divulgación de información sobre selec-
ción, derechos, deberes y costos para los estudiantes.

Sobre la organización del servicio educativo, si bien no 
hay regulaciones específicas para la modalidad a dis-
tancia, todos los marcos normativos revisados inclu-
yen estándares mínimos en cuanto a currículo, plan 
de estudios, flexibilidad en las rutas de aprendizaje, 
contenido de las actividades y criterios de evaluación. 
Solo Australia, España y Brasil han desarrollado nor-
mativas específicas para la evaluación en la educación 
a distancia, garantizando que los mecanismos de eva-
luación sean adecuados a esta modalidad y protejan 
la autoría de los exámenes.

En cuanto a la función docente, todas las normativas 
revisadas exigen que las IES contraten profesores ca-
pacitados y con experiencia. No obstante, solo Espa-
ña y Brasil han desarrollado regulaciones diferencia-
das para la educación a distancia, enfatizando en la 
capacitación en competencias digitales y estrategias 
pedagógicas para entornos virtuales. Además, estos 
países establecen requisitos obligatorios para la ac-
tualización y formación continua del personal docen-
te. Australia, por su parte, recomienda la creación de 
espacios virtuales de interacción académica y la pro-
visión de recursos digitales adecuados, aunque sin ca-
rácter vinculante.

ࣈ	 Elementos institucionales esenciales en las IES 
que ofrecen programas a distancia
Además de los aspectos académicos, los marcos re-
gulatorios han establecido criterios organizacionales 
clave para la ejecución de la ESD. Un elemento funda-

mental es el apoyo a estudiantes y docentes. Los sis-
temas normativos de España, Colombia y Brasil inclu-
yen regulaciones específicas para la implementación 
de mecanismos de acompañamiento académico y 
bienestar estudiantil. En contraste, Australia solo ofrece 
recomendaciones no obligatorias en este ámbito. En 
cuanto a la capacitación digital de los estudiantes, Aus-
tralia y España son los únicos países que han abordado 
este aspecto de manera explícita en sus normativas.

El soporte técnico para los docentes es otro aspec-
to relevante. España exige la contratación de perso-
nal especializado para garantizar el funcionamiento 
adecuado de los sistemas de aprendizaje virtual y 
asistencia a los estudiantes en cuestiones tecnoló-
gicas y administrativas. En Brasil, el apoyo técnico se 
canaliza a través de «polos descentralizados», centros 
que ofrecen respaldo académico, tecnológico y admi-
nistrativo a los programas de educación a distancia. 
En términos de estructura organizacional, todos los 
países analizados, excepto el Reino Unido, han regula-
do la gobernanza de las IES sin hacer distinciones entre 
la educación presencial y la educación a distancia. De 
manera similar, aunque la investigación es un com-
ponente clave en la educación superior, ningún país 
ha desarrollado normativas específicas para fomentar 
la investigación en programas a distancia.

En cuanto a la transparencia y el monitoreo institu-
cional, 4 de los 5 países analizados exigen que las IES 
publiquen información administrativa y académica. 
En Brasil y España, la normativa enfatiza el uso de ca-
nales digitales para difundir estos datos. En Colombia, 
las IES con registro calificado deben acreditar que 
cuentan con la infraestructura tecnológica adecuada 
para la educación a distancia. Respecto a la supervi-
sión de calidad, los países han establecido controles 
periódicos mediante procesos de reacreditación. Co-
lombia y Australia fijan un plazo máximo de 7 años 
para la renovación de acreditaciones, mientras que en 
España y Brasil el período se determina caso por caso. 
Únicamente en España, la acreditación se realiza a ni-
vel de programa académico, mientras que en Colom-
bia, Brasil y Australia se otorga a nivel institucional.

ࣈ	 Mecanismos de aseguramiento de la calidad en 
programas a distancia
El aseguramiento de la calidad es una prioridad en 
los sistemas educativos de los países analizados. To-
dos cuentan con regulaciones vinculantes que esta-
blecen mecanismos de control y mejora de la calidad 
en la educación superior, sin distinción de modalidad. 
Sin embargo, solo España y Brasil han desarrollado 
normativas específicas para la educación a distancia. 
España ha definido un conjunto de recomendaciones 
y buenas prácticas que las agencias de calidad deben 
considerar al evaluar programas a distancia. Brasil, por 
su parte, ha establecido requisitos mínimos obligatorios 
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para la acreditación y reacreditación de instituciones 
que ofrecen educación a distancia. En cambio, el Rei-
no Unido adopta un enfoque basado en la autorregu-
lación de las IES y el desarrollo de auditorías solo en 
casos de sospecha de incumplimiento. A diferencia 
de otros países, no establece procesos de reacredita-
ción periódicos, sino que solicita información variable 
en función de sus objetivos anuales.

4.8. La educación superior a distancia en Perú con 
relación a la experiencia internacional 

ࣈ	 Enfoque del Estado en la regulación
Los marcos regulatorios analizados varían según el 
grado de consolidación de los sistemas universitarios 
en cada país. En aquellos con sistemas más robustos, 
como Australia y el Reino Unido, la regulación es menos 
estricta y se basa en un enfoque de análisis de riesgo 
(risk-based approach). En estos casos, las autoridades 
solo intervienen cuando existe un riesgo evidente de 
incumplimiento de los estándares establecidos. Como 
resultado, las normativas tienden a ser generales y la 
supervisión ocurre solo en situaciones específicas de in-
cumplimiento. Además, una vez que las universidades 
obtienen la autorización para operar, gozan de un alto 
grado de autonomía y autogestión, reflejando la con-
fianza que el Estado deposita en ellas. Por otro lado, en 
países como España, Colombia y Brasil, el Estado juega 
un papel más activo en el aseguramiento de la calidad, 
adoptando un modelo de regulación colegiada. El sis-
tema peruano presenta similitudes con el enfoque ibe-
roamericano, con un rol regulador más intervencionista 
y una supervisión más detallada de las instituciones.

ࣈ	 Autonomía de los organismos reguladores
En Australia, el Reino Unido y España, la legislación 
establece que las agencias reguladoras son totalmen-
te autónomas de las entidades rectoras a las que es-
tán adscritas. En contraste, en Colombia y Brasil, las 
agencias Comisión Nacional Intersectorial de Ase-
guramiento de la Calidad de la Educación Superior 
(Conaces) y Comisión Nacional de Evaluación de la 
Educación Superior (Conaes) presentan cierto grado 
de injerencia estatal, ya que sus consejos de gobierno 
incluyen representantes de instituciones públicas y 
privadas del sistema educativo. En el caso de la Sune-
du en Perú, su estructura se asemeja más al modelo 
de autonomía adoptado por el Reino Unido, Australia 
y España, ya que cuenta con un consejo de gobierno 
independiente, conformado por diversos actores del 
sector universitario.

ࣈ	 Regulación específica para la educación a 
distancia
Mientras que en Australia y el Reino Unido la regu-
lación es general y no diferencia entre modalidades 
educativas, en países iberoamericanos como Brasil, 
España y Colombia existen normativas específicas 
para la educación a distancia. En este sentido, Perú 

siguió la tendencia iberoamericana, incorporando re-
querimientos específicos para los programas a distan-
cia en su marco normativo.

ࣈ	 Autorización de programas a distancia
En línea con la experiencia internacional, en Perú to-
das las instituciones de educación superior deben ob-
tener una autorización estatal para operar, otorgada 
mediante un proceso de licenciamiento institucional. 
Además, el país ha seguido la tendencia de Colombia 
y España al permitir programas universitarios con el 
100 % de créditos a distancia. Sin embargo, algunas 
carreras con requerimientos prácticos o clínicos de-
ben contar con componentes presenciales obligato-
rios para garantizar una formación adecuada.

ࣈ	 Elementos académicos claves para los progra-
mas a distancia

	਌ Formación docente
La calidad docente es un aspecto clave en todos 
los marcos regulatorios analizados. Brasil y Espa-
ña establecen requisitos específicos para la capa-
citación docente en educación a distancia, mien-
tras que Australia recomienda la formación en 
metodologías virtuales sin imponerla como obli-
gatoria. Perú exige que las instituciones cuenten 
con un perfil docente adecuado para esta moda-
lidad, incluyendo capacitaciones en TIC y meto-
dologías pedagógicas virtuales.

	਌ Mecanismos de soporte académico y tecnológico
La mayoría de países regula el acompañamien-
to académico y los mecanismos de soporte para 
docentes y estudiantes en educación a distancia. 
En Perú, desde 2020, el modelo de licenciamien-
to contempla estos aspectos dentro de la quinta 
CBC, que exige mecanismos de información, in-
ducción y seguimiento para los estudiantes.

	਌ Estructura organizacional
A diferencia de otros países, Perú exige cambios 
organizacionales en las universidades que ofre-
cen programas a distancia. La tercera CBC del 
modelo de licenciamiento establece la necesi-
dad de áreas especializadas en diseño de mate-
riales didácticos, capacitación docente, gestión 
de plataformas virtuales y mejora continua.

	਌ Investigación
En Perú, la investigación es un componente cla-
ve en el licenciamiento universitario general. Sin 
embargo, el modelo específico para programas a 
distancia no incluye un requisito de investigación 
dentro de sus CBC.

	਌ Gestión de recursos digitales
Siguiendo la tendencia internacional, el mode-
lo peruano de licenciamiento establece están-
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dares mínimos de infraestructura y tecnología, 
exigiendo plataformas virtuales estables y sis-
temas de gestión académica. A diferencia de 
otros países, también requiere que las universi-
dades cuenten con espacios físicos para ciertas 
actividades presenciales.

ࣈ	 Aseguramiento de la calidad en la educación a 
distancia
Al igual que en países como Australia, Brasil y España, el 
sistema peruano enfatiza el aseguramiento de la calidad 
mediante procesos de control periódico. Sin embargo, 

MEDIDAS PARA LA MEJORA DE LA ESTP
La educación superior en Perú atravesó una década 
marcada por avances y desafíos. Sin embargo, frente 
a la actual transformación tecnológica en el ámbito 
laboral y educativo, es necesario centrar el foco en el 
impacto que la educación superior puede tener en 
la empleabilidad del estudiante y en el desarrollo 
productivo del país. Si bien en los últimos años se ha 
logrado una oferta universitaria que cumple condicio-
nes básicas de calidad (CBC), las otras alternativas for-
mativas no han logrado culminar una primera etapa 
de sus procesos de aseguramiento de la calidad.

En este contexto, proponemos una serie de medidas 
para la mejora de la ESTP agrupadas en 5 ejes estra-
tégicos: i) institucionalidad y gobernanza, ii) asegura-
miento y fomento de la calidad, iii) tránsito y perma-
nencia en la educación superior, iv) pertinencia de 
la educación superior, y (v) investigación, desarrollo 
e innovación (I+D+i). Las medidas varían según re-
querimientos necesarios para su implementación. 
Algunas medidas demandan ajustes o cambios nor-
mativos a nivel de ley o cambios normativos meno-
res o nulos, y otras requieren diferentes niveles de 
esfuerzo institucional, entendido por tiempo, finan-
ciamiento y articulación. Asimismo, las medidas no 
son independientes entre sí, sino que responden a 
una lógica jerárquica, en la que algunas se integran 

o se desarrollan dentro de otra. Estas medidas son 
el resultado del análisis de estudios, tendencias y 
data, y de la discusión con expertos y referentes de 
la educación superior peruana, e incorpora lecciones 
aprendidas de la experiencia propia y de otros países 
que lideran en calidad y pertinencia educativa.
 
Eje estratégico 1. Gobernanza del sistema de educa-
ción superior

La institucionalidad creada desde 2014 buscó corregir 
los problemas de acceso y calidad acumulados por 
décadas de ausencia de políticas públicas y de una 
regulación que asegurara coordinación, rendición 
de cuentas y calidad educativa. Tras un primer pe-
riodo de reforma ambiciosa, con un alto protagonis-
mo del Estado (2014-2021), se pasó a una etapa de 
cambios y reconfiguración regulatoria (2022-2025), 
cuyas consecuencias aún están pendientes de co-
nocerse. El escenario actual requiere que, en lugar 
de insistir en modelos centrados únicamente en la 
autorización y el control, se logre el equilibrio entre 
regulación moderna, promoción de la innovación 
y excelencia de la oferta educativa. Para esto, se 
necesita una gobernanza que incluya la presencia 
cercana de instituciones del sector productivo y 
de innovación.

desde 2024, el licenciamiento institucional en Perú es 
permanente y la acreditación sigue siendo voluntaria.

ࣈ	 Centros de apoyo al estudiante
Brasil ha implementado desde 2005 centros de apo-
yo para estudiantes de educación a distancia, que no 
solo reducen la brecha digital, sino que también brin-
dan soporte académico y administrativo. En Perú, el 
Minedu impulsó los centros universitarios de conecti-
vidad, que podrían fortalecerse tomando como refe-
rencia la experiencia brasileña.

Medida 1. Implementar el Viceministerio de Educación Superior (VMES) y que se encargue de:
	• Planificar a mediano y largo plazo el sistema y la propuesta de cambios normativos que se 

requiera. 
	• Diseñar e implementar políticas de fomento de la calidad del sistema de educación superior 

mediante el financiamiento estratégico y la asistencia técnica a las instituciones de educación 
superior.

	• Implementar un sistema integrado de información de educación superior. 
	• Implementar políticas para asegurar el tránsito hacia la educación superior, así como la transi-

tabilidad entre distintas alternativas formativas.
	• Implementar políticas para articular la educación superior con las necesidades del sistema 

productivo y de innovación para lograr un mayor impacto de empleabilidad. 53



5460  Subsecretaría de Educación Superior de la Secretaría de Educación Pública de México: https://educacionsuperior.sep.gob.mx/
61 Subsecretaría de Educación Superior dependiente del Ministerio de Educación de Chile: https://educacionsuperior.mineduc.cl/

Diagnóstico   
	• El VMES no ha sido instalado. El primer paso es aprobar un reglamento de organización y fun-

ciones (ROF). 
	• Países como México60, Chile61 y Colombia tienen instancias similares a cargo de los procesos de 

fomento de la calidad y de articulación de la educación superior, mostrando sistemas educativos 
más consolidados que el peruano.

	• Los objetivos estratégicos de la Política Nacional de Educación Superior y Técnico-Productiva 
(PNESTP) requieren la implementación del VMES para su cumplimiento. 

Medida 2. Implementar el Sistema Integrado de Información del Sistema de Educación Supe-
rior y Técnico-Productiva (SIIESTP)

Diagnóstico  
	• Más de 3000 instituciones, que integran el sistema, reportan información en diversos aplicativos 

(Censo Educativo, Sistema de Recolección de Información para Educación Superior [Siries], Siste-
ma de Información Universitaria [SIU], Sistema de Gestión Académica – REGISTRA, etc.).

	• Cada aplicativo tiene su propia metodología de recopilación, impidiendo una correcta compara-
ción entre instituciones del sistema.

	• Falta de interoperabilidad entre la Superintendencia de Educación Superior (Sunedu), el Siste-
ma Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Educativa (Sineace) y el 
Ministerio de Educación (Minedu) genera sobrecarga administrativa en universidades, además 
de datos contradictorios.

	• El SIIESTP está planteado y diseñado para su implementación por etapas. Sin embargo, no se ha 
logrado avanzar en su implementación, excepto lo que está vinculado al Programa para la Mejo-
ra de la Calidad de los Servicios de Educación Superior y Técnico-Productiva (PMESTP).

Medida 3. Crear redes interregionales de universidades que permitan la colaboración, el inter-
cambio y la transferencia de capacidades, el uso compartido de recursos y la planificación conjunta 
del desarrollo y la expansión institucional, respondiendo a las dinámicas reales de empleo y a la mo-
vilidad de los estudiantes. Para ello, se requiere: 

	• Viabilizar la creación de redes interregionales, generando dobles grados entre las universidades 
públicas de reciente creación y las universidades públicas y privadas líderes en la región. 

	• Brindar el marco para la transferencia de recursos entre las universidades, para la obtención de re-
cursos para la investigación e innovación, y para facilitar la internacionalización de los estudiantes.

Diagnóstico 
	• La Ley N.° 30220, Ley Universitaria de 2014, permite la creación de redes interregionales de univer-

sidades, pero su redacción no permite su adecuada implementación.
	• La cantidad de universidades públicas y privadas habilitadas en Perú ha venido aumentan-

do a partir de cambios en la normativa sobre autonomía y aseguramiento de la calidad de 
universidades. 

	• La calidad de las universidades sigue siendo variada y diversa. Las redes interregionales pueden 
ayudar a mejorar las diferentes dimensiones vinculadas a la calidad de la oferta.

	• Existen experiencias de redes en Europa que muestran cómo las universidades pueden promover 
grados dobles y conjuntos, movilidad de estudiantes y docentes, mejoras en la planificación terri-
torial, uso compartido de docentes, infraestructura, e investigación.

Medida 4. Elaborar una ley de educación superior que defina y articule el aseguramiento de 
la calidad para todas las alternativas formativas, y que:

	• Brinde una visión compartida del sistema y un marco normativo que fomente calidad, pertinencia 
y sostenibilidad para cada tipo de oferta educativa (universidades, institutos y escuelas pedagó-
gicos, tecnológicos y artísticos, y centros técnico-productivos), evitando aplicar un modelo único. 

	• Reconozca la educación vocacional y técnico-productiva, y defina un sistema de aseguramiento y 
fomento de la calidad para esta alternativa de oferta.

	• Priorice la existencia de un tránsito fluido entre modalidades y niveles formativos, haciendo el sis-
tema más flexible para los estudiantes.
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	• Ordene la gobernanza del sistema, a partir de la identificación de las responsabilidades de las dis-
tintas instituciones (existentes o nuevas) a cargo de regular y fomentar la calidad, y que asimismo 
genere y administre información y data. Se deben diferenciar los responsables de facilitar la plani-
ficación, la regulación, la generación de información, el fomento de la calidad y la articulación con 
instituciones públicas y privadas del sector productivo y de innovación.

Diagnóstico
	• Existen más de 4 leyes vigentes que regulan de forma fragmentada el sistema de educación supe-

rior y técnico-productiva (ESTP).

Eje estratégico 2. Aseguramiento de la calidad

En los últimos años, el aseguramiento de la calidad 
se ha centrado en el control y no en el fomento de 
la calidad. Si bien se ha seguido un aseguramien-
to desde el licenciamiento, el avance ha sido asimé-
trico. Mientras que el 100 % de las universidades ya 
cuenta con un licenciamiento por cumplir con CBC, 
solo se ha logrado licenciar al 22.5 % de los institutos 
y las escuelas (Minedu, 2025a, 2025b). Por otro lado, 

el Gobierno no ha podido impulsar, de manera sos-
tenible, políticas públicas y estrategias que fomenten 
y financien la mejora de la calidad de las IESTP. Esto 
ha impedido seguir implementando herramientas de 
incentivos y compromisos de desempeño que finan-
cien el cumplimiento de resultados en las institucio-
nes educativas. Tampoco se han impulsado procesos 
de optimización o transformación al cuerpo docente, 
ni incrementado los recursos para el cierre de brechas 
de calidad de la oferta. 

Medida 5. Optimizar la supervisión de las CBC en la Sunedu mediante herramientas de supervi-
sión y alertas tempranas en la Sunedu

Diagnóstico
	• Entre 2021 y 2025, se crearon más de 45 universidades sin planificación ni evaluación técnica, de-

jando instituciones con estructuras frágiles, escasa capacidad docente y limitada infraestructura. 
	• La implementación del licenciamiento permanente exige una supervisión posterior continua, 

oportuna y estratégica.
	• Distintos niveles de madurez institucional en las universidades requieren de una supervisión di-

ferenciada, que no imponga criterios uniformes, sino que reconozca la diversidad del sistema y 
promueva decisiones proporcionales, informadas y preventivas.

Medida 6. Brindar información, asesoría y acompañamiento técnico a las instituciones públicas 
de educación superior para la obtención de recursos que les permitan:

	• Solicitar recursos públicos ante el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), durante la formulación 
del presupuesto anual, así como ajustes normativos para impulsar un financiamiento estratégico.

	• Identificar y elaborar postulaciones a proyectos a fondos complementarios para el financiamiento 
de iniciativas en investigación e innovación. 

	• Gestionar procesos de financiamiento que permitan incrementar su presupuesto para fines 
estratégicos.

Diagnóstico
	• Asimetría técnica entre el personal administrativo y presupuestal de las universidades, los institu-

tos y los gobiernos regionales respecto a los funcionarios del MEF, lo que limita la capacidad de las 
instituciones de educación superior de sustentar sus necesidades de recursos públicos y cumplir 
con los procesos y formatos especializados exigidos.

	• Asimetría de información entre las universidades, los institutos y las escuelas respecto a las opor-
tunidades de fondos complementarios al presupuesto público, a nivel nacional (Consejo Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación [Concytec] y Programa Nacional de Desarrollo Tecnológico e 
Innovación [ProInnovate]) e internacional, para financiar proyectos de innovación, excelencia aca-
démica o investigación, lo que limita y afecta el aprovechamiento de estas oportunidades.

Medida 7. Acelerar el licenciamiento de institutos y escuelas de educación tecnológica y pedagógica
	• Modificar el modelo de licenciamiento institucional de los institutos y escuelas para que se priori-

cen CBC estratégicas bajo un enfoque de regulación inteligente (ágil, no burocrática).
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	• Fortalecer las capacidades del Minedu.
	• Brindar incentivos financieros a los gobiernos regionales para acelerar el licenciamiento de la ofer-

ta pública de institutos y escuelas.
	• Brindar incentivos a los institutos y las escuelas privadas licenciados para que mantengan sus CBC. 

Diagnóstico
	• Se aprobaron 25 planes regionales de optimización de la oferta de institutos y escuelas, pero no se 

generó el cierre de ningún instituto.
	• El Minedu tiene a su cargo supervisar y licenciar más de 1000 instituciones (casi 8 veces la cantidad 

de universidades), pero cuenta con menos de la mitad del presupuesto asignado a la Sunedu para 
dicho fin y limitado equipo humano.

	• Los gobiernos regionales no tienen incentivos para pasar a sus institutos por un proceso de optimi-
zación o uno de aseguramiento efectivo de la calidad. 

Medida 8. Potenciar el cuerpo docente de las instituciones de educación superior
	• Identificar mecanismos que permitan promover el retiro de docentes de instituciones públicas en 

edad de pensión. 
	• Atraer profesionales e investigadores expertos en uso de herramientas tecnológicas y pedagógicas 

para la investigación e innovación productiva. 
	• Desarrollar las competencias digitales que favorezcan la innovación en educación superior.

Diagnóstico
	• La mayoría de los docentes no tienen incentivos de retiro porque el régimen previsional no ase-

gura ingresos dignos, resultando en una permanencia forzada que frena la renovación de la plana 
docente. En las universidades públicas, el 64 % de los docentes tiene más de 55 años (SIU, 2024). 

	• La implementación de la educación a distancia y la innovación tecnológica en las universidades, 
los institutos y las escuelas públicas requiere de profesionales con experiencia en modelos de edu-
cación virtual y transformación tecnológica. 

Medida 9. Incorporar los objetivos estratégicos de la PNESTP en los sistemas administrativos
	• Alinear objetivos e indicadores de la PNESTP con los instrumentos de planificación, presupuesto, 

inversión y contratación pública. Ello garantizará que la PNESTP se aterrice en actividades operati-
vas implementables.

	• Actualizar los programas presupuestales (PP) de educación superior, adaptando sus marcos ló-
gicos a los objetivos definidos en la PNESTP, y reactivar los instrumentos de financiamiento por 
resultados (financiamiento estratégico) para financiar proyectos específicos con universidades e 
institutos.

Diagnóstico 
	• Existen metas nacionales en acceso, calidad y pertinencia de la educación pública aprobada en la 

PNESTP. Sin embargo, no hay obligatoriedad de que la ejecución del presupuesto, las contratacio-
nes y la inversión pública se oriente a estos objetivos. La eficacia promedio de la política alcanza 
apenas el 29.5 %, ubicándose en un nivel inicial de implementación (Minedu, 2023).

Medida 10. Brindar autonomía presupuestal a las instituciones de educación tecnológica, peda-
gógica, artística y técnico-productiva que cumplan estándares de excelencia

	• Convertir a los institutos y escuelas públicas con estándares de excelencia en unidades ejecutoras. 
	• Desarrollar PP para las diferentes ofertas formativas o definir mecanismos que permitan medir 

brechas, valorarlas y conocer el valor de la inversión anual destinada al cierre.

Diagnóstico
	• No se conocen brechas de la calidad de la educación en varias ofertas formativas, ni es posible de-

terminar el volumen de inversión de recursos necesarios para cerrar esta brecha. No se conoce el 
valor de la inversión en estas instituciones, dado que no todos disponen de PP.

	• La Ley N.° 31748, de 2023, brinda marco regulatorio para la creación de las unidades ejecutoras den-
tro de los gobiernos regionales para mejorar la supervisión y trazabilidad de sus recursos. 

	• Ser una unidad ejecutora permite una mayor autonomía en la gestión de recursos, por lo que es 
un incentivo para los institutos y las escuelas públicas que cumplan con condiciones o estándares 
de excelencia. 56
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Eje estratégico 3. Tránsito y permanencia en la edu-
cación superior y técnico-productiva 

El acceso a la educación superior está aumentando, 
pero de manera poco pertinente. Los postulantes es-
tán en aumento y priorizan el acceso a carreras uni-
versitarias tradicionales (Derecho, Administración, etc.) 
pese a que el mercado laboral demanda mayor can-
tidad de perfiles técnicos. Lo paradójico es que la fal-
ta de recursos económicos sigue siendo una barrera 
para acceder a la educación superior. Por otro lado, la 
negativa de las universidades públicas a incrementar 

sus vacantes ha hecho que la expansión de la ma-
trícula se concentre principalmente en instituciones 
privadas con pensiones por debajo de los S/ 1000 
mensuales. En esa línea, la falta de recursos eco-
nómicos (29.7 %) y la necesidad de trabajar (25.4 %) 
 son las principales limitantes para el ingreso a la 
educación superior. Asimismo, gran parte de los es-
tudiantes de educación superior trabaja durante los 
estudios (48.4 %) o está en condición de pobreza  
(13.2 %), situaciones que se asocian a la alta deserción 
estudiantil (26.3 %) (según la Encuesta Nacional de 
Hogares [Enaho] de 2024).

Medida 11. Promover el tránsito inmediato a la educación superior para estudiantes de edu-
cación secundaria, con estrategias que incluyan: 

	• Orientación vocacional.
	• Información sobre las diferentes trayectorias educativas existentes. 
	• Asesoría en sus procesos de postulación a universidades e institutos.
	• Mayor y mejor nivel de financiamiento de la ESTP.
	• Información sobre instrumentos de financiamiento de la ESTP.

Diagnóstico
	• Solo 1 de cada 3 egresados de secundaria transita inmediatamente a la educación superior.
	• El proceso de postulación a una institución de educación superior genera altos niveles de ansie-

dad y estrés entre los jóvenes preuniversitarios y afecta tanto su desempeño como su bienestar 
(Chávez & Chávez, 2014; Pineda, 2023; Valdez et al., 2019).

	• El 37.2 % de becarios (2024-2025) señalaba no haber recibido orientación vocacional para elegir 
su carrera actual. 

	• La plataforma Ponte en Carrera, dedicada a la toma de decisiones de los estudiantes y a orientar-
los vocacionalmente, está desactualizada. 

	• La mayoría de los exámenes de admisión a las instituciones de educación superior priorizan la 
memorización sobre el desarrollo del pensamiento crítico (Lilyan, 2022). 

	• Más de 102 000 postulantes (Cappes, 2024) del programa de becas debe migrar para poder es-
tudiar, lo que representa un gasto que muchos no pueden afrontar. 

Medida 12. Articular la educación secundaria con la técnico-productiva de excelencia y el 
mercado laboral

	• Elaborar e implementar la norma de licenciamiento de Cetpro.
	• Avanzar hacia un mecanismo de presupuesto por resultados para Cetpro, para dimensionar cla-

ramente nivel de inversión y brechas a subsanar.
	• Identificar estrategias que no condicionen la oferta de educación secundaria técnica con la de 

los Cetpro, pero que garanticen certificación y transitabilidad tanto a Cetpro como a escuelas e 
institutos tecnológicos.

	• Identificar un conjunto de Cetpro con potencial de excelencia y financiar la actualización de su 
oferta vinculada a las necesidades productivas del territorio.

Diagnóstico
	• Hay una alta fragmentación de la oferta de institutos, escuelas y Cetpro. Existen 1094 de estas 

instituciones, y el 65 % tiene menos de 500 estudiantes62.
	• Recién en 2022, Minedu pone en agenda la oferta de educación secundaria técnica, a partir de 

una nueva normativa que gatilla la construcción del modelo y la proyección de la oferta.
	• El programa Mi Oportunidad Técnica constituye un esfuerzo inicial del Minedu para articular 

la secundaria con los Cetpro, aunque poco más de 2000 estudiantes tuvieron esta experiencia 
formativa (gob.pe, 2025b). 

	• Aunque existe normativa que regula la transitabilidad entre secundaria y Cetpro (Resolución Vicemi-
nisterial N.° 176-2021-Minedu y Resolución Viceministerial N.° 146-2024-MINEDU), su implementación 

62 De acuerdo con el Padrón de Servicios Educativos del Minedu de junio de 2025.
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es mínima: solo 24 instituciones educativas en Lima Metropolitana han establecido convenios, lo 
que refleja una débil articulación y la urgencia de optimizar la oferta técnico-productiva.

	• La normativa de reconocimiento de aprendizajes modulares (2025) es un gran esfuerzo de arti-
culación entre la secundaria técnica y los Cetpro.

	• La Ley N.° 28044, Ley General de Educación de 2003, y su reglamento, brinda marco normativo 
que habilita la optimización de los Cetpro, al establecer las disposiciones para su creación, reor-
ganización, fusión, escisión y cierre. Estas normas reconocen la necesidad de ordenar y raciona-
lizar la oferta educativa técnico-productiva, facultando a los gobiernos regionales y al Minedu a 
implementar procesos de reorganización institucional que aseguren la continuidad de estudios, 
la validez de certificados y la protección de los estudiantes.

	• La normativa de educación secundaria condiciona la oferta de este nivel a la existencia de oferta 
técnico-productiva en los Cetpro.

	• La normativa vigente sobre licenciamiento limita el ajuste y la creación de la oferta formativa de 
Cetpro del sector público.

	• Existen metodologías desarrolladas por el Minedu para conectar la oferta formativa con la de-
manda de sectores productivos que pueden utilizarse para la articulación en territorio.

Medida 13. Incrementar vacantes en las universidades públicas con estándares de excelencia
	• Modificar la Ley Universitaria para dar la competencia de definir el número de vacantes a los vi-

cerrectores académicos de las universidades públicas. 
	• Incrementar el presupuesto de las universidades públicas con estándares de excelencia, a partir 

de una nueva metodología de costeo de las vacantes en las carreras con mayor demanda social, 
productiva y laboral.

Diagnóstico
	• En 2024, solo 6 de cada 10 postulantes ingresaron a alguna universidad, pero la brecha entre ins-

tituciones es profunda: mientras las universidades privadas admiten al 88.7 % de sus postulantes 
(dejando fuera a 46 100 jóvenes), las públicas solo admiten al 24.7 % de los postulantes, y dejan 
fuera a 227 200 jóvenes.

	• Pese al incremento significativo del presupuesto público de universidades (de S/ 4996 millones 
en 2018 a más de S/ 7400 millones en 2024), la cantidad de vacantes ofrecidas se ha mantenido 
estancada. Las universidades privadas incrementaron su matrícula en 62.7 %, mientras que en 
las públicas cayó en 4.3 % entre 2019 y 2024.

	• La creación de nuevas universidades como solución es costosa y lenta: se requieren 7 años, en 
promedio, para que una nueva universidad funcione con condiciones mínimas, según análisis 
del Minedu y organismos internacionales.

	• El Minedu implementó una estrategia de ampliación exitosa de vacantes en 2020 y 2021, pero 
hubo oposición de las universidades públicas, pues los decanos son quienes proponen el núme-
ro de vacantes para los procesos de admisión, según la Ley Universitaria.

Medida 14. Ampliar la oferta de instrumentos de financiamiento de la demanda
	• Revisar la gobernanza del Pronabec.
	• Evaluar los instrumentos de financiamiento de la demanda existentes para optimizarlos y  

potenciarlos.
	• Proponer una oferta diversa de instrumentos de financiamiento de la demanda:

	਌ Modelos de crédito-beca o beca por impuestos para los estudiantes de escasos recursos  
económicos

	਌ Crear fondos de garantía estatal que faciliten la entrega de créditos educativos a bajo costo 
para estudiantes con limitada liquidez.

Diagnóstico
	• El financiamiento de la demanda de educación superior es insuficiente.
	• Beca 18 solo cubre el 2.4 % de la matrícula nacional, dado que es una beca de alto costo diseña-

da para un grupo reducido de estudiantes con alto desempeño académico y en condición de 
pobreza.

	• El 60 % de las familias peruanas (incluyendo las que no están en condición de pobreza) no puede 
cubrir los costos de estudiar educación superior (Arias Ortiz et al., 2025).

	• La tasa de transición inmediata (TTI) a la educación superior casi no ha cambiado en 10 años y 
sigue siendo baja (36.6 % en 2014 vs. 37.8 % en 2024). 58



59

Medida 15. Fomentar la educación superior a distancia (ESD) en las universidades públicas
	• Promover mecanismos para incentivar el incremento de la oferta formativa de educación a dis-

tancia y el desarrollo de competencias digitales y pedagógicas de los docentes universitarios.
	• Financiar la provisión de infraestructura tecnológica en formato de hubs digitales.
	• Promover el intercambio de experiencias con universidades extranjeras especializadas en edu-

cación a distancia para la generación de programas virtuales de excelencia.

Diagnóstico
	• La educación semipresencial y a distancia pasó de ser 2.5 % de la matrícula de pregrado en 2019 

a representar la tercera parte de la matrícula (34.3 %) en 2023, según la Enaho.
	• Las universidades privadas tienen una mayor concentración de matrícula en modalidades no 

presenciales (42 %) en comparación a las universidades públicas (11 %) (según la Enaho de 2023).
	• El 73 % de los nuevos programas creados entre 2022 y 2025 es de una modalidad no presencial. 
	• Existe mayor capacidad y predisposición de las instituciones privadas hacia la innovación y la 

diversificación de las modalidades de enseñanza, priorizando la atención de las demandas edu-
cativas del mercado, que de las públicas.

Eje estratégico 4. Pertinencia de la educación 
superior 

El crecimiento de la matrícula en educación supe-
rior en los últimos años requiere poner el foco en la 
empleabilidad de sus egresados. Entre 2019 y 2023, 
la cantidad de egresados universitarios anuales au-
mentó en 36 % (Siries-Minedu); en 2024, el número de 

egresados fue más de 160 000. Sin embargo, en 2024, 
solo el 6 % de los puestos demandados por el mercado 
laboral formal son perfiles universitarios (Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo [MTPE], 2024); esto 
es alrededor de 29 000 puestos para universitarios. La 
desconexión entre la oferta educativa y la demanda 
laboral genera un escenario de baja pertinencia de los 
perfiles profesionales. 

Medida 16. Facilitar la transitabilidad entre las diferentes ofertas formativas de ESTP, mediante el 
Marco Nacional de Cualificaciones de Perú (MNCP)

	• Aumentar el ritmo de poblamiento del MNCP para alcanzar su plena implementación a 2030.
	• Diseñar e implementar rutas formativas que permitan el reconocimiento de aprendizajes previos y 

los aprendizajes logrados en las diferentes modalidades de educación superior, que luego puedan 
migrar a la estructura del MNCP. 

Diagnóstico
	• La Ley Universitaria señala en su artículo 40 que las carreras de pregrado se pueden diseñar  

según módulos de competencia profesional para permitir la obtención de certificados y facili-
tar la incorporación al mercado laboral. 

	• El MNCP viene siendo implementado en Perú desde el Programa para la Mejora de la Calidad y 
Pertinencia de los Servicios de Educación Superior Universitaria y Tecnológica a Nivel Nacional 
(PMESUT). En 2023, logró un plan de implementación aprobado (Resolución Viceministerial  
N.° 174-2023-Minedu), que prioriza sectores estratégicos como agroindustria, minería, cons-
trucción y tecnologías de la información. Posteriormente, el MNCP inició sus acciones ten-
dientes al poblamiento con el sector turismo y a 2025 tiene los estudios necesarios para  
iniciar el poblamiento. 

	• El MNCP seguirá avanzando en su implementación a través de la PMESTP, con fondos del BID.
	• El sector logística y operaciones muestra gran potencial: las exportaciones peruanas crecieron 

27.3 % en el primer trimestre de 2025, alcanzando un récord histórico de USD 84 327 millones 
en el año (gob.pe, 2025a). El Puerto de Chancay, inaugurado en 2025, movilizó más de USD 718 
millones en exportaciones en su primer año, y se proyecta que incremente el comercio exterior 
en más de 18 % respecto a 2024 (Andina, 2025). 

Medida 17. Alinear la educación superior a las necesidades productivas y de innovación del país
	• Revisar las metodologías de pertinencia y optimización, y evaluar el avance en su implementación 

en territorio. 59
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	• Impulsar acciones vinculadas a asegurar la pertinencia de la oferta formativa en los territorios, tales 
como mesas de trabajo o espacios de articulación entre los gobiernos regionales y organismos del 
estado vinculados al trabajo, la producción y la innovación, así como el sector privado en el territorio. 

	• Alinear la investigación aplicada que se desarrolla en las instituciones de educación superior con 
las demandas de los sectores productivos y las necesidades de desarrollo del país. 

Diagnóstico
	• Perú ha desarrollado con éxito la metodología de las mesas ejecutivas (Ghezzi, 2019) para resolver 

problemas de coordinación entre el sector público y privado.
	• Desde el PMESUT, el Minedu desarrolló metodologías para determinar la pertinencia de la oferta 

de educación superior en función a necesidades productivas y económicas del territorio: una para 
educación tecnológica y otra para universitaria. 

Medida 18. Medir la situación de empleabilidad de los egresados de instituciones de educación 
superior

	• Desarrollar una estrategia para que las instituciones educativas puedan lograr un nivel de segui-
miento a egresados que les permita tomar decisiones.

	• Vincular las encuestas a egresados a indicadores que informen sobre la calidad de la oferta de 
educación superior a niveles de desagregación que permitan la toma de decisiones respecto a 
programas formativos, modalidades (distancia, microcredenciales, etc.) e instituciones educativas 
(Fernández et al., 2025).

	• Incorporar en el SIIESTP un módulo sobre la situación de empleabilidad de los egresados de insti-
tuciones de educación superior.

Diagnóstico
	• Aproximadamente, el 50 % de los egresados universitarios menores de 30 años están en trabajos 

informales (según la Enaho de 2024). 
	• El Estado no cuenta con un sistema robusto y continuo de seguimiento de egresados que muestre 

si la inversión pública en educación superior se traduce en trayectorias laborales sólidas y exitosas.
	• Solo se tendrá información de egresados a partir de la Encuesta Nacional a Estudiantes y Egresa-

dos de Educación Superior Universitaria 2024, financiada por el PMESUT.
	• La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 2019) resalta la importan-

cia de contar con datos sobre resultados laborales de egresados como herramienta para evaluar el 
desempeño del sistema de educación superior y la calidad de la educación.

	• El seguimiento a egresados es una actividad costosa para las instituciones educativas. No hay cul-
tura instalada en las instituciones y no hay incentivos para implementarlo, pues pondría en eviden-
cia los desafíos de calidad y pertinencia de muchas de las instituciones.

Eje estratégico 5. Investigación, desarrollo e inno-
vación (I+D+i)

Pese a que la cantidad de publicaciones realizadas 
por las universidades públicas se ha incrementado en 
300 % entre 2018 y 2022, pasando de 12 000 a 36 000 

(SCImago IBER), la inversión en investigación es extre-
madamente baja en relación con el producto bruto 
interno (PBI). La capacidad investigadora se encuen-
tra altamente concentrada en un reducido número 
de universidades, y la articulación con el sector pro-
ductivo es incipiente.

Medida 19. Promover la producción científica de universidades
	• Aumentar el número de docentes investigadores a través de incentivos como programas de in-

tercambio con otras universidades y becas de posgrado para docentes.
	• Promover mayores niveles de I+D+i a través de inversiones del sector público o desde el sector 

privado de forma directa o indirecta; por ejemplo, a través de instrumentos como el SxI.
	• Potenciar la producción científica en sectores de mayor necesidad; por ejemplo, a través de fon-

dos concursables específicos.
	• Mejorar la calidad de los laboratorios (infraestructura y equipamiento).
	• Vincular la producción científica a la carrera profesional de los docentes.

60



61
63 El GII mide capacidades y resultados en innovación, incluyendo educación STEM, infraestructura tecnológica y producción de conocimiento.

Diagnóstico
	• Perú invierte 0.16 % del PBI en I+D, muy por debajo del promedio de países con ingresos medios 

(2.08 %) (Banco Mundial, 2022).
	• Perú ocupó la posición 80 a nivel mundial y la 8 en América Latina (gob.pe, 2025c) en el Índice 

Global de Innovación (GII) 202563. 
	• El Minedu, a través de PMESUT, apoyó la producción científica en universidades durante hasta 

2025. Por medio de fondos concursables, facilitaron acceso a sistemas de información para la 
investigación actual (CRIS), capacitación, mejora de la gestión de innovación e investigación.

En conjunto, los 5 ejes estratégicos y las medidas propuestas configuran una agenda integral de transforma-
ción de la ESTP, orientada a pasar de un enfoque centrado en el logro de condiciones mínimas hacia uno 
que promueva calidad, pertinencia, innovación e impacto en el desarrollo del país. El desafío no radica en 
introducir nuevos instrumentos o ajustes normativos, sino en articular de manera coherente la gobernan-
za, el aseguramiento de la calidad, el financiamiento, la trayectoria estudiantil, la vinculación productiva y 
la I+D+i dentro de una visión sistémica, de largo plazo y que permita alcanzar lo propuesto en la PNESTP. 
Avanzar en esta agenda exige decisiones políticas sostenidas, fortalecimiento institucional y coordinación 
efectiva entre el Estado, las instituciones educativas y el sector productivo, de modo que la educación su-
perior se consolide como un factor clave de movilidad social, productividad, competitividad económica e 
innovación para Perú.
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ciamiento del fomento e incremento de la oferta académica de pregrado en universidades públicas para la reducción de brechas en el 
acceso equitativo y la continuidad de estudios» (Minedu [Perú], 28 de enero de 2022). https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-
legales/2723756-014-2022-minedu 

Resolución Viceministerial N.° 017-2022-Minedu, que aprueba el documento normativo denominado «Disposiciones para el financiamiento 
de la implementación de los centros Universitarios de Conectividad en Universidades Públicas» (Minedu [Perú], 14 de febrero de 2022). 
https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-legales/2750768-017-2022-minedu

Resolución Viceministerial N.° 097-2022-Minedu, que aprueba el Documento Normativo denominado «Disposiciones que regulan la 
evaluación de las Condiciones Básicas de Calidad con fines de licenciamiento de las Escuelas de Educación Superior Pedagógica» 
(Minedu [Perú], 4 de agosto de 2022). https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-legales/3318018-097-2022-minedu

Resolución Viceministerial N.° 098-2022-Minedu, que modifica el numeral 4 y los sub numerales 5.11 y 8.2.3 de la Norma Técnica denomi-
nada «Disposiciones que definen, estructura y organizan el proceso de optimización de la oferta educativa de la Educación Superior 
Tecnológica Pública» (Minedu [Perú], 4 de agosto de 2022). https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-legales/3318022-098-2022-
minedu

Resolución Viceministerial N.° 103-2022-Minedu, que deroga la Resolución Viceministerial Nº 276-2019-Minedu y aprueba el documen-
to normativo denominado «Condiciones Básicas de Calidad para los Institutos de Educación Superior y las Escuelas de Educación 
Superior Tecnológica» (Minedu [Perú], 18 de agosto de 2022). https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-legales/3359651-103-2022-
minedu

Resolución Viceministerial N.° 174-2023-Minedu, que aprueba el «Plan de Implementación del Marco Nacional de Cualificaciones del Perú 
y Herramientas para su monitoreo y seguimiento» (Minedu [Perú], 28 de diciembre de 2023). https://www.gob.pe/institucion/minedu/
normas-legales/4989956-174-2023-minedu

Resolución Viceministerial N.° 146-2024-Minedu, que modifica los numerales 3, 4.1, 6.4, 6.6.1, 6.6.2, 6.7.1, 6.7.2, 6.8.1 y 6.8.3 del Documento 
Normativo denominado «Disposiciones que regulan la transitabilidad entre las instituciones educativas de Educación Básica, Téc-
nico – Productiva y Superior Tecnológica» (Minedu [Perú], 4 de diciembre de 2024). https://www.gob.pe/institucion/minedu/normas-
legales/6259743-146-2024-minedu

RTD N.° 057219-2022-Sunedu-TD (Sunedu [Perú], 2022).
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Boxes
Box 1. Viceministerio de Educación Superior
	
La Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Educación (Ley N.° 31224, 2021) actualiza y reor-
ganiza la estructura del ministerio, incluyendo la creación del Viceministerio de Educación Superior. 
Con este Viceministerio se pretende equiparar la posición orgánica de la educación superior con la 
educación básica dentro del organigrama del Minedu. El Despacho Viceministerial de Educación  
Superior asumiría diversas funciones clave en el desarrollo y supervisión del sistema educativo en este 
nivel, agrupadas en los siguientes ejes: 

a) Desarrollo y aseguramiento de la calidad  
	• Elaboración, supervisión y evaluación de políticas nacionales para fortalecer la calidad de la edu-

cación superior y técnico-productiva.  
	• Promoción de estrategias y programas destinados a garantizar altos estándares en la educación 

superior.  
	• Evaluación de la gestión administrativa de las instituciones públicas de educación superior y 

técnico-productiva.  

b) Coordinación y supervisión  
	• Supervisión del sistema de aseguramiento de la calidad en la educación superior y técnico- 

productiva.  
	• Gestión y supervisión de la carrera docente.  
	• Coordinación con otros órganos del Minedu y entidades del sector para garantizar el cumpli-

miento de sus funciones.  

c) Coordinación interinstitucional  
	• Vinculación con la comunidad y distintos niveles de gobierno para la implementación de planes 

de desarrollo regional y local en educación superior y técnico-productiva.  
	• Coordinación de planes de inversión pública y privada para mejorar la infraestructura y equipa-

miento de las instituciones educativas.  

d) Fiscalización  
	• Supervisión del cumplimiento de las CBC y del proceso de licenciamiento de las instituciones 

técnico-productivas.  

e) Regulación y evaluación  
	• Evaluación del servicio educativo para garantizar su autonomía, capacidad de innovación y ges-

tión democrática.  

f) Investigación, innovación y tecnología  
	• Incorporación de tecnologías de la información y comunicación (TIC) en la educación superior y 

técnico-productiva.  
	• Promoción de la investigación e innovación dentro de las instituciones de educación superior.  

Box 2. Objetivos prioritarios
	
Objetivo Prioritario 1: incrementar el acceso equitativo de la población a la educación su-
perior y técnico-productiva. Busca ampliar las oportunidades de acceso a la educación superior 
y técnico-productiva, asegurando que todas las personas tengan la posibilidad de acceder a estas 
alternativas formativas. Para ello, se plantea la identificación y reducción de las barreras que dificul-
tan el ingreso de las poblaciones más vulnerables, mediante la implementación de programas de 
nivelación académica, becas, créditos educativos y otras formas de apoyo financiero. Asimismo, se 
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busca fortalecer la orientación vocacional y laboral desde la educación básica, para que los jóvenes 
cuenten con herramientas que les permitan tomar decisiones informadas sobre su futuro académi-
co y profesional. Este objetivo también reconoce la importancia del aprendizaje a lo largo de la vida, 
promoviendo la posibilidad de que las personas puedan reingresar al sistema educativo en distintos 
momentos de su trayectoria laboral.

Objetivo Prioritario 2: fortalecer la formación integral de los estudiantes de la educación su-
perior y técnico-productiva, que responda a los contextos sociales, culturales y productivos. 
Promueve una formación centrada en el estudiante para el desarrollo de competencias técnicas y 
científicas, habilidades socioemocionales, pensamiento crítico, ética y sentido de responsabilidad 
social. Para ello, las instituciones educativas deben garantizar programas de estudios pertinentes y 
alineados con las necesidades del entorno, servicios de acompañamiento y bienestar para la perma-
nencia y culminación oportuna de los estudios. Se fomenta la continuidad del aprendizaje a lo largo 
de la vida por medio de la actualización, especialización y reconversión profesional.

Objetivo Prioritario 3: mejorar la calidad del desempeño de los docentes de educación su-
perior y técnico-productiva. Busca asegurar que los docentes cuenten con las competencias ne-
cesarias para ofrecer una educación de calidad para el desarrollo integral de sus estudiantes. Por ello, 
plantea el fortalecimiento de la formación continua de los docentes, la capacitación y actualización 
permanente en áreas como pedagogía, tecnologías educativas, investigación y dominio de lenguas 
extranjeras. Además, se promueve la atracción y retención de talento calificado para el ejercicio de la 
docencia, favoreciendo la movilidad de los profesores a nivel nacional e internacional y estimulando 
la construcción de comunidades académicas diversas y especializadas.

Objetivo Prioritario 4: fortalecer la calidad de las instituciones de la educación superior y 
técnico-productiva, en el ejercicio de su autonomía. Está orientado a consolidar las capacidades 
institucionales para asegurar la calidad y mejora continua. Para ello, se busca desarrollar las capacida-
des institucionales en gestión académica, administrativa y de investigación, y consolidar sistemas de 
información que permitan la autoevaluación, la auditoría interna y la rendición de cuentas. Se impul-
sa la creación de redes de colaboración entre las instituciones educativas, a nivel nacional e interna-
cional, para intercambiar experiencias, mejorar la calidad de los procesos de enseñanza y promover la 
generación de conocimiento e innovación.

Objetivo Prioritario 5: fortalecer la gobernanza de la educación superior y técnico-producti-
va, y el rol rector del Ministerio de Educación. Busca consolidar un sistema de gobernanza claro y 
eficiente para la educación superior y técnico-productiva, a través de la gestión y articulación entre los 
diferentes actores, mediante la definición clara de funciones, competencias y responsabilidades. Se 
plantea el diseño de una ruta ordenada para el aseguramiento de la calidad, que contemple el con-
trol, el fomento y la garantía de los estándares mínimos y los procesos de mejora continua. De igual 
manera, se busca facilitar la transitabilidad entre alternativas formativas, promoviendo mecanismos 
de reconocimiento de aprendizajes previos, certificación de competencias y convalidación de estu-
dios, para asegurar que las personas puedan construir trayectorias educativas flexibles y adaptadas a 
sus necesidades.

Objetivo Prioritario 6: movilizar recursos a las instituciones de la educación superior y téc-
nico-productiva para la mejora de la calidad y el desarrollo de la investigación e innovación. 
Busca asegurar que las instituciones cuenten con los recursos necesarios, con el fin de garantizar la 
calidad del servicio educativo y el desarrollo de la investigación, la innovación y el talento humano 
especializado. Contempla una mejor asignación de los fondos públicos, el fortalecimiento de las capa-
cidades de las instituciones para gestionar, captar y generar recursos adicionales, incluyendo alianzas 
con el sector privado y la sociedad civil. Promueve la formación, movilidad e inserción de profesionales 
altamente calificados, junto con la creación de redes de colaboración para el desarrollo de proyectos 
de investigación e innovación para el desarrollo productivo, social y ambiental del país.
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Box 3. Impacto de la Ley N.° 31520
	
Esta ley produjo un cambio significativo en la normativa sobre el aseguramiento de la calidad edu-
cativa en Perú en 2022, al producir una serie de cambios en las entidades encargadas de garantizar y 
promover la calidad de la educación superior, entre los que destacan: 

	• Eliminación del licenciamiento de programas: se redujeron las funciones de la Sunedu al eli-
minar el proceso de licenciamiento de programas académicos; se interrumpió el licenciamiento 
de los programas de Medicina, y presentar la Solicitud de Modificación de Licencia Institucional 
(SMLI) para crear un nuevo programa dejó de ser obligatorio para universidades. Esto significó que 
las universidades puedan crear nuevos programas sin verificar CBC.

	• Modificación del Consejo Directivo de la Sunedu: se modifica la composición del Consejo Di-
rectivo, sumando representantes de universidades y otras entidades, y se traslada a este órgano la 
elección del Superintendente, antes a cargo del ministro de educación.  

	• Limitación del rol del Minedu en el fomento de la calidad: se debilitó el rol rector del Minedu al 
derogar la disposición que le asignaba la responsabilidad de diseñar e implementar herramientas 
para fortalecer la calidad en las universidades públicas junto al MEF.  

	• Cambio en la organización del Sineace: se restableció la estructura organizacional del Sineace 
definida en la Ley N.° 28740 de 2006.  

La eliminación del licenciamiento de programas ha generado un vacío en el aseguramiento de la 
calidad educativa. Sin la SMLI, no se verifica si los nuevos programas cumplen las CBC. Así, una uni-
versidad licenciada en 2020 con 40 programas pudo haber creado 20 más entre 2022 y 2025 sin 
evaluación de Sunedu. En consecuencia, el licenciamiento institucional pierde efectividad, pues la 
licencia inicial ya no garantiza la calidad de toda la oferta educativa. La ley generó dudas sobre el rol 
del Minedu en el aseguramiento de la calidad universitaria. Aunque su función como ente rector está 
respaldada por normas y ratificada por el Tribunal Constitucional, la falta de consenso entre actores 
del sistema ha creado incertidumbre sobre su capacidad real de regulación.

Desde el control de calidad, los cambios en la composición del Consejo Directivo de Sunedu han 
sido cuestionados, pues podrían afectar su imparcialidad. La participación de autoridades universi-
tarias en el consejo que selecciona al Superintendente y decide sobre licenciamiento, supervisión y 
fiscalización de universidades podría derivar en un conflicto de intereses y comprometer la transpa-
rencia de los procesos. 

Desde el fomento de la calidad, la reducción del papel del Minedu podría afectar la coherencia y 
efectividad de las políticas nacionales de educación. La desvinculación entre regulación e incentivos 
para la mejora de la calidad ha estancado estrategias clave. Un año después de la aprobación de la 
ley, las iniciativas para ampliar la oferta educativa y mejorar la calidad con recursos adicionales habían 
quedado paralizadas. 

La reorganización del Sineace plantea riesgos de conflicto con el marco jurídico actual. Restituir la 
estructura de la Ley N.° 28740 podría generar conflictos con el marco jurídico vigente y afectar su ope-
ratividad dentro del Poder Ejecutivo. Esto requeriría una ley que asegure adecuada estructura jurídica 
para los órganos encargados de la certificación y acreditación de la calidad educativa.

Box 4. Programas de inversión con endeudamiento externo
	
1. Proyecto de Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior (Procalidad) – 2013-2018
Entre 2013 y 2018, se ejecutó Procalidad, una iniciativa de inversión pública financiada mediante un 
programa de endeudamiento con el Banco Mundial y ejecutada por el Sineace. Este proyecto permitió: 

1.	 Financiar estudios sobre aseguramiento de la calidad en educación superior.
2.	 Apoyar procesos de acreditación de universidades e instituciones de educación superior.
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3.	 Elaborar planes de mejora institucional, fundamentales para el fortalecimiento del sistema 
educativo.

2. Programa para la Mejora de la Calidad y Pertinencia de los Servicios de Educación Supe-
rior Universitaria y Tecnológica (PMESUT) – 2018-2026
Desde 2018, se implementa el PMESUT, un programa de inversión pública financiado por BID. Su 
objetivo es fortalecer la pertinencia y calidad de los servicios educativos en universidades e institutos 
tecnológicos públicos a través de tres componentes principales:

1.	 Generación de conocimiento e información para diseñar políticas que fomenten la calidad y 
pertinencia educativa.

2.	 Fortalecimiento de la gestión institucional de universidades e institutos tecnológicos públicos.
3.	 Mejora de infraestructura y equipamiento en instituciones públicas.

Los componentes 2 y 3 incluyen financiamiento directo para fortalecer la oferta educativa en univer-
sidades e institutos tecnológicos64. 

3. Programa Mejora de la calidad de los servicios de Educación Superior y Técnico-Producti-
va a nivel nacional (PMESTP) – 2023-2028
En 2023, se aprobó un nuevo programa de financiamiento con el BID, diseñado como una extensión 
del PMESUT, pero con un enfoque más amplio, abarcando universidades, institutos, escuelas, Cetpro 
y ESFA65. Este nuevo programa contempla dos componentes:

1.	 Fortalecimiento de la gestión de las direcciones del Minedu a cargo de la ESTP, incluyendo:
	਌ Diseño e implementación del Sistema de Información de la ESTP, con capacitación de per-

sonal y definición de gobernanza.
	਌ Desarrollo de herramientas para proteger trayectorias educativas de los jóvenes. Creación 

de redes de colaboración para fortalecer competencias docentes, investigación, innovación y 
uso de tecnología.

	਌ Implementación de metodologías y guías para el aseguramiento de la calidad en la educa-
ción técnico-productiva.

2.	 Mejora de la calidad de la oferta educativa, financiando directamente infraestructura, equipa-
miento y fortalecimiento de servicios educativos.

Las operaciones de crédito y donaciones han permitido al Minedu acceder a financiamiento externo 
para mejorar la calidad del sistema de educación superior y técnico-productiva. Programas como 
Procalidad y PMESUT han sido fundamentales para el desarrollo de estrategias de aseguramiento 
de calidad, fortalecimiento de la gestión institucional e inversión en infraestructura. Sin embargo, 
el desafío sigue siendo la continuidad y sostenibilidad de estas iniciativas, así como la necesidad de 
integrar estos mecanismos dentro de un modelo de financiamiento estructurado que garantice su 
impacto a largo plazo en el sistema educativo peruano.

64 El detalle del proyecto se encuentra en: https://www.iadb.org/es/whats-our-impact/PE-L1227
65 El detalle del proyecto se encuentra en: https://www.iadb.org/es/whats-our-impact/PE-L1268

Box 5. Regulación de la educación a distancia
	
Colombia

A diferencia de otros países, Colombia no cuenta con una normativa exclusiva para regular la ESD. 
Sin embargo, sus bases regulatorias se encuentran en dos decretos (Decreto N.° 1075, 2015; Decreto  
N.° 1295, 2010) que establecen los lineamientos para esta modalidad.

Definición de educación a distancia. Considera educación virtual o a distancia aquella en la que al 
menos el 80 % de la formación se imparte a través de canales virtuales.

https://www.iadb.org/es/whats-our-impact/PE-L1227
https://www.iadb.org/es/whats-our-impact/PE-L1268
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Requisitos para proveedores de educación a distancia. Se establece que las instituciones que buscan 
ofrecer programas en esta modalidad deben contar con: 

	• Recursos digitales adecuados para la enseñanza.
	• Conocimientos pedagógicos adaptados a entornos virtuales.
	• Sistemas de acompañamiento académico para garantizar una educación de calidad.

Capacitación docente y acompañamiento estudiantil

	• Se exige que los docentes de educación a distancia tengan capacitación continua en el uso de 
TIC y metodologías de enseñanza virtual.

	• Se deben garantizar mecanismos de inclusión y apoyo para los estudiantes en esta modalidad.

El modelo de regulación de la ESD se distingue por su enfoque en el aseguramiento de la calidad 
a través de un Registro Calificado obligatorio y una Acreditación de Alta Calidad voluntaria. Aunque 
no cuenta con una normativa específica para la educación a distancia, sus decretos regulatorios han 
permitido consolidar esta modalidad con un marco que exige estándares de infraestructura tecno-
lógica, pedagogía digital y acompañamiento académico. La experiencia de Colombia muestra que el 
éxito de la educación a distancia depende de la eliminación de barreras normativas y del estable-
cimiento de criterios claros de calidad, supervisión y acompañamiento que garanticen la efectividad 
del aprendizaje virtual.

Brasil

Brasil alberga el sistema de educación superior más grande de América Latina. Además, tiene una 
larga tradición en educación a distancia, cuyos antecedentes se remontan a los siglos XIX y XX, cuan-
do se implementaron programas educativos mediante correspondencia, radio y televisión. Sin em-
bargo, esta modalidad fue formalmente reconocida en el marco normativo brasileño (Ley 9.394) en 
1996 (Silva et al., 2019). Esta ley establece que el Estado debe fomentar el desarrollo y la expansión de 
la educación a distancia en todos los niveles. En línea con este mandato, se creó la Secretaría Especial 
de Educación a Distancia, encargada de normar, supervisar y promover esta modalidad educativa. 
En 2011, sus funciones fueron absorbidas por la Secretaría de Regulación de la Enseñanza Superior 
(SERES), adscrita al Ministerio de Educación (Decreto N.° 7.480/2011, 2011).

	• Expansión de la educación a distancia. El Censo de Educación Superior 2021 del Instituto Na-
cional de Estudos e Pesquisas Educacionais Anísio Teixeira (INEP) refleja la consolidación de la edu-
cación a distancia en Brasil, evidenciada en las siguientes tendencias:

	਌ En 2021, las IES brasileñas ofrecieron 43 102 programas académicos, de los cuales 7620 (17.7 %) 
correspondían a educación a distancia. En 2011, esta cifra era de solo 1044 programas (3.4 %), lo 
que demuestra un crecimiento acelerado.

	਌ La matrícula en educación a distancia alcanzó los 3.54 millones de estudiantes en 2021, repre-
sentando el 41 % del total de matriculados en educación superior.

	਌ La oferta educativa a distancia está dominada por el sector privado. En 2011, el 82 % de los 
estudiantes de educación a distancia estaban inscritos en universidades privadas, cifra que 
aumentó al 95 % en 2021.

	਌ En términos de docentes, en 2021 Brasil registró 992 000 profesores activos en educación su-
perior. De ellos, 79 694 (8.6 %) enseñaban en programas a distancia, y el 90 % de estos trabaja-
ban en instituciones privadas.

	• Regulación de la ESD. Brasil cuenta con una regulación específica para la ESD, establecida en 
normativas clave:

	਌ Resolución CNE/CES N.° 1 de 2016: establece directrices y normas nacionales para los progra-
mas de ESD.

	਌ Decreto N.° 9.057 de 2017: reglamenta el artículo 80 de la Ley 9.394 de 1996, detallando los cri-
terios de calidad y requisitos operativos para la ESD.
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A diferencia de otros países, Brasil ha desarrollado mecanismos específicos de aseguramiento de ca-
lidad para la educación a distancia, los cuales incluyen:

	਌ Patrones de calidad obligatorios: las IES deben cumplir con estándares específicos en infraes-
tructura, pedagogía digital y evaluación de aprendizaje.

	਌ Licenciamiento especializado para la modalidad a distancia: las universidades deben demos-
trar que cuentan con recursos tecnológicos adecuados antes de recibir autorización.

	਌ Capacitación docente obligatoria: los profesores deben acreditar formación en metodologías 
de enseñanza en entornos virtuales.

	਌ Estructura académica y de evaluación adaptada a la ESD: se establecen criterios específicos 
para la interacción con los estudiantes y los sistemas de tutoría en línea.

	਌ Supervisión periódica: las IES que imparten programas a distancia deben renovar su acredita-
ción en procesos especializados.

	• Polo de ESD. Una característica única del sistema de educación a distancia en Brasil es la existen-
cia de los polos de ESD (Resolución CNE/CES N.° 1, 2017). Estos polos son centros físicos distribuidos 
en el país que facilitan la interacción entre estudiantes, docentes y tutores, proporcionando:

	਌ Infraestructura para actividades presenciales obligatorias.
	਌ Acceso a bibliotecas, laboratorios y tecnología de apoyo.
	਌ Espacios para tutorías y evaluaciones supervisadas.

Esta estrategia ha permitido que la educación a distancia en Brasil mantenga altos estándares de 
calidad al tiempo que amplía su cobertura geográfica.

Brasil ha logrado consolidar un modelo de educación a distancia altamente regulado, con norma-
tivas específicas que garantizan la calidad en la prestación del servicio. Su enfoque se basa en nor-
mas claras y detalladas para la implementación de la ESD, requisitos estrictos para la acreditación y 
supervisión de universidades, un ecosistema tecnológico y administrativo adaptado a la educación 
virtual, y polos de ESD que complementan la formación online con experiencias presenciales su-
pervisadas, combinando expansión, accesibilidad y calidad en su sistema universitario.

Australia

Los programas de educación superior en Australia pueden impartirse de manera presencial o a distancia, 
con dedicación exclusiva o parcial. Independientemente de la modalidad, todos están sujetos a rigurosos 
estándares de calidad y conducen a las mismas cualificaciones. Las universidades y otras instituciones de 
educación superior tienen autonomía para definir el contenido y la evaluación de los cursos, siempre dentro 
de los criterios del Marco Australiano de Cualificaciones (AQF, por sus siglas en inglés). Australia es un refe-
rente en ESD, especialmente por su esfuerzo por extender el acceso a poblaciones en zonas remotas. En 
2018 había 261 000 estudiantes matriculados en programas de educación a distancia, lo que representaba 
el 18.7 % del total de la población universitaria (Qayyum & Zawacki-Richter, 2018), cifras que aumentaron 
durante la pandemia. El sistema australiano cuenta con muy poca regulación específica para la educación 
a distancia dentro del Marco de Estándares de Calidad. Sin embargo, existen recomendaciones no vinculan-
tes que guían a las instituciones en la provisión de educación a distancia. Estas recomendaciones incluyen:

	• Infraestructura tecnológica
	਌ Se enfatiza la necesidad de contar con plataformas tecnológicas adecuadas para el desarrollo 

de la educación a distancia.
	਌ Se recomienda garantizar la accesibilidad y conectividad de los estudiantes.

	• Acompañamiento a los estudiantes
	਌ Se promueve la implementación de canales virtuales de apoyo para estudiantes en situación 

de vulnerabilidad.
	਌ Se prioriza la atención en aspectos académicos, socioemocionales y de salud mental.
	਌ Se fomenta la creación de estrategias de orientación y tutoría en entornos digitales.

	• Calidad del servicio educativo
	਌ Se recomienda que las instituciones adopten sistemas de aseguramiento de calidad especí-

ficos para la modalidad a distancia.
	਌ Se sugiere desarrollar metodologías de evaluación, cualificación y monitoreo docente adap-

tadas a entornos virtuales.
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	਌ Se enfatiza la necesidad de fortalecer las capacidades digitales de docentes y estudiantes.
	਌ Se insta a eliminar barreras que impidan el acceso y aprovechamiento de la educación a distancia.

El modelo australiano de regulación de la educación superior destaca por su flexibilidad y enfoque 
basado en estándares de calidad, sin distinciones rígidas entre modalidad presencial y a distancia. 
Si bien no cuenta con una regulación específica para la ESD, su sistema garantiza la equivalencia en 
la calidad educativa de ambas modalidades, permitiendo a las universidades operar con autonomía 
dentro de los lineamientos del AQF. Además, Australia es un referente en educación a distancia gra-
cias a su tradición en ofrecer educación en zonas remotas, su sistema de aseguramiento de calidad 
basado en estándares internacionales, su enfoque en la autonomía institucional y la autoevaluación, 
su énfasis en el bienestar estudiantil y la capacitación digital. Este modelo muestra que un sistema 
de regulación basado en recomendaciones y estándares flexibles puede favorecer la innovación y la 
expansión de la educación a distancia sin comprometer la calidad educativa.

España

La ESD está basado en dos normativas  (Ley 6/2001, 2021; Resolución N.° 6039, 2021), que define la ESD 
como aquella en la que al menos el 80 % de los créditos son |impartidos en esta modalidad. Adicio-
nalmente, las normas orientan sobre:

	• Requisitos tecnológicos, pedagógicos y administrativos.
	਌ Las instituciones deben garantizar la disponibilidad de recursos tecnológicos adecuados.
	਌ Se exige la implementación de infraestructura digital de calidad para la enseñanza online.
	• Registro y supervisión de la ESD.
	਌ Las IES que imparten programas a distancia deben informar anualmente a la autoridad edu-

cativa sobre sus actividades y avances.
	• Capacitación docente
	਌ Se establece la formación y evaluación permanente de los docentes para asegurar que cuen-

ten con competencias en enseñanza online.
	• Criterios de estructura y organización académica.
	਌ Se regulan aspectos clave como: 

Requisitos de admisión para estudiantes a distancia.
Organización de la oferta formativa.
Sistemas de evaluación específicos para la educación virtual.
Perfiles de egreso alineados con los estándares de calidad.

	• Acompañamiento estudiantil.
	਌ Se exige la implementación de un sistema de tutoría permanente.
	਌ Se establecen mecanismos para detectar y apoyar a estudiantes con baja participación, ac-

tivando recursos adicionales de acompañamiento.

España cuenta con un modelo altamente estructurado para la ESD, basado en una combinación de 
evaluaciones rigurosas y normativas específicas. A diferencia de otros países, la regulación de la ESD 
en España es avanzada y detallada, establece criterios específicos para la calidad de la enseñanza vir-
tual. España es uno de los países con un sistema de ESD más estructurado y supervisado en Europa, 
asegurando que la modalidad virtual mantenga los mismos estándares de calidad que la educación 
presencial.

Reino Unido

A pesar de la falta de regulación detallada, las universidades que ofrecen educación a distancia de-
ben cumplir con los estándares de calidad exigidos por la Oficina de Estudiantes (OfS) y la Agencia 
de Garantía de Calidad para la Educación Superior (QAA). Los principales aspectos de la educación a 
distancia incluyen:

	• Autonomía universitaria en el diseño de programas
	਌ Las universidades pueden decidir cómo y en qué condiciones ofrecen educación a distancia.
	਌ No existe un sistema de acreditación formal, pero las universidades deben demostrar que 

mantienen estándares de calidad.
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	• Supervisión de la calidad
	਌ La QAA monitorea y emite recomendaciones a las universidades.
	਌ El UK Quality Code66 establece criterios generales para la educación superior, aplicables a 

todas las modalidades.
	• Registro y financiamiento

	਌ Solo las IES registradas en la OfS pueden recibir financiamiento público y otorgar grados 
académicos.

	਌ Las universidades pueden ofrecer educación a distancia a estudiantes internacionales, siem-
pre que estén debidamente registradas.

	• Evaluación del riesgo institucional
	਌ La OfS evalúa el riesgo de incumplimiento de calidad en cada institución.
	਌ Se exige que las universidades aseguren resultados académicos sostenibles y de alta calidad.

El Reino Unido se diferencia de otros países al otorgar gran autonomía a sus universidades en la 
regulación de la ESD. En lugar de contar con una normativa específica para la ESD, esta modalidad 
está regulada bajo los mismos estándares que la educación presencial. En términos de expansión, el 
modelo británico es altamente atractivo para estudiantes internacionales, con un crecimiento signifi-
cativo de la ESD en la última década.

66 El Código de Calidad del Reino Unido para la Educación Superior es un conjunto de principios que establece las expectativas que deben 	
   cumplir los proveedores de educación superior del Reino Unido. 




